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“FALTA DE UN PROCEDIMIENTO UNIFICADO SOBRE EXTRADICIÓN EN LA 
COMUNIDAD INTERNACIONAL Y EN EL ECUADOR” 
La extradición no es proceso sencillo ya que conlleva una serie de trámites que deben ser 
cumplidos a la perfección a fin de lograr los objetivos deseados. 
Será necesario una revisión de los procedimientos y requisitos para conceder la extradición 
haciéndolos más ágiles, objetivos y que alcancen un eficaz resultado después de cumplirse con 
todo el proceso donde debe imperar el respeto al debido proceso y la protección de los derechos 
humanos. 
Es necesario que el Estado ecuatoriano revise los Tratados Internacionales sobre Extradición, para 
de esta manera hacerlos aplicables, respetando siempre la soberanía nacional, la 
autodeterminación con el fin de lograr combatir de manera más positiva los delitos que merecen 
la extradición. 
Debemos establecer los mecanismos más idóneos para procurar un sistema procesal unificado 
para tratar a la extradición, disminuir la tramitación burocrática en el orden interno, controlar con 
el cumplimiento de los principios fundamentales que guían al debido proceso y el respeto a la 
Constitución y Tratados Internacionales de Derechos Humanos que regulan la extradición. 
1. EXTRADICIÓN 
2. PROCEDIMIENTO 
3. DEBIDO PROCESO 
4. TRATADO INTERNACIONAL 
5. SOBERANÍA 






“LACK OF A UNIFIED EXTRADITION PROCEDURE IN THE INTERNATIONAL 
COMMUNITY AND IN ECUADOR” 
Extradition is not a simple process; it consists of a series of procedures that must be perfectly 
complied in order to reach its desired goals. 
A review of the procedures and requirements leading up to extradition is necessary, in order to 
make them more swift, objective, and to help them achieve results more efficiently after 
completing the entire process, where respect to a due process and the protection of human rights 
must prevail. 
It is necessary for Ecuador to review all International Treaties on matters of Extradition, so that 
they can be made applicable, always respecting national sovereignty and self-determination with 
the goal of positively facing crimes that call for extradition. 
We must establish the most ideal mechanisms to aim for a unified procedural process to treat 
extradition, reduce internal bureaucracy, and control the fulfillment of the fundamental principles 
that guide a due process and that respect the Constitution and International Human Rights 




3. DUE PROCESS 
4. INTERNATIONAL TREATY 
5. SOVEREIGNTY 




Considero que este tema tiene una relevante importancia por cuanto los ecuatorianos debemos 
conocer el procedimiento a través del cual las autoridades de dos Estados llegan a un acuerdo en 
virtud del cual uno de esos Estados(llamado requerido, pues es quien recibe la reclamación de 
entrega) procede a transferir una persona al otro Estado(llamado requirente, pues es quien realiza 
dicha reclamación de entrega) para que sea enjuiciada penalmente allí o para que cumpla y se 
ejecute la pena que le ha sido impuesta, si el juicio ya se hubiere producido. 
La presente tesis tiene como finalidad conocer algunos de los casos en que el Ecuador ha 
solicitado la extradición de personas acusadas o condenadas por la legislación de nuestro país y 
con ello ver el procedimiento utilizado para este fin. 
En relación con hechos anteriores a su entrega y distintos de los que hayan motivado la solicitud 
de extradición, el extradito puede en principio, sin que sea necesario obtener el consentimiento 
del Estado miembro requerido, ser perseguido o juzgado si ello no implica una restricción de su 
libertad personal. 
Por estos mismos hechos, puede ser perseguido,  juzgado o detenido con vistas a la ejecución de 
una pena o de una medida de seguridad privativa de libertad si después de su entrega renuncia 
expresamente a acogerse al principio de especialidad. 
Se puede considerar a la extradición como  una forma de cooperación jurídica internacional; y, 
dentro de este marco la cooperación de los Estados es el mecanismo eficaz para superar los límites 
de soberanía, así la extradición se convierte en el mecanismo eficaz para la entrega de un 
individuo por delito común, que ha traspasado fronteras, evitar la impunidad constituye su 
fundamento, sin olvidar los derechos fundamentales del individuo en el procedimiento de entrega.  
Los elementos esenciales de la extradición, es decir, la cooperación y la protección de los derechos 
fundamentales constituyen la característica bidimensional de la institución, que en ocasiones están 
violentamente enfrentados cuando no se observan los principios concertados en los tratados para 
la entrega del individuo. El aspecto jurídico de la extradición está determinado en Derecho 
Internacional por su regulación en los Tratados a través de principios que protegen al individuo 
para su entrega. Se trata de una delimitación positiva que transforma el aforismo nullum crime 
sine lege, en nulla traditio sine lege, es decir, nadie puede ser entregado, sino en virtud de los 
principios establecidos en los Convenios de extradición. 
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El interés por el estudio de la figura de la extradición, está basado en dos tendencias actuales: una 
estrecha cooperación por parte de los Estados, destinada a ampliar el alcance de la extradición; y 
una mayor preocupación por salvaguardar los derechos del hombre, ya reconocidos desde la Carta 
de las Naciones Unidas. 
El respeto a los derechos fundamentales y la necesidad de intensificar la cooperación internacional 
en la lucha contra el crimen son dos objetivos que deben hacerse compatibles en la extradición, 
pero no siempre ha sido así, pues en el estudio de la evolución de esta institución se ha constatado 
que siempre han estado presentes estos dos elementos esenciales, a veces actúan en una misma 
dirección y en otras  están violentamente enfrentadas. 
Sin lugar a dudas, la extradición es el instrumento idóneo y necesario, para el proceso de 
superación del principio de Derecho Internacional Público de no intervención en los asuntos 
internos de los Estados .La extradición trata de exigir a los Estados un mínimo de garantías para 
poder establecer relaciones jurídicas de confianza de acuerdo con los procedimientos acordados, 
creando un derecho de protección a través de los principios regulados en los Tratados. 
Todo ello nos conduce a la búsqueda de una regulación sencilla y flexible, pero no excepcional, 
que fomente una cierta previsibilidad encaminada a la seguridad jurídica del individuo, evitando 
las decisiones sorprendentes que constituyan “alternativas a la extradición”. 
Actualmente no se discute que la extradición sea un procedimiento que deba estar regulado por 
el Derecho, pues meridianamente en su evolución se presenta en la actualidad como un 
procedimiento jurídico singular que afecta a dos o incluso a más Estados implicados, es decir, es 
una actuación de eficacia internacional que los Estados están obligados a respetar. En este sentido 
de forma general se trata de la obligación que tiene un Estado de entregar y el otro de castigar al 
individuo reclamado, cuyo fundamento radica en el auxilio internacional, la solidaridad y la ayuda 
mutua entre los Estados, como mecanismo de protección frente a la violación de los derechos que 
puedan suscitarse, que entre otros podemos mencionar, el derecho a no ser perseguido por motivos 
políticos , religiosos, racial es decir, la interpretación de un Tratado de extradición no puede 
reducirse al estudio incuestionable de las normas, tienen que adaptarse y modificarse en función 
de los fines que la justifican y las exigencias de las nuevas épocas. 
Mediante la extradición no se pretende imponer un sistema concreto de garantías a otro Estado, 
queda claro que en los procedimientos de extradición no se decide acerca de la hipotética 
culpabilidad o inocencia del sujeto reclamado, ni se realiza un proceso condenatorio, sino que 
simplemente se verifica el cumplimiento de los requisitos y garantías previstas en las normas para 
acordar la entrega del sujeto afectado; en definitiva se trata de juzgar la solicitud de extradición. 
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Por todo lo expuesto anteriormente considero que este tema es muy importante para todos los 
ecuatorianos, pues nuestro país en los últimos años ha solicitado extradiciones pese a que tiene  
convenios con distintos países no ha tenido buenos resultados en cuanto al procedimiento y 
tramitación de los mismos. Los Convenios prevén una serie de principios de cuya aplicación 
pueden quedar exentos los Estados miembros en ciertas condiciones a través de ciertas reservas. 
Es importante señalar que en todo proceso de extradición deben respetarse los derechos 
fundamentales de las personas manifestados en los diferentes Tratados y Convenios 
















 CAPÍTULO I. EL PROBLEMA 
1.1 Planteamiento del problema 
Si bien existe una cooperación internacional muy activa para la represión de los delitos, continúa 
existiendo la regla de que un Estado está obligado a conceder la extradición de un delincuente 
extranjero, solamente si existe tratado internacional con el Estado que requiere la extradición. 
Cuando no hay tratado, el Estado requerido está facultado para acordar la extradición, pero no 
está obligado a concederla. 
Debemos conocer además si se cumple el procedimiento y los requisitos por el cual una persona 
acusada o condenada por un delito conforme a la ley ecuatoriana es detenida en otro y devuelta 
para ser enjuiciada o que cumpla la pena ya impuesta. 
La extradición existe en virtud de tratados bilaterales o multilaterales y en ausencia de los mismos, 
se concede u ofrece de conformidad con la normatividad procesal interna. 
Los cambios ocurridos a nivel mundial con la globalización y la revolución tecnológica, han sido 
fenómenos que han impactado a todo nivel y en todas las sociedades. Entre los cambios de signo 
positivo se encuentran la democratización y el reconocimiento universal de los derechos humanos, 
la mayor interconectividad e interdependencia, así como la solidaridad entre los pueblos 
expresada a través de múltiples canales de cooperación entre los diferentes países de la región y 
el mundo. Entre los cambios de signo negativo se encuentra los comunes desafíos frente a las 
amenazas de la delincuencia organizada trasnacional, el deterioro ambiental y la pobreza extrema. 
Para avanzar y aprovechar las ventajas del nuevo entorno mundial y, al mismo tiempo, enfrentar 
los problemas comunes, es necesaria la aplicación y desarrollo del derecho internacional y la 
cooperación jurídica y judicial entre Estados que representan medios importantes para un 
relacionamiento solidario y para enfrentar en forma coordinada y más efectiva los desafíos de las 
sociedades en el siglo XXI.  
El sistema interamericano cuenta con un marco jurídico amplio y complejo conformado por 
convenciones e instrumentos de cooperación jurídica y judicial y asistencia mutua en materia 
penal que abarcan los ámbitos tanto del derecho internacional público en materia penal como la 
del derecho internacional privado en material civil, procesal, familiar y comercial.  
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Para todos estos fines es necesario establecer un ordenamiento jurídico unificado respecto al 
proceso de extradición pues existen muchas reservas por parte de los Estados para conceder la 
extradición teniendo como efecto una lentitud en el proceso de extradición.  
 
1.1.1 Formulación del problema 
En la mayor parte de los tratados de extradición se requiere que el Estado que la pide demuestre 
la existencia de causa para enjuiciar o castigar al requerido; que el delito imputado se haya 
tipificado como tal tanto en la legislación penal del Estado requerido como en la del Estado 
requirente. 
Se establece la extradición con respecto a las personas procesadas o condenadas por las 
autoridades de un Estado y que se encuentren en el territorio de otra. Para ello se requiere que la 
condena o proceso en el otro Estado sea de cierta gravedad; como por ejemplo una condena 
superior a un año o un proceso por un juicio del que puede resultar una sanción superior a dos 
años y además se solicita que el Estado requirente tenga jurisdicción para conocer y fallar el delito. 
Radica en la necesidad de establecer un procedimiento unificado para la tramitación de la 
extradición ya que cada Estado se rige en base a su ordenamiento jurídico interno y si ha ratificado 
o no el  Tratados Internacional sobre la materia. 
La incidencia de ciertas reservas por parte de los Estados en el proceso de extradición da lugar a 
la falta de efectividad y aplicabilidad del proceso de extradición. 
 
1.2 Objetivos 
Realizar un profundo estudio de la institución jurídica de la extradición tanto la activa como la 
pasiva; su procedimiento y convenios internacionales sobre el tema. 
 
1.2.1 Objetivo general 




1.2.2 Objetivos específicos 
 Explicar los artículos de la Ley de Extradición Ecuatoriana. 
 Análisis de los Convenios Internacionales celebrados por nuestro país referente a la 
extradición. 
 Proponer un ordenamiento jurídico unificado. 
 
1.3 Justificación 
El marco internacional actual está caracterizado sin duda alguna por la Globalización y sus efectos 
a nivel internacional y en el ámbito interno de los Estados. La globalización puede ser entendida 
desde varias perspectivas, podemos constatar la existencia de un mundo “uni-multipolar 
complejo”, caracterizado por la globalización y la revolución tecnológica, con variadas formas de 
relacionamiento y de ejercicio del poder político, del intercambio económico y de la 
intercomunicación de las naciones y los seres humanos. Asimismo podemos constatar el ejercicio 
del poder político no sólo centralizado en los Estados, sino compartido por instituciones 
internacionales grupos regionales, entidades no-gubernamentales, empresas e individuos. 
 Y también constatamos que la globalización tiene impactos de diverso tipo y a todo nivel 
incluyendo, sin duda, el ámbito regional en su dimensión jurídica y de la Cooperación 
interamericana.  
Asimismo todas las sociedades se encuentran enfrentadas a amenazas comunes tales como el 
narcotráfico, el terrorismo, el tráfico ilícito de armas, la corrupción, la inequidad y la pobreza 
extrema.  
Gran parte de los temas internos de los Estados, están ahora inscritos en la agenda multilateral y 
son considerados “trasnacionales”. Entre estos temas está sin duda el relativo a la modernización 
de sistemas de justicia y la cooperación jurídica y judicial.  
La OEA, principal foro político del hemisferio, tiene una agenda renovada que contiene esta 
nueva temática la cual se encuentra reflejada en las Asambleas Generales de la OEA; en las 
Cumbres de las Américas y en las Reuniones de Ministros de las diferentes carteras de los 
respectivos gobiernos de la región. 
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Para avanzar y aprovechar las ventajas del nuevo entorno mundial y, al mismo tiempo, enfrentar 
los problemas comunes, es necesaria la aplicación y desarrollo del derecho internacional y la 
cooperación jurídica y judicial entre Estados que representan medios importantes para un 
relacionamiento solidario y para enfrentar en forma coordinada y más efectiva los desafíos de las 
sociedades en el siglo XXI. 
De esta manera podremos aprovechar las relaciones internacionales para la búsqueda de un 














 CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO 
2.1 Fundamentación Teórica 
2.1.1 Antecedentes de Estudio 
2.1.1.1 Antecedentes Investigativos      
2.1.1.1.1 “La modernización de los sistemas de justicia y la cooperación jurídica y 
judicial en el ámbito interamericano”  
ENRIQUE LAGOS, Asesor Jurídico Principal, Departamento de Asuntos Jurídicos 
Internacionales, Organización de los Estados Americanos. 
“Las profundas transformaciones producidas a nivel mundial, vale decir, la 
Globalización, la internacionalización de la economía y la expansión planetaria de las 
comunicaciones, han llevado a que se inicien políticas públicas para la reforma del Estado 
y su progresiva adecuación para enfrentar las nuevas realidades del mundo actual. 
 Dentro de este marco, los sistemas de justicia, vale decir el Poder Judicial, y las 
instituciones públicas y privadas relacionadas con la administración de justicia, cumplen 
un papel esencial para consolidar la modernización del Estado y propiciar el bienestar 
común. Sabemos que durante muchas décadas, la justicia ha sido subestimada, tanto por 
el desconocimiento de su necesaria independencia y la dotación de los recursos necesarios 
al Poder Judicial. 
Sobre el acceso a la justicia, deben manejarse en forma eficiente las causas judiciales, con 
mayor celeridad y posibilidades de que los ciudadanos efectivamente puedan llegar ante 
los tribunales o tener acceso a medios alternativos de solución de conflictos. 
Asimismo se ha puesto de relieve la importancia de evaluar las reformas de la justicia y 
la lucha contra la delincuencia organizada trasnacional o teniendo como elemento básico 
la cooperación jurídica y judicial en el campo penal; como, por ejemplo, el 
establecimiento de normas claras para preservar su independencia; la necesidad de una 
continua capacitación de los magistrados, jueces, fiscales, procuradores y funcionarios 
vinculados al sistema de justicia; y la conveniencia de una adecuada formación y probidad 
de los abogados. También se dio relevancia a la aplicación de los tratados interamericanos 




2.1.1.1.2 La Cooperación Jurídica y Judicial en las Américas 
 (Documento presentado por la Secretaría General/Subsecretaría de Asuntos Jurídicos) 
La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos pone a disposición de la 
comunidad interamericana el presente documento preparado por la Subsecretaría de Asuntos 
Jurídicos, que contiene un comentario sobre las principales normas relativas a la cooperación 
jurídica y judicial adoptadas en el marco de la  (OEA) 
Se hace necesario entonces: 
a) evaluar el estado actual de las normas interamericanas en materia de cooperación 
jurídica y judicial, a fin de determinar si ellas se adaptan a las nuevas realidades que 
enfrenta nuestro continente; 
b) fortalecer los medios para el conocimiento y la difusión de las normas vigentes y, si 
fuere del caso, promover la ratificación de dichas normas por parte de aquellos Estados 
que aún no lo hayan hecho; 
c) realizar estudios que permitan lograr la mejor aplicación de las normas vigentes a fin 
de cooperar con los Estados que requieran asistencia técnica en materia de capacitación 
de jueces, abogados y profesionales universitarios; 
d) proponer, si se estimase necesario, nuevas normas tendientes a fortalecer la 
cooperación jurídica y judicial en los desarrollos emergentes de las actuales formas de 
relacionamiento económico y comercial entre los Estados del hemisferio; 
e) considerar la conveniencia de adoptar otros medios de cooperación judicial para 
enfrentar las recientes modalidades de delincuencia transnacional; 
f) brindar el apoyo que sea solicitado por parte de los Estados miembros con el propósito 
de colaborar en la modernización de sus normas nacionales y de sus instituciones de 
administración de justicia. 
h) establecer mecanismos permanentes que faciliten el encuentro de autoridades y 
expertos y aseguren la continuidad de sus trabajos así como el seguimiento de sus 
propuestas. 
Para ello la OEA ya cuenta con instancias políticas y técnicas capaces de preparar nuevas normas, 
asistir a los Estados que lo requieran, realizar los estudios necesarios, difundir la normativa 
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interamericana, organizar actividades de enseñanza y capacitación en el campo jurídico, y de 
servir como soporte técnico y administrativo de encuentros de autoridades y expertos. 
 
2.1.1.1.3 Oficina de las Naciones Unidas contra la droga y el delito (Viena)  
Manual de Asistencia Judicial Recíproca y Extradición (NN.UU, 2012) 
 Naciones Unidas, Septiembre de 2012. 
Extradición: el proceso para que tenga éxito la entrega del acusado 
“A nivel internacional, el enorme volumen y alcance de las variantes internas en la 
legislación de fondo y de procedimiento sobre extradición crea los obstáculos más 
importantes a una extradición justa, rápida y predecible”. 
Fuente: Informe de 2004 del grupo de trabajo oficioso de expertos sobre las mejores prácticas de 
extradición, párr. 11. 
“Los grupos delictivos no han perdido el tiempo en sacar partido de la economía 
mundializada actual y de la tecnología sofisticada que la acompaña. En cambio, nuestros 
esfuerzos por combatirlos han sido hasta ahora muy fragmentarios y nuestras armas casi 
obsoletas.  
La Convención nos facilita un nuevo instrumento para hacer frente al flagelo de la 
delincuencia como problema mundial. Fortaleciendo la cooperación internacional 
podremos socavar verdaderamente la capacidad de los delincuentes internacionales para 
actuar con eficacia y ayudaremos a los ciudadanos en su a menuda ardua lucha por 
salvaguardar la seguridad y la dignidad de sus hogares y comunidades”. (Informe del 
grupo de trabajo oficioso de expertos, 2004) 
Fuente: Kofi Annan, Secretario General de las Naciones Unidas, en el prefacio de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos (Nueva 






La extradición como instrumento de cooperación internacional  
“La extradición es una de las formas más antiguas de cooperación internacional y sus raíces se 
remontan a la antigüedad. Originalmente se utilizaba para procurar la devolución de personas que 
presuntamente habían cometido delitos políticos. Ha  cambiado y se ha transformado para abarcar 
toda una serie de delitos penales y sus obligaciones se han solidificado mediante tratados 
bilaterales, regionales y multilaterales. Aunque la extradición se ha utilizado durante siglos, la 
legislación no se ha desarrollado todavía lo suficiente hasta el punto de que exista una obligación 
positiva de Estado alguno de conceder la extradición. La obligación de extraditar solo surge ante 
la presencia de un tratado e incluso en esos casos, como se verá, existen ciertas limitaciones 
respecto de algunos tipos de delitos y clases de personas a las que, según la jurisdicción, quizás 
no se pueda extraditar.  
Sin embargo, no estar sujeta a extradición no entraña necesariamente que la persona no estará 
sujeta a juicio o sanción.  
Como antecedente y sustento a mi trabajo de investigación  quiero hacer  referencia  a 
algunas tesis de grado  elaboradas por estudiantes de otras universidades  sobre la materia  
por considerarlas de gran importancia y apoyo a mi  investigación. 
- Tesina de Grado presentada como requisito para la obtención del título de Abogada, de Erika 
Alexandra Guerra Arévalo, denominada: “Caso Nelson Serrano: Análisis de la problemática de 
Derecho Internacional  Público y Privado en el contexto ecuatoriano a partir de la recuperación 
de la Nacionalidad de origen”, 2008. Universidad San Francisco de Quito. 
 
“El presente trabajo tiene como objetivo establecer las anomalías jurídicas dentro del 
derecho ecuatoriano  internacional público y privado, que surgen a partir de la deportación 
del señor Nelson Serrano. Este es un análisis estrictamente jurídico y por tanto objetivo, 
se reconoce además que tanto  el derecho Nacional o Interno de cada Estado, como el 
Derecho Internacional Público, son fuentes del Derecho internacional privado”. (Guerra 
Arévalo, 2008) 
Comentario.- 
Del desarrollo de su tema y del estudio de las diferentes secciones, permiten a la autora con total 
seguridad decir que la nacionalidad del señor Nelson Serrano es la ecuatoriana, y por lo tanto la 
deportación en su contra es ilegal e inconstitucional. 
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El primer conflicto que puedo advertir se presenta en la interpretación de la Constitución vigente 
a la época, que era la del año 1998, en lo relacionado a la recuperación de la nacionalidad de 
origen. 
Otro problema que puedo señalar se refiere a las políticas del Ministerio de Relaciones Exteriores 
por la tramitación exigida para la recuperación de la nacionalidad de origen, se basan en un 
“instructivo”, que para el Derecho no existe pues nunca se ha publicado en el Registro Oficial.  
No existe uniformidad en cuanto a la aplicación de las normas legales en el orden interno como 
por ejemplo la Constitución, Tratados Internacionales de Derechos Humanos y demás Leyes de 
la Republica que afectan en el plano internacional tanto del Derecho Internacional Público como 
del Privado. 
Existe una clara intención de confundir algunas figuras jurídicas como la deportación con la 
extradición y si así se la consideraría sería inconstitucional pues nuestra Carta Magna prohíbe la 
extradición de un ecuatoriano bajo ningún caso y además dentro de la  Convención Interamericana 
sobre extradición se pone limite a esta figura cuando la pena asignada es la de muerte. 
Por lo tanto hace falta políticas claras sobre ecuatorianos con doble nacionalidad y evitar graves 
problemas en los procedimientos migratorios. 
2) Tesis: La Extradición en la comunidad internacional y en el Ecuador. 
Autor: Sánchez Díaz Daniel.  
Publicación 2013, Universidad de las Américas. 
“Trata sobre una institución jurídica de interés común para todos los Estados y, 
consecuentemente, corresponde al ámbito jurídico internacional. Su objetivo fundamental 
es conceptualizar, describir y denotar la trascendencia de la extradición como un 
mecanismo legítimo para impedir la impunidad y la evasión de la justicia cuando un 
delincuente, luego de cometer graves infracciones en un determinado país, traspasa sus 
fronteras para internarse en el de otro, con dicha finalidad”. 
Otro aspecto de trascendental importancia para robustecer el análisis del tema en cuestión 
ha sido sin duda el de la Legislación Comparada, estableciendo semejanzas y diferencias 
entre la legislación Ecuatoriana y la de otros países tales como Colombia y los Estados 
Unidos de América, pues, aquello ha permitido elaborar una proyección más adecuada y 
específica, de orden práctico para el Ecuador”. (Sánchez Díaz, 2013) 
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Comentario.-He tomado como referencia y apoyo a mi investigación este trabajo puesto que se 
observan los procedimientos legales que se debe seguir en un proceso de extradición.  
Es importante señalar que en el caso ecuatoriano al igual que otros estados prohíben la extradición 
de nacionales, así lo determina nuestra Carta Magna en su Artículo 79.- “En ningún caso se 
concederá la extradición de una ecuatoriana o  ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las leyes 
del Ecuador”. 
Esto, desde el punto de vista estrictamente Constitucional sería el principal obstáculo para la 
aplicación de la extradición; sin embargo gracias a los convenios y tratados internacionales en los 
que se incluye el Principio de Reciprocidad como elemento sine qua non, la extradición se ha 
hecho viable entre los Estados Parte. 
Es necesario fortalecer y mejorar la vía diplomática para viabilizar de mejor manera los trámites 
de extradición y hacer efectiva de esta manera la aplicación de esta importante institución del 
Derecho Internacional Público. 
3) Tema: “El Delito Político y la Amnistía: Vigencia en la Legislación ecuatoriana”. 
Autor: Dr. Paredes Fiallos Edgar. 
Publicación 2009. Universidad Andina Simón Bolívar. 
“El delincuente político irrumpe en el escenario social, el instante en que se vulneran y 
transgreden los principios básicos de convivencia, provocando desajustes y desequilibrios 
que afectan la dignidad humana, originando inconformidad, cuyas connotaciones se 
suelen canalizar a través de expresiones sociales como la resistencia, la rebelión, la 
revolución y el terrorismo, temas que son debidamente analizados en los capítulos 
pertinentes. En el Ecuador, los temas del delito político y la amnistía no han sido 
debidamente tratados, razón por la cual, a la luz de las diferentes corrientes que se 
esgrimen, formulamos un estudio que se concreta en principios y proyecciones de nuestra 
realidad. En conclusión definimos que el cambio estructural de una sociedad organizada 
es producto del ejercicio de la soberanía popular, pilar fundamental en el que descansa el 
Estado como principio político-democrático, ejerciéndoselo a través del poder 







- Hago referencia a estas dos figuras jurídicas contempladas dentro del Derecho Internacional 
Público en vista de tener una estrecha relación con el tema de mi investigación, esto es, la 
extradición, la misma que se ampara en Tratados, Convenciones y ciertos principios 
fundamentales como el de Reciprocidad o la Costumbre Internacional. 
En la legislación ecuatoriana de acuerdo a la Ley de Extradición en su artículo 5, numeral 2, se 
establece que no se concederá la extradición: 
 “Cuando se trate de delitos de carácter  político”, a renglón seguido se señala: “No serán 
considerados como delitos políticos los actos de terrorismo; los crímenes contra la 
humanidad previstos por el Convenio para la prevención y penalización del crimen de 
genocidio adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, ni el atentado 
contra la vida de un Jefe de Estado o de algún miembro de su familia. Tampoco serán 
considerados como delitos políticos los delitos comunes aun cuando hayan sido 
cometidos por móviles políticos”. (Ley de Extradición, 2000) 
Sobre el delito político existe disparidad sobre su naturaleza Siendo el delito político de difícil 
definición, pues su noción entraña serias dificultades, en vista de la disparidad de opiniones sobre 
su naturaleza; su complicación se acentúa cuando se la trata de definir en vinculación con la 
extradición, pues cualquier concepto que se proponga debe acomodarse al criterio de los Estados, 
a fin de evitar discrepancias el momento en que se presente una solicitud de entrega de un 
individuo que posiblemente es perseguido por un delito político. 
 
2.1.1.2 Fundamentación Legal 
Por la naturaleza jurídica de la extradición, que nació como un acto político entre soberanos y 
evolucionó hasta convertirse en una institución jurídica, actualmente la mayor parte de los 
sistemas que siguen los estados en el procedimiento de extradición tienen todavía rezagos de ese 
origen, que se centran en un elemento político fundamental: el de concebir a la extradición como 
un acto de soberanía. 
El elemento político de la extradición es, sin duda, un elemento indiscutible, presente siempre que 
se trata un asunto de esta naturaleza, sin embargo, el avance en la interpretación del derecho y el 
auge que ha tomado el derecho internacional humanitario, han motivado que hoy más que nunca, 
la extradición sea una institución de derecho público, un acto jurídico en cuanto  que  se encuentra 
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reglamentado en el ordenamiento constitucional de cada Estado y en diversos convenios 
internacionales celebrados entre aquellos. 
La extradición considerada como un acto jurídico, se relaciona estrechamente con tres grandes 
campos del Derecho: el internacional, el penal y el procesal; pero particularmente en nuestros 
días, la extradición interesa  al ámbito del Derecho Constitucional, pues tiene que ver con la forma 
en que los Tratados Internacionales son asimilados al Derecho Interno, con el cómo los 
procedimientos de adopción o adaptación de esos tratados se convierten en procedimientos de 
producción del derecho dentro del sistema estatal. 
 En este orden de idea, puede destacarse desde el punto de vista del Derecho Internacional, la 
figura de la extradición, se erige como un acto por virtud del cual se relacionan dos Estados a 
través de sus órganos competentes, generándose así derechos y obligaciones para aquellos. 
Esto significa que, cuando se dé cumplimiento a las condiciones previstas en los ordenamientos 
respectivos (leyes, tratados, convenciones, entre otros), la extradición constituirá un derecho para 
el Estado requirente y una obligación para el Estado requerido. 
Desde el punto de vista jurídico-procesal, la extradición se percibe como un acto de auxilio 
judicial de índole internacional, esto es, un trámite que va encaminado a facilitar la labor judicial 
del juez del territorio o de la nacionalidad del delincuente.  
Ahora bien, desde el punto de vista penal, la institución de la extradición, es una consecuencia 
del ius puniendi propio o ajeno, o una prórroga de la ley penal con carácter extraterritorial. (El ius 
puniendi es una expresión latina utilizada para referirse a la facultad sancionadora del Estado). 
El Derecho Penal tiene entre sus propósitos la definición de los delitos y la fijación de las 
sanciones y, por ello, en el momento de actualizarse determinada conducta que encuadre en el 
tipo penal, el Derecho Penal procura que aquella sea debidamente sancionada, no importando que 
ésta se haya cometido fuera del territorio en el que rige dicha normatividad penal.  
Por último para el Derecho Constitucional la extradición es una figura que tiene que ver con 
muchas de las normas y principios que en la Constitución se establecen. Pero otros puntos de 
vista, quizá mucho más técnicos, señalan la naturaleza eminentemente normativa de la 
extradición. 
Esa percepción lleva a tener como fuentes de extradición los tratados, las leyes y, aún ahí donde 
se reconoce fuerza de derecho positivo, las costumbres y la reciprocidad, trasladándose la 
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discusión al terreno de si la materia extradicional es Derecho Penal, Derecho Procesal penal, parte 
del Derecho Internacional Público o bien una rama del derecho totalmente autónoma e 
independiente, el llamado Derecho Extradicional. 
De todo este debate lo importante es tener claro que el instituto de la extradición es en efecto 
normativo, su existencia es posible gracias al derecho positivo vigente y su regulación se 
encuentra en los tratados y convenios internacionales, tanto como en las constituciones y leyes de 
cada nación moderna. 
Optar por concebir la naturaleza de la extradición como acto de asistencia jurídica internacional 
o bien como instituto eminentemente normativo tiene sus consecuencias importantes en el terreno 
de la práctica. Así, quienes dan prioridad a la concepción de la extradición como instrumento de  
recíproco auxilio internacional, tenderían a concederla aún en los casos en que violenten ciertas 
disposiciones legales y constitucionales del Estado requerido, tales como la calificación delictiva 
del hecho, el juzgamiento en ausencia o la entrega para que el perseguido sea juzgado por un 
tribunal de excepción. 
Por el contrario, una concepción que dé prioridad al carácter normativo de la extradición, reparará 
en todos y cada uno de los preceptos que la reglan (Tratados, Constitución, Leyes, etc.) y optará 
por conceder o denegar la extradición en apego estricto a esas disposiciones de derecho positivo, 
sin flexibilizar, ni mucho menos violentar norma fundamentales y derechos humanos básicos del 
perseguido. 
 
2.1.2 Definiciones de términos básicos 
2.1.2.1 Conceptos 
Asilo: el término asilo se refiere a la práctica de protección y amparo hacia personas por diferentes 
motivos y situaciones. 
Causa: lo que se considera como fundamento u origen de algo. 
Delito: es definido como una acción típica, anti jurídica, imputable, culpable, sometida a una 
sanción penal, y a veces a condiciones objetivas de punibilidad. 
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Democratización: es un proceso de desarrollo de las instituciones sociales liberales que conducen 
al fortalecimiento de la sociedad civil, resguardo de los derechos humanos básicos y la 
disminución de las desigualdades socio-económicas. 
Doctrina: En el ámbito jurídico, doctrina jurídica es la idea de derecho que sustentan los juristas. 
Si bien no originan derecho directamente, es innegable que en mayor o menor medida influyen 
en la creación del ordenamiento jurídico. 
Extradición: entrega de una persona asilada o detenida en un país a las autoridades de otro para 
que sea juzgada. 
Formulación: expresión de una cosa con palabras o por escrito, generalmente con claridad y 
exactitud. 
Globalización: es un proceso económico, tecnológico, social y cultural a gran escala, que consiste 
en la creciente comunicación e interdependencia entre los distintos países del mundo unificando 
sus mercados, sociedades y culturas, a través de una serie de transformaciones sociales, 
económicas y políticas que les dan un carácter global. 
Impunidad: es un término que refiere a la falta de castigo 
Imputado: es, en Derecho penal, aquella persona a la que se le atribuye participación en un delito, 
siendo uno de los más relevantes sujetos del proceso penal. 
Jurisdicción: es la potestad, derivada de la soberanía del Estado, de aplicar el Derecho en el caso 
concreto. 
Ordenamiento: el Ordenamiento Jurídico es el conjunto de normas jurídicas que rigen en un 
lugar determinado en una época concreta. 
Peritos: el perito es el experto en una determinada materia que, gracias a sus conocimientos, actúa 
como fuente de consulta para la resolución de conflictos. 
Requerido: notificar algo a alguien con autoridad pública. 
Requirente: demandante en justicia. 
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Reservas: una declaración unilateral, cualquiera que sea su enunciado o denominación, hecha por 
un Estado al firmar, ratificar, aceptar o aprobar un tratado o al adherirse a él, con objeto de excluir 
o modificar los efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese Estado. 
Soberanía: es el derecho que tiene el pueblo a elegir a sus gobernantes, sus leyes y a que le sea 
respetado su territorio. 
Solidaridad: es un acto de justicia y moralmente obligatoria, más allá de la ley que la contempla 
y obliga jurídicamente.  
Suplicatorios: en términos políticos "la instancia que un juez o tribunal eleva a un cuerpo 
legislativo, pidiendo permiso para proceder en justicia contra algún miembro de ese cuerpo", 
habida cuenta de que habitualmente los representantes parlamentarios gozan de inmunidad, o 
fuero parlamentario. 
Supranacional: es un sistema político en el cuál determinados gobiernos nacionales ceden parte 
de sus atribuciones de gobierno (en mayor o menor medida, dependiendo del grado de 
supranacionalidad) a otros organismos de gobierno que afectan a más de una nación. 
Terrorismo: el terrorismo es el uso sistemático del terror, para coaccionar a sociedades o 
gobiernos, utilizado por una amplia gama de organizaciones políticas en la promoción de sus 
objetivos, tanto por partidos políticos nacionalistas y no nacionalistas, de derecha como de 
izquierda, así como también por corporaciones, grupos religiosos, racistas, colonialistas, 
independentistas, revolucionarios, conservadores y gobiernos en el poder. 
Testimonio: en el lenguaje cotidiano y en el periodismo, la noción de testimonio está asociada a 
una declaración pública, más allá de que se realice en un entorno judicial o en un medio de 
comunicación social. 
Trasnacionales: es la noción que define y engloba lo que excede el marco de una nación. 
Tratado: es un acuerdo internacional revestido de un carácter solemne y que tiene por objeto, sea 






“Algunos Estados no permiten o facilitan el proceso de extradición”. 
 
2.3 Variables 
2.3.1 Variable independiente 
Cooperación internacional para la revisión y actualización del procedimiento de la extradición. 
 
2.3.2 Variables dependientes 
Cooperación internacional para reprimir los delitos. 
Ordenamiento jurídico internacional sobre extradición. 
Ley de extradición del Ecuador. 




Durante la Alta Edad Media, la influencia del Imperio y del Papado fueron factores que frenaron 
el desarrollo de instituciones jurídicas como la extradición. 
Al ser éste un instituto destinado a regir las relaciones internacionales entre estados 
independientes y soberanos, la hegemonía imperial y papal no fue el clima apropiado para este 
desarrollo. 
No fue sino cuando esas hegemonías se desintegraron y surgieron las pequeñas unidades políticas 




Aunque con carácter eminentemente político, diferentes unidades estatales llegaron a pactar 
convenios para la recíproca entrega de fugitivos, generalmente enemigos políticos de los príncipes 
y señores feudales que, por esta vía, alargaban el brazo de la justicia. 
(La entrega o deditio llegó a constituirse en una verdadera excepción al derecho de asilo, alentado 
por la doctrina cristiana y la filosofía patrística, en aras del poder y venganza de los señores con 
poder político).  GALLINO YANZI, C.V. Extradición, Enciclopedia Jurídica Omeba, T.XI Esta-
Fami. Diskril SA., Buenos Aires. 1977, p.684. (Gallino Yanzi, 1977, pág. 684) 
La modernidad hizo surgir los estados nacionales (siglo XVI, XVII, XVIII), unidades políticas 
fuertes, centralizadas y jurídicamente delimitadas, que propiciaron un nuevo clima para el 
desarrollo de instituciones como la extradición. 
Se desarrolló la suscripción de tratados y convenios entre esos modernos Estados para la recíproca 
entrega de fugitivos, pero se conservó el carácter eminentemente político de esas entregas. 
“…eran tiempos de absolutismo y los gobiernos consideraban a los reos políticos más peligrosos 
que los delincuentes comunes” (Fiore, 2008, pág. 223) 
La Segunda Guerra Mundial introdujo, en cuestiones de extradición, cambios importantes al 
terminar con la derrota de los beligerantes totalitarios. 
Hasta entonces, el mando o provocación de las guerras modernas no había supuesto 
responsabilidades para los jefes vencidos, amparados quizás excesivamente en la inmunidad por 
delitos cometidos en países extranjeros. 
Pero los acusados de delitos contra la humanidad como determinados cabecillas alemanes, 
italianos, japoneses y de sus satélites; las autoridades de los aliados vencedores reclamaron de 
ciertos países la entrega, la extradición de los culpables; a veces hasta por traición.  
En los recursos felinos de la diplomacia la entrega se iniciaba en ocasiones con la prohibición de 
residencia, hasta que el buscado tenía que pisar un territorio donde no le alcanzaba amparo alguno. 
En la Edad Contemporánea, comprendida desde la Revolución Francesa (1789) hasta la actualidad 
se han desarrollado una variedad de tratados sobre la materia diferenciando los delitos políticos 
de los delitos comunes, por lo que el derecho de asilo se reduce al ámbito   político, aparecen 
además ciertos requisitos para la extradición como la calificación de delito común entre los países 




La palabra extradición, proviene de los vocablos latinos “ex”, que significa fuera de, y del vocablo 
latino “traditio”,  que indica la acción de entregar. 
La definición gramatical y etimológica es útil para fijar la antigüedad del término y para conocer 
que, ya de entrada se refiere al acto de entregar fuera; sin embargo, la extradición va mucho más 
allá de la acción de entregar. Para tener un criterio más amplio y preciso, es necesaria la 
exposición dada por algunos tratadistas. 
Cuello Calón, Eugenio lo señala como “El acto por el cual un Gobierno entrega a un 
individuo refugiado en su territorio al Gobierno de otro país que lo reclama por razón de 
delito para que sea juzgado, y si ya fue condenado, para que se le ejecute la pena o la 
medida de seguridad  impuestas.” Se alude entonces, a la aplicación de una medida de 
seguridad al delincuente a efectos de que cumpla la ejecución de la pena impuesta. (Cuello 
Calón, 1980, pág. 260) 
(Jiménez, 1964, pág. 165) precisa “como la entrega que un Estado hace a otro de un 
individuo, acusado por un delito común, que se encuentra en su territorio, para que en ese 
país se enjuicie penalmente o se ejecute la pena, realizada conforme a normas 
preexistentes de validez interna o internacional”; Tratados de Derecho 
Penal,Ob,cit,págs.165. 
(Sandhez de Bustamante & Sirvén, 1943) la definió “como un procedimiento en cuya 
virtud un Estado entrega a otro los delincuentes condenados o acusados que están en el 
territorio del primero y que se encuentran sujetos a la competencia judicial del segundo”. 
García Mejía, Mauricio “…un acto de asistencia jurídica interestatal en materia penal, en 
virtud del cual un Estado transfiere a un individuo acusado, o condenado por un delito 
cometido fuera de su territorio, a otro Estado que lo reclama y es competente para juzgarlo 
y hacer cumplir lo juzgado(ejecución de penas y medidas de 
seguridad).http://cijulenlinea.ucr.ac.cr. 
Esta institución corresponde a un “Proceso fundado en un Tratado, en la costumbre o en 
la promesa de reciprocidad, regulado por la Ley interna, a través del cual un Estado 
solicita a otro que le entregue una persona, fugitiva de aquel, que este siendo procesada o 
ya condenada en razón de un delito, al cual se aplique la ley del Estado requirente, con el 
fin de que en este último se instruya su proceso o cumpla la pena” (De Araujo Junior) 
(Dibur & De Luca, 2.006), cuando expresan acerca del fundamento de esta figura jurídica: 
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“Se ha dicho que la extradición internacional es un acto de asistencia jurídica 
internacional cuyo fundamento radica en el interés común a todos los Estados de que los 
delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados, por el país a cuya jurisdicción 
corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos, sin admitirse otros 
reparos que los derivados de la soberanía de la nación requerida y de las leyes o tratados 
que rigen el caso.” José Dibur. Santiago De Luca, “EXTRADICIÓN”,    
Soler precisa (Llámese extradición al acto por el cual un Estado entrega un individuo a 
otro Estado que lo reclama a objeto de someterlo a un juicio penal o a la ejecución de una 
pena). (SOLER, 2006, pág. 177) 
“Puede definirse a la extradición como la cesión oficial de un fugitivo de la justicia, 
independientemente que esté o no de acuerdo, por las autoridades del Estado de residencia 
a las autoridades de otro Estado para que puedan enjuiciarle por lo penal o ejecutar una 
sentencia” (Noveno Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento al Delincuente) 
Para el Doctor Franklin Barriga. (Es el acto por medio del cual un Estado entrega a otro 
una persona acusada o sentenciada de haber cometido algún delito común  en el Estado 
que solicita para que se proceda a su juzgamiento o se efectivice su condena). (Barriga 
Bedoya, 1999, pág. 16) 
Muchas han sido las definiciones que han dado los tratadistas, para intentar perfilar un concepto 
que se aproxime a su definición y para ello se puede remitir a las fuentes bibliográficas; pero para 
efectos de este estudio se propone una que abarque las definiciones doctrinarias y que contenga 
sus elementos fundamentales:  
“La extradición es un acto de cooperación internacional, que tiene como finalidad la 
entrega de una persona que se encuentra en el territorio del Estado requerido hacia el 
Estado requirente, con el objeto de facilitar el enjuiciamiento penal de la persona 
reclamada, o bien, la ejecución de una sentencia previamente impuesta al extraditado por 
parte de las autoridades judiciales del Estado requirente”. 
 
2.4.3 Naturaleza Jurídica de la Extradición 
La extradición nació como un acto político entre soberanos y evolucionó hasta convertirse en una 
institución jurídica.  
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Actualmente, la mayor parte de los sistemas que siguen los estados en el procedimiento de 
extradición tienen todavía rezagos de ese origen, que se centran en un elemento político 
fundamental, el de concebir a la extradición como un acto de soberanía. 
“El elemento político de la extradición es, sin duda, un elemento indiscutible, presente 
siempre que se trata de un asunto de esta naturaleza; sin embargo, el avance en la 
interpretación del derecho y el auge que ha tomado el derecho internacional humanitario, 
además de los aspectos ya señalados, han motivado que, ahora más que nunca, la 
extradición sea una institución de derecho público, un acto jurídico en cuanto a que se 
encuentra estrictamente reglamentada no sólo por el ordenamiento constitucional de cada 
Estado, sino también por los diversos convenios internacionales celebrados entre 
aquellos”.  (Fiore, 2008, pág. 397)  
De lo expuesto, puede concluirse que la extradición, considerada como un acto jurídico, se 
relaciona estrechamente con tres grandes campos del Derecho: el internacional, el penal y el 
procesal; pero en la actualidad, la extradición interesa a ámbito del derecho constitucional, pues 
tiene que ver con la forma en que los Tratados Internacionales son asimilados al Derecho Interno; 
cómo los procedimientos de adopción o adaptación de esos tratados se convierten en 
procedimientos de producción del derecho dentro del sistema estatal. En este orden de ideas, 
puede destacarse que desde el punto de vista del Derecho Internacional, la figura de la extradición, 
se erige como un acto por virtud del cual se relacionan dos Estados a través de sus órganos 
competentes, generándose así derechos y obligaciones para aquellos. 
Esto significa que, cuando se dé cumplimiento a las condiciones previstas en los ordenamientos 
respectivos (leyes, tratados, convenciones, entre otros), la extradición constituirá un derecho para 
el Estado requirente y una obligación para el Estado requerido. 
Desde el punto de vista jurídico-procesal, la extradición se percibe como un acto de auxilio 
judicial de índole internacional, esto es, un trámite que va encaminado a facilitar la labor judicial 
del juez del territorio o de la nacionalidad del delincuente. Ahora bien, desde el punto de vista 
penal, la institución de la extradición, “es una consecuencia del ius puniendi propio o ajeno, o una 
prórroga de la ley penal con carácter extraterritorial”. (Cobos Gómez De Linares & Cuerda Riezu, 
2006) 
En Derecho Penal tiene entre sus propósitos la definición de los delitos y la fijación de las 
sanciones y, por ello, en el momento de actualizarse determinada conducta que encuadre en el 
tipo penal, el derecho penal procura que aquella sea debidamente sancionada, no importando que 
ésta se haya cometido fuera del territorio en el que rige dicha normatividad penal. Por último, 
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para el Derecho Constitucional la extradición es una figura que tiene que ver con muchas de las 
normas y principios que en la Constitución se establecen. 
Pero otros puntos de vista, quizá mucho más técnicos, señalan la naturaleza eminentemente 
normativa de la extradición. 
Esta percepción lleva a tener como fuentes de extradición los tratados, las leyes y, aún donde se 
reconoce como fuerza de derecho positivo, la Costumbre y la Reciprocidad, trasladándose la 
discusión al terreno de si la extradición es Derecho Penal, Derecho Procesal Penal, parte del 
Derecho Internacional Público o bien una rama del derecho totalmente autónoma e independiente, 
el llamado Derecho Extradicional.  
De todo el debate respecto a este tema es necesario tener claro que esta institución es en efecto de 
carácter normativo. 
Su existencia es posible gracia al derecho positivo vigente y su regulación se encuentra en los 
convenios y tratados internacionales, tanto como en la constitución y leyes internas de cada nación 
moderna. 
Optar por concebir la naturaleza de la extradición como (acto de asistencia jurídica internacional 
o bien como instituto eminentemente normativo), (Cobos Gómez De Linares & Cuerda Riezu, 
2006); tiene sus consecuencias importantes en el terreno de la práctica. 
Así, quienes dan prioridad a la concepción de la extradición como instrumento de recíproco 
auxilio internacional, tenderían a concederla aún en los casos en que se violenten ciertas 
disposiciones legales y constitucionales del Estado requerido, tales como la calificación delictiva 
del hecho, el juzgamiento en ausencia o la entrega para que el perseguido sea juzgado por un 
tribunal de excepción. 
Por el contrario, una concepción que dé prioridad al carácter normativo de la extradición, reparará 
en todos y cada uno de los preceptos que la reglan, tales como tratados, convenciones, leyes, etc. 
y optará por conceder o denegar la extradición en apego estricto a esas disposiciones de derecho 
positivo, sin flexibilizar, ni mucho menos violentar, normas fundamentales y derechos humanos 





Los requisitos para conceder la extradición nacen  del ordenamiento jurídico interno de cada país, 
del orden público, de los tratados internacionales y de los principios del Derecho Internacional. 
Estos son: 
1. Relaciones entre los Estados.- para que surta efecto la extradición debe existir previamente un 
convenio o tratado internacional, de no existir se regirán por el Principio de Reciprocidad. 
En la actualidad la reciprocidad es considerada un principio universalmente aceptado del derecho 
internacional de indispensable aplicación en las relaciones internacionales, en virtud del cual, en 
ausencia de norma aplicable a una materia, o como complemento a una norma existente, un Estado 
adopta una determinada conducta en respuesta simétrica a la adoptada por otro Estado. (M. 
Morcillo /A. Plantey) 
2. Calidad del Hecho.- en la mayor parte de los tratados de extradición se requiere que el Estado 
que la pide demuestre la existencia de causa para enjuiciar o castigar al requerido; que el delito 
imputado se haya tipificado como tal tanto en la legislación penal del Estado requerido como en 
la del requirente. 
Código Sánchez de Bustamante: “Artículo 353. Es necesario que el hecho que motive la 
extradición tenga carácter de delito en la legislación del Estado requirente y en la del requerido.”  
 
Se establece la extradición con respecto a personas procesadas o condenadas por las autoridades 
de un Estado y que se encuentren en el territorio de otra. 
3. Calidad del Delincuente.- se refiere a la no extradición de los connacionales, considerándolo 
como un acto de soberanía estatal, el Estado requirente debe tener jurisdicción para conocer y 
fallar el delito. Esto tiene el sustento legal en el Artículo 79 de nuestra Constitución que dice: “En 
ningún caso se concederá la extradición de una ecuatoriana o ecuatoriano. Su juzgamiento se 
sujetará a las leyes del Ecuador”. (CRE, 2008) 
4. Punibilidad.- se requiere que la condena o proceso en el otro Estado sea de cierta gravedad; una 




No se extraditará hacia los estados que tengan pena de muerte y en caso de que ese mismo delito 
por el que se requiere a un individuo ya haya sido juzgado en el Estado requerido. 
Nuestra Constitución determina: Art. 80.-“Las acciones y penas por delitos de genocidio, lesa 
humanidad, crímenes de guerra, desaparición forzosa de persona o crímenes e agresión a un 
Estado serán imprescriptibles…” (CRE, 2008) 
 
2.4.5 Clasificación 
La doctrina establece varias clases de extradición, entre las principales tenemos: 
 
2.4.5.1 Extradición Activa 
La extradición activa se define desde la perspectiva  del Estado que demanda o requiere al 
delincuente.  
Se dice que “la extradición es activa cuando un Estado requiere la entrega de un delincuente a 
otro Estado donde reside”. (Sánchez, 2003, pág. 1 y sgtes) 
Se ha señalado, con acierto, que el carácter de la extradición activa es administrativo y político; 
se trata de la demanda por voluntad política de un Estado para que se entregue a un prófugo con 
el propósito de no dejar impune un delito. Esa demanda supone un procedimiento y una serie de 
requisitos administrativos con los que debe cumplirse para que la extradición se haga efectiva. 
 
2.4.5.2 Extradición Pasiva 
La extradición pasiva, por el contrario, se define desde la perspectiva del Estado al que se 
demanda o al que se requiere la entrega del delincuente “Pasiva es aquella en que el Estado 
requerido que lo tiene en su poder lo entrega para su juzgamiento o el cumplimiento de una 
condena” (Almagro Nocete, 2008) 
El carácter de la extradición pasiva, es eminentemente jurídico y jurisdiccional. Se trata de 
establecer, para el caso concreto, si de conformidad con las normas vigentes procede a acceder a 
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la demanda recibida. Los problemas que suscita la extradición, por ser de carácter jurídico y 
jurisdiccional, se refieren a esta forma pasiva. 
 
2.4.5.3 Extradición Voluntaria 
En esta modalidad de extradición se presenta en el caso de que el requerido, por si, renunciando 
a todas las formalidades legalmente previstas, consiente voluntariamente su entrega. “La 
extradición es voluntaria cuando el individuo reclamado se entrega, a petición suya, sin 
formalidades”. (Barriga Bedoya, 1999, pág. 14)  
 
2.4.5.4 Extradición en Tránsito 
Los componentes de esta modalidad de extradición son: 
a) Necesidad de transitar con el extraditado por territorio de un tercer estado, distinto al que 
demandó su entrega y distinto al Estado que lo entregó; 
b) Eliminación de formalidades, bastando para que la extradición en tránsito se concrete, la 
exhibición del original o copia auténtica del acuerdo que otorgó la extradición. 
(Jiménez, 1964), sintetiza este concepto así: 
“Existe extradición en tránsito cuando los individuos, cuya extradición ha sido concedida 
por el Estado requerido al país demandante, son conducidos en detención por el territorio 
de un tercer Estado o son llevados en buques o aeronaves bajo pabellón de este país” 
Por esta razón se puede considerar a esta modalidad de extradición como un mero acto 
administrativo y coincide con ello la forma en que el Código Sánchez de Bustamante, la define:  
Art.375.- “El tránsito de la persona extraditada y de sus custodios por el territorio de un tercer 
Estado contratante, se permitirá mediante la exhibición del ejemplar original o de una copia 




2.4.5.5 La Reextradición 
La hipótesis de la reextradición se formula en el siguiente caso: 
a) se ha concedido la extradición por parte del estado original de refugio a favor de un primer 
Estado reclamante. 
b) Luego sobreviene una nueva solicitud, por un hecho delictivo sucedido anteriormente, por parte 
de un tercer Estado, sea al Estado original de refugio, sea  al segundo si ya se concretó la primera 
extradición. 
(Jiménez, 1964), resume este supuesto en los siguientes términos: 
“Puede acontecer que el individuo cuya extradición se obtiene del Estado de refugio, sea 
reclamado al Estado en el que se le persigue judicialmente, por una tercera potencia, a 
causa de un delito anterior a aquel por el que ha sido entregado”. 
La doctrina coincide en señalar que, la autorización de la reextradición, debe ser otorgada por el 
país que originalmente sirvió de refugio al perseguido y concedió su primera extradición. 
Si después de verificada la entrega de un reo a un Estado, sobreviene respecto del mismo 
individuo un nuevo pedido de extradición de parte de otro estado, corresponderá acceder o no al 
nuevo pedido a la misma nación que verificó la primera entrega, siempre que el reclamado no 
hubiere sido puesto en libertad. 
 
2.5 Principios de la Extradición 
2.5.1 Principio de la doble punibilidad 
Este principio consiste en la exigencia de que el hecho por el cual se concede la extradición, esté 
previsto como delito en la legislación del país requirente tanto como en la del requerido. Es 
importante apuntar que tal identidad debe existir al momento en que ocurrió el hecho por el que 
se pide la extradición. Asimismo, no es estrictamente necesario que ese hecho tenga o reciba el 
mismo nombre o calificación por parte de ambas legislaciones, es decir, no es necesario que el 
hecho tenga el mismo nomen iuris en una y otra legislación. (Jiménez, 1964, pág. 943) 
El artículo 353 del Código de Bustamante, a este respecto, expresa: 
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"Es necesario que el hecho que motive la extradición tenga carácter de delito en la legislación del 
Estado requirente y en la del requerido". ( Código Sánchez de Bustamante, 1932) 
 
2.5.2 Principio de especialidad 
En los siguientes términos define Jiménez de Asúa la especialidad;  
"... el Estado que recibe al sujeto no puede extender el enjuiciamiento ni la condena a 
hechos distintos de los que específicamente motivaron la extradición, ni someterle a la 
ejecución de una condena distinta". (Jiménez, 1964, pág. 936) 
De este principio se pueden derivar las siguientes conclusiones: 
i) El sujeto extraído sólo puede ser juzgado o penado por el delito autorizado al concederse la 
extradición. 
ii) Para poder ampliarse el alcance de ese enjuiciamiento a hechos nuevos o diferentes se requiere 
de una nueva autorización del Estado requerido. 
iii) No basta la sola voluntad del extraído para ser sometido a acusaciones o penas nuevas. 
iv) Debe existir un plazo mínimo, que la legislación establece en dos o tres meses, para que el 
requerido liberado de una primera demanda, pueda ser perseguido por un hecho nuevo. 
El artículo 377 del Código de Bustamante reza: 
"La persona entregada no podrá ser detenida en prisión ni juzgada por el Estado 
contratante a quien se entregue, por un delito distinto del que hubiere motivado y 
cometido con anterioridad a la misma, salvo que consienta en ello el Estado requerido, o 
que permanezca el extraditado libre en el primero, tres meses después de juzgado y 
absuelto por el delito que originó la extradición o de cumplida la pena de privación de 




2.5.3 Principio de la nacionalidad del reo 
Por medio de este principio se prohíbe la extradición de nacionales de un estado (requerido), para 
ser entregado a otro Estado para su juzgamiento o condena. 
Al respecto la Constitución de la República del Ecuador, en su Artículo 79 dice: “En ningún caso 
se concederá la extradición de una ecuatoriana o ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las 
leyes del Ecuador”. (CRE, 2008) 
Nuestra Constitución en su artículo 6 nos da otro fundamento para que el Estado garantice y 
proteja a sus connacionales la libertad, al determinar que “…la nacionalidad es el vínculo jurídico 
político de las personas con el Estado…” (CRE, 2008) 
En el ámbito internacional se ha visto la necesidad de suscribir Convenios o Tratados 
Internacionales para regular y flexibilizar las políticas sobre extradición y poder consolidar esta 
institución y no dejar impunes ciertos delitos que son sujetos a extradición; o a su vez, de lo 
contrario a la aplicación de un proceso penal justo que los sancione y se encuentren tipificados 
tanto en el ordenamiento interno de cada país o en los Convenios internacionales suscritos. 
En defensa de la política de negar la extradición de los nacionales del Estado requerido, se 
argumenta la reserva y preocupación por sistemas jurídicos extranjeros que llevan a considerar 
que los connacionales se encuentran en desventaja al tratar con tribunales extranjeros. Razones 
para ello pueden ser una posible falta de objetividad del Estado requirente al juzgarle, 
desconocimiento del idioma, costumbres y proceso jurídico locales, o por cualesquiera otras 
consideraciones como pueden ser posibles prejuicios raciales o legales que pueden darse en 
jurisdicciones extranjeras. (Labardini) 
 
2.5.4 Debido proceso legal 
Debe entenderse como una extensión del principio de la legalidad penal (nullum crimen, nulla 
poena sine previa lege), del cual se postula el principio de legalidad en materia extradicional (nulla 
tradicio sine lege). (Jiménez, 1964, pág. 933) 
Esto significa que para que la extradición pueda proceder, el hecho por el cual se persigue al 
presunto delincuente, debe estar calificado como delito y previsto como tal en el tratado o ley 
correspondiente. (Gallino Yanzi, 1977, pág. 688)  
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 Fue criterio muy utilizado el de hacer listados o enunciaciones expresas, sobre todo en los 
convenios o tratados internacionales, de los delitos por los cuales se consideraba necesario 
solicitar y conceder la extradición. 
Nuestra Constitución, en el Capítulo Octavo, de los Derechos de Protección,  regula el debido 
proceso en los artículos 75 al 82. (CRE, 2008) 
“Art.75.-…Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia…; en ningún caso quedará 
en indefensión…”.  (CRE, 2008) 
“Art.76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones…se asegurará el 
derecho al debido proceso…”  (CRE, 2008) 
“Art.77.- En todo proceso penal en que se haya privado de la libertad a una persona, se observarán 
las siguientes garantías básicas:…”.  (CRE, 2008) 
Del espíritu de éstas disposiciones podemos distinguir claramente el carácter  garantista y   pro 
homine, puntales básicos para una eficaz aplicación del debido proceso. 
(Ferrajoli, pág. 193), manifiesta:  
“Garantismo y derecho penal mínimo son, en efecto, sinónimos que designan un modelo 
teórico y normativo de derecho penal capaz de minimizar la violencia de la punitiva tanto 
en la previsión legal de los delitos como en la comprobación judicial sometiéndola a 
estrictos límites impuestos para tutelar los derechos de la persona”. 
En cuanto al principio pro homine, (Henderson, 2005) dice: “la interpretación debe hacerse en 
favor del individuo, o en otras palabras, debe hacerse aquella que mejor proteja al individuo o a 
la víctima de una violación a sus derechos humanos”.   
 
2.5.5 Principio del non bis in ídem 
Este principio excluye la extradición por causa de la extinción de la acción penal o de la pena, 
que un supuesto para esa denegatoria es el de que el delincuente haya sido o esté siendo juzgado 
por el mismo hecho que se le persigue en el Estado requerido. Este es un principio de naturaleza 
formal o procesal. 
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(Cabanellas, 2010), define non bis in ídem como un aforismo latino que significa no dos veces 
sobre lo mismo. 
 Para (Márquez Piñero), con la citada expresión se quiere indicar que una persona no puede ser 
juzgada dos veces por los mismos hechos que se consideran delictuosos, a fin de evitar que quede 
pendiente una amenaza permanente sobre el que ha sido sometido a un proceso penal anterior.  
 De León (Villalba) califica el “non bis in ídem”, o también llamado “ne bis in ídem”, como un 
criterio de interpretación o solución a constante conflicto entre la idea de seguridad jurídica y la 
búsqueda de justicia material, que tiene su expresión en un criterio de la lógica, de que lo ya 
cumplido no debe volverse a cumplir. Esta finalidad, continúa diciendo el referido autor, se 
traduce en un impedimento procesal que negaba la posibilidad de interponer una nueva acción, y 
la apertura de un segundo proceso con un mismo objeto.  
 En otras palabras, el non  bis in ídem, garantiza a toda persona que no sea juzgado nuevamente 
por el mismo delito o infracción, a pesar de que en el juicio primigenio fue absuelto o condenado 
por los hechos que se pretenden analizar por segunda ocasión.   
El artículo 358 del Código Sánchez de Bustamante: 
"No será concedida la extradición si la persona reclamada ha sido ya juzgada y puesta en libertad, 
ha cumplido la pena, o está pendiente de juicio, en el territorio del Estado requerido, por el mismo 
delito que motiva la solicitud". ( Código Sánchez de Bustamante, 1932) 
Constitución de la República del Ecuador: (CRE, 2008) 
“Art.76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: 
i) Nadie podrá ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por 
la jurisdicción indígena deberán ser considerados para este efecto.” 
Tratados Internacionales: 
Art. 14 numeral 7 del Pacto Internacional de Derechos Humanos. 
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 Art. 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. (Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, 1969) 
Al respecto (Zaffaroni) claramente ha expuesto, que “toda pretensión de agravar la pena de un 
delito posterior en razón de un delito anterior ya juzgado, importa una violación del principio de 
que no se puede juzgar a nadie dos veces por el mismo hecho (non bis in ídem).” 
 
2.5.6 Principio de la Subsistencia de la Pretensión Punitiva 
Establece que al momento de solicitarse la extradición, debe estar en curso el proceso penal o, en 
su defecto, ya existir una condena para el implicado. 
 No procede cuando una persona se halle amparada por alguna de las causas para la extinción de 
la acción penal o de la pena, incluyéndose casos de indulto o amnistía. 
Al respecto el Código Sánchez de Bustamante, dice: 
“Artículo 358. No será concedida la extradición si la persona reclamada ha sido ya juzgada y 
puesta en libertad, o ha cumplido la pena, o está pendiente de juicio, en el territorio del Estado 
requerido, por el mismo delito que motiva la solicitud.” ( Código Sánchez de Bustamante, 1932) 
“Artículo 359. Tampoco debe accederse a ella si han prescrito el delito o la pena conforme a las 
leyes del Estado requirente o del requerido.” ( Código Sánchez de Bustamante, 1932) 
 
2.5.7 Principio de la Entidad Mínima del Delito 
Consagra que no se concederá la extradición por delitos menores o contravenciones. 
( Código Sánchez de Bustamante, 1932),  “Artículo 354. Asimismo se exigirá que la pena 
asignada a los hechos imputados, según su calificación provisional o definitiva por el juez 
o tribunal competente del Estado que solicita la extradición, no sea menor de un año de 
privación de libertad y que esté autorizada o acordada la prisión o detención preventiva 




Art. 2.- Se podrá conceder la extradición, con los límites señalados en la Constitución de 
la República del Ecuador, por aquellos delitos para los que las leyes ecuatorianas y las 
del Estado requirente señalen una pena o medida de seguridad cuya duración no sea 
inferior a un año de privación de libertad en su grado máximo o a una pena más grave; o 
cuando la reclamación tuviere por objeto el cumplimiento de condena a una pena o 
medida de seguridad no inferior a un año de privación de libertad por delitos también 
tipificados en la legislación ecuatoriana; sin embargo, la concesión de extradición podrá 
incluir otros delitos referidos en la solicitud aun cuando tengan una penalidad inferior. 
((Ley de Extradición, 2000) 
 
2.5.8 Principio del Carácter Común del Delito 
No se concederá la extradición por delitos políticos y militares. En relación a los delitos 
políticos se considera que “la naturaleza jurídica del delito político es meramente formal 
y no material, su antijuridicidad depende de la estructura política de una nación…” 
(Perdomo Bonnells, 1989) 
Los delitos militares deben enmarcarse exclusivamente en esta área de lo contrario caerían en 
delitos comunes como en el caso de afectar la integridad de los seres humanos. Un ejemplo 
específico es la deserción, insulto a una autoridad jerárquica superior. 
 
2.6 Extradición en el Ecuador 
2.6.1 Ley de Extradición en el Ecuador 
El 23 de Febrero de 1937, se crea el Servicio de Seguridad Nacional, adscrito al Ministerio de 
Gobierno e integrado por las oficinas de Seguridad Pública, Identificación y Dactiloscopia; y, de 
Inmigración y Extranjería; con el objeto de que el Gobierno del Ecuador pueda conservar estricta 
neutralidad en los asuntos de política interna y externa que se susciten en otro estado, adoptar las 
medidas conducentes para impedir que los extranjeros que residan en el país, participen en 
actividades políticas o bélicas que inicien o fomenten  guerras civiles o conflictos internacionales. 
En vista de la necesidad del Estado ecuatoriano, en Quito el 12 de Abril de 1938, en el gobierno 
del General Enríquez Gallo el Ecuador comienza a incorporar procesos de extradición 
principalmente aquellos relacionados con irregularidades en el manejo del sistema financiero y 
malos manejos de fondos del Estado. 
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El proceso en ese entonces era adecuar esta ley con los preceptos del Código de Procedimiento 
Penal que hace perfectamente aplicable la extradición teniendo como base la prisión preventiva. 
La extradición ha sido tomada en cuenta en la mayoría de Constituciones del Ecuador, por ser una 
institución jurídica de nuestro Estado. 
Así, en la Constitución Política de nuestro país de 1946 en el numeral 5 del Artículo 138 se 
determina: en ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano. 
La Constitución actual en el Art.79 dice: “en ningún caso se concederá la extradición de una 
ecuatoriana o ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las leyes del Ecuador”. (CRE, 2008) 
Según el Art.79 de nuestra Constitución, si un ecuatoriano hubiere delinquido en territorio de otro 
Estado pero hubiere regresado al país no puede atenderse favorable a la petición de extradición 
que haga ese Estado extranjero, sino que debe ser juzgado en el Ecuador según sus propias leyes, 
es decir aplicando el Código Orgánico Integral Penal. 
En los casos que merezcan prisión preventiva o sentencia condenatoria, se tramitará la sentencia 
condenatoria del prófugo de acuerdo a las normas establecidas en la Ley de Extradición. 
El tema de la extradición también se trata en la Ley de Extranjería. 
En nuestro país, el 18 de Agosto del 2000, en el Registro oficial No.144 se publicó la Ley de 
Extradición, en la que se manifiesta que  la extradición se concederá preferentemente atendiendo 
al principio de reciprocidad aún con la posibilidad de que el Gobierno del Ecuador exija una 
garantía de reciprocidad al Estado requirente, en la que no se contemplan muchos aspectos de 
procedimiento. 
La eficacia de la extradición en el Ecuador se realiza mediante la cooperación internacional de 
los estados, se aspira proteger los intereses de las naciones y los seres humanos. 
En los primeros fallos de extradición la Corte Suprema, (actualmente Corte Nacional de Justicia) 
aplicó el principio de reciprocidad, el mismo que se refiere a que los países deben colocarse 
respecto de sus derechos y obligaciones recíprocas, actuales y futuras, en una misma e idéntica 
situación dando o pidiendo el uno lo mismo que el otro, fundamentando además que puede pedir 
o conceder con arreglo a leyes propias del Estado. 
En fin la extradición es muy antigua y su vigencia se afianza con el constitucionalismo y la 
soberanía del país. 
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La garantía o garantías en materia de extradición son mejorar las pautas comunes de cooperación 
policial y judicial, expresada en el intercambio fluido de informaciones sobre prácticas delictivas 
y personas vinculadas a las mismas y en la configuración de instituciones procesales idóneas al 
efecto de la extradición. 
En caso de urgencia podrá solicitarse arresto preventivo, antes de la formalización del  pedido de 
extradición, en base del tratado o la legislación interna del Estado requerido. 
En cuanto al arresto preventivo con fines de extradición, deberá ser formalizado por el Estado 
requirente, por vía diplomática, acompañada de la decisión de la autoridad judicial competente y 
el respectivo mandato o solicitud de arresto el mismo que debe constar en el tratado, es importante 
señalar que el arresto preventivo puede ser solicitado por la INTERPOL, con base a la misma 
documentación, En este caso  el Estado requirente deberá remitir en el plazo legal, por vía 
diplomática o por medio de autoridad central, el pedido de extradición. 
El trámite del pedido de arresto preventivo, vía INTERPOL, contribuye a garantizar y agilizar los 
procedimientos y en esa forma, dificultar la fuga de una persona buscada y al mal manejo de las 
garantías tratadas en los convenios entre estados. 
 
2.6.2 Evolución de la Ley 
En una etapa anterior a 1999, las principales directrices de regulación de los flujos migratorios 
vienen dadas por la Ley de Migración y la Ley de Extranjería de 1971. 
Ambos instrumentos corresponden a un contexto que predominaba en gran parte de la región: el 
de aplicar la llamada Doctrina de Seguridad Nacional. Estas leyes rigen el ámbito migratorio sin 
mayores cambios hasta finales de la década de los noventa. 
En 1998 se estipula en la nueva Constitución el derecho al voto para los ecuatorianos en el 
exterior; derecho que en el 2002 entra en vigencia a través de una modificación de la Ley de 
Elecciones, aprobada por el Congreso Nacional. 
Esta Constitución reconoce además el derecho a la doble nacionalidad. 
A partir de 1998, se incrementa considerablemente el número  de proyectos de ley presentados en 
el Congreso Nacional, en relación con varios ámbitos de la realidad migratoria. Sin embargo, 
aquellos que tienen acogida en el legislativo y que efectivamente se implementan, en su mayoría 
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se refieren a la migración irregular, particularmente al tráfico internacional de personas, actividad 
ilegal tipificada como delito desde el 2001 en nuestro Código Penal, hoy Código Orgánico 
Integral Penal. 
Más adelante, en el 2006, se introduce una nueva reforma al Código Penal (actualmente C.O.I.P.) 
a través de la Ley de trata y tráfico de personas y otros delitos relacionados vigentes hasta la 
actualidad. 
En dicha legislación se endurecen las penas contra tales delitos y se determina con mayor 
especificidad los distintos modos de involucrarse en esta actividad ilícita. (Plan Nacional para 
combatir la trata de personas, aprobado y puesto en vigencia por la Presidencia de la República). 
En nuestra historia han existido casos en que por falta de diligencia en sus gestiones diplomáticas 
y sobretodo la inconsistencia o desconocimiento de la institución de la extradición; no se ha 
podido alcanzar la extradición de quienes han estado inmersos en este tipo de delitos y algunos 
otros casos, por ejemplo: 
 En 1969, en el gobierno de Velasco Ibarra, el Ecuador solicitó la extradición de 
los secuestradores del avión de TAME que se refugiaron en Cuba. Dicha 
extradición fracasó ya que el Ecuador en su solicitud expuso el espíritu 
americanista a sabiendas que Cuba fue expulsada de la Organización de Estados 
Americanos, en 1961. 
 La solicitud de extradición en 1987 del exfuncionario del Banco Central, Manuel 
Fornell, significó un procedimiento sumamente tortuoso. 
 Solicitud de extradición de los hermanos William y Roberto Isaías lleva más de 
14 años sin resultados positivos. 
 La extradición de Jamil Mahuad expresidente del Ecuador. 
 La extradición de Pedro Delgado, primo del presidente Rafael Correa Delgado; 
entre otros. 
Con estos pocos ejemplos es de esperar que nuestra Cancillería tome mayor atención y cuidado 
en las solicitudes de extradición que nuestro país hace y que no ocurra lo que en la historia 
diplomática del Ecuador se ha dado, esto es, ineficacia en el manejo de este procedimiento. 
La extradición se encuentra incorporada en la legislación interna del Ecuador y se la reconoce 
como instrumento jurídico principal de cooperación entre los Estados para el control del crimen 
organizado transnacional e interno. Sin embargo ha variado en el transcurso de la historia, 
acomodándose en algunos casos a la evolución de la sociedad y a los intereses políticos del país. 
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La extradición a pesar de la evolución de fondo y de forma que ha experimentado en el ámbito 
internacional, se encontraba regulada en nuestro país en un contexto legal inapropiado como el 
de extranjería en contra de las corrientes legislativas sobre la materia imperantes en el mundo. 
El antecedente inmediato del pedido de extradición en nuestro país es la existencia de un auto en 
firme de prisión o de una sentencia ejecutoriada condenatoria. 
En el año 2000, aparece la Ley de extradición, en donde se considera que “el Gobierno podrá 
exigir una garantía de reciprocidad al Estado requirente”. 
En esta ley se incluyen además algunas condiciones para conceder la extradición observando 
siempre los límites establecidos en la Constitución de la República del Ecuador, por ejemplo en 
aquellos delitos para los que las leyes ecuatorianas y las del Estado requirente señalen una pena 
o medida de seguridad cuya duración no sea inferior a un año de privación de libertad o a una 
pena más grave; o cuando la reclamación tuviere como objeto el cumplimiento de una condena a 
una pena o medida de seguridad no inferior a un año de privación de la libertad por delitos también 
tipificados en la legislación ecuatoriana; sin embargo, la concesión de extradición podrá incluir 
otros delitos referidos en la solicitud aun cuando tengan una penalidad inferior. 
La solicitud de extradición condiciona a las sentencias dictadas por rebeldía del reclamado, en 
este caso quien  haya sido condenado a pena que, con arreglo a la legislación ecuatoriana, no 
puede ser impuesta a quien no haya estado presente en la etapa de juicio. 
Se concederá la extradición una vez que la representación diplomática en el Ecuador del país 
requirente, en el plazo que se le señale y, ofrezca garantías suficientes de que el reclamado será 
sometido a un nuevo juicio en el que deberá estar presente con el cumplimiento de las garantías 
del debido proceso. 
Juan Larrea Holguín, nos dice “que se puede establecer algunos principios básicos que 
estructuran el sistema nacional del Derecho Internacional Privado ecuatoriano; tales como 
el principio de igualdad, el de la reciprocidad, la territorialidad de las leyes, el de la 
personalidad de las normas que afectan al estado y capacidad de las persona, el de respeto 
a los derechos adquiridos y el del orden público, que en materia procesal penal 
internacional son de gran utilidad”. 
El principio de Reciprocidad consiste en “la igualdad de derechos reconocidas por 
nuestras leyes a favor de los extranjeros, se produce en virtud de una acto soberano del 
Estado, incondicional e independiente de cuál sea la conducta de los otros Estados frente 
a los ecuatorianos”. (Larrea Holguín, 2004) 
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El Estado requerido es el Estado en cuyo territorio se encuentra la persona sometida a proceso o 
condena por un delito cometido en otro Estado, el mismo que brinda su colaboración como parte 
del deber internacional por su compromiso de hacer frente al delito pero bajo ciertos parámetros. 
No juzga a la persona, no se pronuncia ni investiga su culpabilidad, de hacerlo afectaría la 
soberanía del otro país. La función del Juez se limita a la verificación formal de los fundamentos 
en que se basa el pedido, salvo que encontrara violaciones a los derechos fundamentales en lo que 
sí está llamado a actuar y plantear la denegatoria, pues de hacerlo estaría convalidando la 
afectación de los derechos de quien se encuentra momentáneamente bajo su responsabilidad. 
Verifica además los criterios de causa razonable, es decir la evidencia mínima de participación 
del extraditable. 
El Estado requirente o solicitante, es el Estado perjudicado con la acción delictiva y cuyo probable 
responsable ha huido o se encuentra fuera de su jurisdicción. Estos sujetos del derecho 
extradicional deben aplicar la reciprocidad jurídica internacional con el fin de evitar la impunidad. 
En el nuevo Código Orgánico Integral Penal que entró en vigencia el 10 de Agosto de 2014, 
se toman en cuenta algunas disposiciones del ámbito penal para regular y ser aplicadas en las 
relaciones internacionales. Las disposiciones legales referentes a la extradición contenida tanto 
en el Código Penal como en el Procedimiento Penal anteriores quedaron derogadas. 
 Todo lo referente a la extradición se basa en la ley de la materia, esto es: la Ley de Extradición 
ecuatoriana del 2000. 
Sin embargo quisiera hacer referencia a algunas disposiciones que deberán ser observadas y 
aplicadas para las relaciones internacionales. Entre estas tenemos:  
Dentro de las motivaciones para expedir este nuevo Código Orgánico Integral Penal, tenemos al 
numeral 5, que reza así: 
“5. Adecuación de la normativa nacional a los compromisos internacionales. 
Se tipifican nuevas conductas penalmente relevantes adaptadas a las normas internacionales. Se 
introducen nuevos capítulos como por ejemplo, el que se refiere a los delitos contra la humanidad 
y las graves violaciones a los derechos humanos. En otros casos, cuando en instrumentos 
internacionales suscritos por el Ecuador se establecen tipos penales abiertos y poco precisos, se 
han diseñado los tipos penales considerando las garantías constitucionales, la efectividad del 
combate del delito y la precisión en elementos de tipicidad. 
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Por primera vez se tipifican infracciones como la omisión de denuncia de tortura, la desaparición 
forzada y la violencia sexual en conflicto armado. 
Desde esta perspectiva, se honran compromisos internacionales y además se cumple con el 
postulado que, en materia de derechos humanos, la Constitución y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos tienen vigencia en el sistema jurídico infraconstitucional”. 
En cuanto a la Jurisdicción, el Artículo 398 dice: “La jurisdicción consiste en la potestad pública 
de juzgar y ejecutar lo juzgado. 
Únicamente las y los juzgadores, determinados en la Constitución, el Código Orgánico de la 
Función Judicial y en este Código, ejercen jurisdicción en materia penal para el juzgamiento de 
las infracciones penales cometidas en el territorio nacional y en territorio extranjero en los casos 
que establecen los instrumentos internacionales suscritos y ratificados por el Estado. 
“Artículo 400.- Ámbito de la potestad jurisdiccional.- Están sujetos a la jurisdicción penal del 
Ecuador:  
1. Las y los ecuatorianos o las y los extranjeros que cometen una infracción en el territorio 
nacional. 
2. La o el Jefe de Estado y las o los representantes diplomáticos del Ecuador, su familia y la 
comitiva, que cometen una infracción en territorio extranjero y las o los cónsules ecuatorianos 
que, en igual caso, lo hacen en ejercicio de sus funciones consulares. 
3. Las y los ecuatorianos o las o los extranjeros que cometen una infracción a bordo de naves 
aéreas o marítimas de bandera ecuatoriana registradas en el Ecuador, ya sea en el espacio aéreo 
nacional o mar territorial ecuatoriano o en el espacio aéreo o mar territorial de otro Estado. 
4. Las y los ecuatorianos o las o los extranjeros que cometen infracciones contra el derecho 
internacional o los derechos previstos en convenios o tratados internacionales vigentes, siempre 
que no hayan sido juzgados en otro Estado….” 
Artículo 401.- Jurisdicción universal.- Los delitos contra la humanidad pueden ser investigados y 
juzgados en la República del Ecuador, siempre que no hayan sido juzgados en otro Estado o por 
cortes penales internacionales, de conformidad con lo establecido en este Código y en los tratados 
internacionales suscritos y ratificados. 
En cuanto a la Competencia esta se determina de acuerdo a las reglas de competencia. 
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Artículo 404.- Reglas de la competencia.- Para determinar la competencia de la o el juzgador, se 
observarán las siguientes reglas: 
…6. Cuando la infracción se comete en territorio extranjero, la persona procesada será juzgada 
por la o el juzgador de la circunscripción territorial en la que es aprehendida o detenida o por la o 
el juzgador de la capital de la República del Ecuador”. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
PRIMERA: Los procesos penales, actuaciones y procedimientos de investigación que estén 
tramitándose cuando entre en vigencia este Código, seguirán sustanciándose de acuerdo con el 
procedimiento penal anterior hasta su conclusión, sin perjuicio del acatamiento de las normas del 
debido proceso, previstas en la Constitución de la República, siempre que la conducta  punible 
esté sancionada en el presente Código. 
TERCERA: Los procesos, actuaciones y procedimientos en materia de ejecución de penas 
privativas de libertad que estén tramitándose cuando entre en vigencia este Código, seguirán 
sustanciándose conforme al Código de Ejecución de Penas y demás normas vigentes al tiempo de 
su inicio y hasta su conclusión. 
 
2.6.3 Clases de Asilo.- Evolución Histórica 
La institución del asilo tiene una larga trayectoria histórica. Surgió en la antigüedad como un asilo 
de carácter territorial, aquel que generalmente se otorgaba en el territorio físico del Estado 
asilante. Posteriormente en el Medioevo por la influencia religiosa, el asilo tuvo una peculiaridad 
especial, amparaba a los delincuentes comunes. Al principio en ambos casos, estaba destinado a 
favorecer a los delincuentes comunes y no a los políticos, puesto que se consideraban los más 
graves, ante los cuales no reconocían obstáculo las iras del gobernante. A partir de los siglos XIII 
y XIV, con la decadencia del asilo eclesiástico se produjo una inversión: desapareciendo el asilo 
para los delincuentes comunes y en su lugar, subsistió el asilo para los delincuentes políticos. En 
la antigüedad, la Edad Media y más adelante, los templos eran los lugares de asilo, pero en la 
época moderna, solamente se considera como asilo el territorio del Estado extranjero. 
En general, el término asilo se refiere a la práctica de protección y amparo hacia personas por 
diferentes motivos y situaciones. Bien sea territorial o el diplomático, el asilo, condiciona una 
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disminución o restricción a la soberanía del Estado, en tanto que la extradición es más bien una 
prolongación de esa soberanía más allá de sus propios límites o fronteras. 
Es importante conocer a que se refiere el derecho de asilo, al respecto diremos que es una figura 
jurídica de carácter internacional por la cual una persona perseguida por razones políticas o 
ideológicas consigue protección para su vida e integridad, seguridad y libertad, poniéndose bajo 
la jurisdicción de otro Estado 
El Artículo 14 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948, reconoce este 
derecho básico:  
1.- En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en 
cualquier país. 
2.- Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por 
delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 
El Ecuador reconoce dos clases de asilo: el diplomático y el territorial. 
Se trata en ambos casos de medios para socorrer al perseguido y brindarle protección humanitaria 
necesaria para librarlo de sus perseguidores. La naturaleza del asilo tiene capital importancia ya 
que de ella depende si se trata de un derecho que puede ser ejercido por toda persona o es una 
gracia otorgada por un determinado Estado al solicitante. 
 
2.6.3.1 Asilo Diplomático 
Cuando el asilo político se concede a personas que se encuentran en lugares que por las 
convenciones diplomáticas se consideran una extensión del territorio nacional, tales como la sede 
de embajadas o consulados, la residencia del embajador o los buques de guerra anclados en 
puertos extranjeros, se lo denomina asilo diplomático. Se fundamenta en el principio de 
extraterritorialidad de las sedes diplomáticas y se basa en razones humanitarias. 
Es la protección que otorga un Estado en favor de personas perseguidas por razones políticas o 
delitos políticos cometidos en otro Estado, no permitiendo su extradición. La persona perseguida 
debe encontrarse en un peligro cierto de perder su vida o libertad, y no disponer de otra manera 
de estar seguramente a salvo de la persecución que sufre. Tal protección se entiende además, 
como la obligación si fuese necesario, de garantizar al asilado la salida al extranjero. 
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El asilo puede ser acordado y hacerse efectivo en las embajadas, legaciones y aún en buques de 
guerra. La calificación de delincuente político o común corresponde al Estado otorgante del asilo; 
la persona que se acoge al beneficio del asilo debe abstenerse de manifestar o desarrollar cualquier 
actividad política, mientras dure el asilo o hasta que el estado local preste las garantías necesarias 
para que el asilado pueda cruzar sus fronteras. Esta institución es sólo reconocida como tal en el 
ámbito regional de los países iberoamericanos; en el orden internacional restante se concede tal 
asilo, pero sólo por razones humanitarias. 
 
2.6.3.2 Asilo Territorial 
La (Convención de Caracas - Venezuela, 1954), sobre asilo territorial, suscrita en 28 de Marzo de 
1954, establece que "todo Estado tiene derecho en ejercicio de su soberanía, a admitir dentro de 
su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el ejercicio de este derecho ningún 
Estado pueda ejercer reclamo alguno",  
De modo congruente con la disposición arriba citada en el Tratado de Caracas, este también 
prescribe que  
"El respeto que según el Derecho Internacional se debe a la jurisdicción de cada Estado 
sobre los habitantes de su territorio, se debe igualmente, sin ninguna restricción, a la que 
tiene sobre: las personas que ingresan con procedencia de un Estado en donde sean 
perseguidos por sus creencias, opiniones o filiación política, o por actos que puedan ser 
considerados como delitos políticos". (Convención de Caracas - Venezuela, 1954) 
 Podemos darnos cuenta que estas dos disposiciones normativas son complementarias para regular 
la facultad discrecional que tiene un Estado dentro de jurisdicción territorial, y en ejercicio de su 
soberanía, para conceder asilo a los perseguidos por motivos políticos que ingresen dentro de sus 
fronteras territoriales.  En resumen podremos decir que el asilo territorial es la institución por la 
cual el perseguido por razones políticas busca protección en el territorio de otro Estado. 
 
2.6.4 Efectos de la Ley de Extradición 
Los efectos consisten en los derechos y obligaciones que adquiere el estado requirente, una vez 
que se le ha concedido la extradición solicitada. 
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El Estado solicitante adquiere el derecho de exigir la entrega del individuo cuya extradición se ha 
otorgado y, como consecuencia de ello, nace a su vez la principal obligación de juzgar y condenar, 
en su caso al inculpado, conforme a un proceso legítimo establecido en los tratados o bien de 
acuerdo a su legislación interna. 
El Estado requirente sólo puede juzgar al individuo entregado por los delitos por los que se 
concedió la extradición; es el llamado principio de especialidad, que nuestra jurisprudencia aplica 
en diferentes tratados. 
Es importante señalar que este principio tiene sus excepciones: 
1. El delito que es cometido con posterioridad a la concesión de la extradición; autoriza al 
Estado requerido para ampliar los delitos por los cuales se puede juzgar al extraditado. 
2. Permanencia del imputado entregado en territorio del Estado requirente, después de haber 
sido liberado. 
3. Si el reo cuya extradición se solicita ha delinquido con anterioridad en el país requerido 
por lo que está siendo procesado, o está cumpliendo una condena, puede diferirse su 
entrega hasta que se termine el proceso o cumpla la pena impuesta. 
El Estado requirente podrá en cualquier momento, solicitar informaciones sobre el trámite del 
proceso de extradición en el Estado requerido. A su vez, el Estado requerido podrá solicitar 
informaciones complementarias al Estado requirente, fijando un plazo para su recepción, bajo 
observación de ser archivado. 
Del estudio y análisis de esta Institución, se puede sintetizar de manera puntual los efectos en los 
siguientes: 
 Sobre la administración de justicia, evitando la impunidad de quienes deben ser 
juzgados por los delitos cometidos en apego al ordenamiento jurídico de los 
Estados entre los cuales existe un Convenio o Tratado de extradición vigente. 
Debemos recordar que existen delitos que jamás prescriben: los de lesa 
humanidad, como el terrorismo y genocidio. De igual manera el narcotráfico debe 
perseguirse y juzgarse por ser un atentado contra la humanidad  y no dejarlo 
impune. 
 En el campo del Derecho Internacional Público, en vista de que debe existir y 
perseguirse la cooperación internacional de todos los países para combatir la 
delincuencia, que en muchos casos migra para tratar de evadir la justicia. 
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 En el campo de los Derechos Humanos, por contener disposiciones que 
garantizan las garantías de las personas sujetas a este proceso, vigilando que se 
cumpla con el debido proceso, garantizando la integridad física de los sujetos, en 
fin siendo garantes de la transparencia y objetividad que debe tener este proceso. 
 
2.6.5 Procedimiento de la Extradición 
2.6.5.1 Condiciones de la Extradición 
Análisis de algunos artículos de la ley de Extradición 
Art.4.- En ningún caso se concederá la extradición de un ecuatoriano, su juzgamiento se sujetará 
a las leyes del Ecuador…”. (Ley de Extradición, 2000) 
La calidad de ecuatoriano será apreciada por el Juez o Tribunal competente para conocer la 
extradición en el momento de la decisión sobre la misma, con arreglo a los preceptos 
correspondientes al ordenamiento jurídico ecuatoriano y siempre que no hubiera sido adquirida 
con el propósito de hacer imposible la extradición, en cuyo caso, el Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia o la Sala de lo Penal competente, según corresponda, solicitará al Presidente 
de la República la cancelación de la Carta de Naturalización en la misma sentencia del juicio de 
extradición. 
 La Corte Nacional de Justicia que es la máxima organización judicial en nuestro país en virtud 
del nuevo Código Orgánico de la Función Judicial del año 2009.  
En lo referente a este artículo algunos sujetos que posean la doble nacionalidad, invoquen la 
calidad de ecuatoriano con el fin de evadir a la justicia internacional, es acertada la cancelación 
de la Carta de Naturalización por cuanto un Estado ha confiado en un sujeto que no sea una carga 
social ni judicial para ese país y este sujeto ha fallado a su confianza. 
El tener calidad de ciudadano ecuatoriano tendrá prioridad por el juez o a su vez por el tribunal 
que avoque conocimiento del caso de extradición. 
El Artículo 5 manifiesta los casos en que no se concederá la extradición: 
1) La de extranjeros por delitos cuyo juzgamiento corresponda conocer a los jueces o tribunales 
ecuatorianos, según la ley interna. Cuando proceda denegar la extradición por motivo del inciso 
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anterior, si el Estado en que se hayan ejecutado los hechos así lo pidiere, el Gobierno ecuatoriano 
dará cuenta del hecho que motivó la demanda al  Fiscal General del Estado a fin de que proceda 
judicialmente contra el reclamado. Si así procediere, se solicitará al Estado requirente para que 
remita las actuaciones practicadas con el objeto de continuar el juzgamiento en el Ecuador. 
En el caso de que el delito se hubiera cometido fuera del territorio del país requirente, la 
extradición podrá ser denegada si la legislación ecuatoriana no autoriza la persecución de un delito 
del mismo género cometido fuera del Ecuador. 
Este artículo trata además que la devolución debe hacerse en forma obligatoria, sin prejuzgar el 
delito cometido, si existe un tratado que así lo determine; o facultativa si ese tratado no existe. 
2) Cuando se trate de delitos de carácter político. No serán considerados como delitos políticos 
los actos de terrorismo; los crímenes contra la humanidad previstos por el Convenio para la 
Prevención y Penalización del crimen del genocidio, adoptado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, ni el atentado contra la vida de un Jefe de Estado o de algún miembro de su 
familia. Tampoco serán considerados como delitos políticos comunes aun cuando hayan sido 
cometidos con móviles políticos. 
No procede como delitos políticos, ni algunos privados, como el adulterio, las calumnias o injurias 
o delitos de carácter local. 
3) Cuando se trate de delitos militares tipificados por la Ley Penal Militar ecuatoriana y sin 
perjuicio de lo establecido al respecto en los Tratados Internacionales suscritos y ratificados por 
el Ecuador;  de los cometidos a través de los medios de comunicación social en el ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión y de los delitos de acción privada. 
La concepción del delito como acción típica, antijurídica y culpable es aceptada por la legislación 
ecuatoriana. Ésta la admite como una acción u omisión tipificada y penada por la ley. 
4) Cuando la persona reclamada tiene que ser juzgada por un Tribunal de excepción. 
Existen casos de extradición en los cuales tiene que intervenir el Tribunal de excepción el mismo 
que se constituye para juzgar un caso y se disuelve tras hacerlo. 
De acuerdo a los Convenios y Tratados Internacionales suscritos por nuestro país, los ecuatorianos 
tenemos derecho a ser juzgados solamente por el juez correspondiente o competente y no por 
tribunales de excepción o por comisiones especiales que se creen para el efecto. 
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La Constitución de la República del Ecuador en el Art.167 establece “La potestad de administrar 
justicia emana del pueblo y se ejerce por los órganos de la Función Judicial y por los demás 
órganos y funciones establecidos en la Constitución”. (CRE, 2008) 
5) Cuando se hubiere verificado la prescripción de la acción o de la pena, según la Ley ecuatoriana 
o la del Estado requirente. 
Los delitos imprescriptibles que menciona el Código Orgánico Integral Penal en los artículos 79 
y 80 son el de genocidio y etnocidio, esto es la destrucción total o parcial de un grupo racial, 
étnico o religioso y, la destrucción total o parcial de la identidad cultural de los pueblos en 
aislamiento voluntario; tendrán una sanción  de veintiséis a treinta años y de dieciséis a diecinueve 
de privación de libertad respectivamente. 
6) Cuando la persona reclamada estuviere bajo proceso o haya sido juzgada, condenada o absuelta 
en el Ecuador por los mismos hechos en que se fundamente la solicitud de extradición. Podrá, no 
obstante, acceder a la extradición cuando se hubiere dictado auto inhibitorio que ponga fin al 
proceso penal por los referidos hechos y no haya tenido lugar por sobreseimiento firme o cualquier 
otra resolución que deba producir el efecto de cosa juzgada. 
La solicitud de extradición debe expresamente señalar el auto, el mismo que es el decreto judicial 
dado en la causa criminal el mismo que pone fin al proceso penal. Se aplica de esta manera el 
principio del non bis in ídem, que nadie debe ser juzgado dos veces por la misma causa. 
7) Cuando el Estado requirente no diera la garantía de que la persona reclamada por extradición 
no será ejecutada o que no será sometida a penas que atenten a su integridad corporal o a tratos 
inhumanos o degradantes. 
La persona requerida deberá gozar de garantías en las cuales no se degrade o atenten contra su 
vida sea física, moral o sicológicamente exponiéndola a tratos inhumanos. 
8) Cuando el Estado requirente no hubiera dado las garantías exigidas en el Art.3 de esta ley. 
Este artículo señala que la solicitud de extradición debe basarse en sentencia dictada, la misma 
que no puede ser impuesta a quien no haya estado presente en la etapa del juicio, la extradición 
se condicionará a la representación diplomática del país requirente, en el plazo que se le señale, 
ofreciendo las garantías de que el reclamado será sometido a nuevo juicio en el que deberá estar 
presente con el cumplimiento de las demás garantías del debido proceso. 
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9) Cuando a la persona reclamada le hubiere sido reconocida la condición de asilado, siempre y 
cuando no sea perseguido por otro delito que amerite la extradición. El no reconocimiento de la 
condición de asilado, cualquiera que sea su causa, no impedirá la denegación de la extradición 
por cualquiera de las causas previstas en esta ley. 
Igualmente no se concederá la extradición si el extraditable posee status de refugiado o asilado 
político en el Estado requerido, pudiendo ser anulada su condición si se demuestra que el 
extraditable la obtuvo con informaciones falsas. 
En el caso de la Extradición Pasiva, la resolución firme del Presidente de la Corte Nacional de 
Justicia o de la Sala competente de lo Penal declarando improcedente la extradición, será 
definitiva y vinculante para el gobierno quien no podrá concederla; la resolución del Juez o 
Tribunal declarando procedente la extradición no será vinculante para el Jefe de Estado 
ecuatoriano, quien directamente o a través del Ministerio del Interior, por delegación de aquel, 
podrá denegarla en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al principio de reciprocidad 
o razones de seguridad, orden público u otros intereses esenciales para el Ecuador. 
Negada la extradición de una persona no se admitirá nueva solicitud por el mismo delito que fue 
materia de la primera solicitud. Contra la decisión del Jefe de Estado no hay recurso alguno. 
El Artículo 6 de la Ley de Extradición se refiere a la denegación de la extradición y se aplica en 
los siguientes casos: 
1) Si se tuviere razones fundadas para creer que la solicitud de extradición, motivada por un delito 
de naturaleza común, se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por 
consideraciones de raza, religión, nacionalidad, opinión política u orientación sexual, o que la 
situación de dicha persona corra el riesgo de verse agravada por tales condiciones. 
2) Cuando la persona reclamada sea menor de dieciocho años en el momento de la demanda de 
extradición y teniendo residencia habitual en el Ecuador, se considere que la extradición puede 
impedir su reinserción social, sin perjuicio de adoptar, de acuerdo con las autoridades del Estado 
requirente, las medidas más apropiadas. (Ley de Extradición, 2000) 
La norma manifiesta que la nacionalidad de la persona reclamada no podrá ser invocada para 
denegar la extradición, salvo disposición constitucional en contrario. 
La inadmisibilidad de la extradición, por motivo de nacionalidad, no significará la impunidad de 
la persona reclamada, la cual será procesada en el Estado requerido una vez que todos los 
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documentos pertinentes, incluyendo los medios probatorios, sean remitidos, por la vía diplomática 
o por el mecanismo de asistencia jurídica internacional en base al (Protocolo San Luís del 
Mercosur, 2009) de ser el caso al Estado requerido, a fin de que este inicie el procedimiento penal 
ante su propia justicia en razón del delito cometido por el extraditable en el territorio, según el 
tratado o la legislación interna. 
Igualmente no se concederá la extradición si el extraditable posee status de refugiado o asilado 
político en el Estado requerido, pudiendo ser anulada su condición si se demuestra que el 
extraditable la obtuvo con informaciones falsas. 
 
2.6.5.2 Procedimiento de la Extradición Activa 
Se encuentra regulada en el Título II de nuestra Ley desde los artículos 22 al 31. La norma 
manifiesta que el procedimiento de la extradición activa en el Ecuador se regirá por ésta Ley, 
excepto en lo que fuere aplicable y estuviere expresamente previsto en los Tratados de los que el 
Ecuador sea parte, otorgando primacía a los Tratados Internacionales. (Art.22) (Ley de 
Extradición, 2000) 
Es necesario acotar, que si bien existe una colaboración internacional muy activa para la detención 
de los delitos, continúa existiendo la regla de que un Estado está obligado a conceder la 
extradición de un delincuente extranjero, solamente si existe tratado internacional con el Estado 
que requiere la extradición. Cuando no hay tratado, el Estado requerido está facultado para 
acordar la extradición pero no está obligado a concederla. 
El procedimiento se resume así: 
Primero. 
El Juez deberá remitir copia del auto respectivo y demás documentos que demuestren el ilícito al 
Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 
El inciso primero del Artículo 23 de la Ley de Extradición, señala que: “Para que el juez de la 
causa eleve los antecedentes al Presidente de la Corte Nacional de Justicia, o para que éste, en los 
casos de fuero de Corte Nacional, inicie el procedimiento de extradición, será necesario que se 
haya dictado previamente o recaído sentencia ejecutoriada contra el procesado cuya extradición 
se pretende…” (Ley de Extradición, 2000) 
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La sentencia ejecutoriada es la que ha pasado en autoridad de cosa juzgada. 
El segundo inciso de este artículo menciona que “sólo para efectos indicativos deberá 
mencionarse el país y el lugar en que el prófugo se encuentre, pero no se afectará el pedido de 
extradición si el prófugo cambia su estadía a otra ciudad o país, lo cual deberá ser establecido 
dentro del procedimiento que debe cumplirse, de conformidad con los artículos siguientes”. (Ley 
de Extradición, 2000) 
Segundo. 
“Art.24.- El Presidente de la Corte Nacional de Justicia determinará si es o no procedente la 
extradición, de conformidad con los Tratados celebrados por nuestro país y el Estado en que el 
prófugo se encuentre o en su defecto con arreglo a los principios del Derecho Internacional.”  
El principio que aplica el presidente de la Corte Nacional de Justicia es el de especialidad, el 
mismo que explica que el extraditado no será detenido, procesado o condenado por otros delitos 
cometidos previamente y que no estén contemplados en el pedido de extradición. 
Para que el extraditado pueda ser procesado y/o juzgado por otros delitos cometidos antes de su 
extradición, el Estado requirente deberá solicitar al Estado requerido la ampliación o extensión 
de la extradición. 
“En caso de ser afirmativo, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia se dirigirá al Ministro 
de Relaciones Exteriores acompañando una copia del auto de prisión preventiva o sentencia 
ejecutoriada y pidiendo se practiquen las gestiones diplomáticas que sean necesarias para obtener 
la extradición del prófugo”. (Ley de Extradición, 2000. Art.25).  
Una vez aceptada la procedencia, se remite al Ministerio de Relaciones Exteriores, acompañando: 
1. Copia del auto de prisión preventiva dictado en contra del prófugo; o copia de la sentencia 
condenatoria ejecutoriada. 
2. Petición expresa de la práctica de las gestiones diplomáticas pertinentes. 
3. Los antecedentes, esto es, el juicio penal que motivó la orden de prisión preventiva o de la 
sentencia condenatoria ejecutoriada. 
4. Lo dispuesto en el Ärt.7 de la Ley de Extradición: 
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Art.7. La solicitud de extradición se formulará por vía diplomática, o en caso de falta de 
representante diplomático del estado requirente en el Ecuador, de Gobierno a Gobierno, debiendo 
acompañarse:  
 a) Copia certificada de la sentencia condenatoria o del auto de prisión preventiva o resolución 
análoga según la legislación del país requirente, con expresión sumaria de los hechos, lugar, fecha, 
naturaleza y circunstancias en que fueron realizados. 
b) Cuantos datos sean conocidos sobre la identidad, nacionalidad y residencia del sujeto 
reclamado y, de ser posible, su fotografía y huellas dactilares. 
c) Copia de los textos legales con expresión del delito, la pena y la prescripción aplicables al caso. 
d) Si el delito estuviere castigado con alguna de las penas a que se refiere el numeral 7 del artículo 
5 de esta Ley, el Estado requirente dará seguridades suficientes, a juicio del Gobierno ecuatoriano, 
de que tales penas no serán ejecutadas. 
Los referidos documentos, originales o en copia certificada, se acompañarán de una traducción 
oficial al español cuando sus textos estuvieren en otro idioma. Cuando el trámite se realice vía 
diplomática no será necesaria la autenticación de los documentos presentados. 
Art. 5.- No se concederá la extradición en los casos siguientes: 
“ 7) Cuando el estado requirente no diera la garantía de que la persona reclamada de extradición 
no será ejecutada o que no será sometida a penas que atenten a su integridad corporal o a tratos 
inhumanos o degradantes”. (Ley de Extradición, 2000) 
 
La detención provisional debe estar ceñida estrictamente a la ley y así evitar alguna acción para 
deslegitimarla, como ejemplo el Habeas Corpus. 
Tercero 
 “El Ministro de Relaciones Exteriores, después de legalizar los documentos acompañados, hará 
practicar las gestiones necesarias para dar cumplimiento a la resolución  del Presidente de la Corte 
Nacional De Justicia. Si se obtiene la extradición del prófugo, solicitará al Ministerio de Gobierno 
que lo haga conducir del país en que se encuentre hasta ponerlo a disposición del Presidente de la 





En este proceso se pueden presentar dos situaciones; que el país requerido acepte o a su vez niegue 
la solicitud. En estos casos se deberá observar lo dispuesto en los artículos 27, 28 y 29 de la Ley 
de Extradición: 
Art. 27.- En el caso a que se refiere el artículo precedente, el Presidente de la Corte Nacional de 
Justicia ordenará que el extraditado sea puesto a disposición del Juez de la causa a quien devolverá 
el proceso respectivo, o procederá directamente, según sea el caso, a fin de que el juicio siga su 
tramitación o de que el reo cumpla su condena si hubiere sentencia ejecutoriada.  
Art.28.- “Si el Presidente de la Corte Nacional de Justicia declara no ser procedente la extradición 
o si esta no es concedida por las autoridades del Estado en que el prófugo se encuentra,  se 
devolverá el proceso al Juez de la causa para que proceda como lo determina la ley respecto de 
los ausentes.” 
Art.29.- “Si el proceso comprende a un individuo que se encuentra en el extranjero y a otros 
individuos presentes, se observarán las disposiciones anteriores en cuanto al primero y sin 
perjuicio de su cumplimiento seguirá la causa sin interrupción en contra de los presentes, el 
proceso en tal caso también se elevará con copia al Presidente de la Corte Nacional de Justicia.” 
No se debe olvidar que los jueces y tribunales se hallan obligados a solicitar la extradición del 
prófugo que se encuentre en territorio de otro Estado, contra quien se haya dictado sentencia. 
Los requisitos y condiciones están dictados en los convenios de traslado de personas privadas de 
su libertad, los cuales obedecen básicamente a lo siguiente: 
- Que el hecho delictivo tenga carácter de tal en ambos países, esto es en el que requiere y en el 
requerido 
- Que haya sentencia en firme; 
- Que se trate de una infracción para la cual se asigne una pena mayor de un año de privación de 
libertad; 
- Que el tiempo de condena por cumplir sea de por lo menos seis meses; - Que toda obligación 
pecuniaria esté satisfecha; y, 
- Que exista la aceptación tanto del Estado de condena como del Estado de cumplimiento. 
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Estos requisitos de fondo en materia de extradición están relacionados con: 
-  La calidad del hecho 
- La calidad del delincuente 
- Su procedibilidad; y, 
- La punibilidad del hecho incriminado. 
De ser positiva, se coordinará con las autoridades locales e internacionales para concretar el 
traslado. 
El tiempo de entrega varía de acuerdo a factores externos, se deberá contar con la participación 
de los diferentes actores en este proceso como autoridades centrales, instituciones nacionales y 
misiones diplomáticas nacionales e internacionales. 
En la extradición activa no hay, en el fondo, más que una solicitud que genera una mera 
expectativa de derecho, sin que el Estado requirente posea capacidad decisoria y, menos 
jurisdiccional. 
Se ha señalado con acierto, que el carácter de la extradición activa es administrativo y político; se 
trata de la demanda por voluntad política de un Estado para que se entregue a un fugitivo con el 
propósito de no dejar impune un delito. 
 
2.6.5.3 Procedimiento de la Extradición Pasiva 
La extradición pasiva es el acto mediante el cual el Estado en cuyo territorio se ha refugiado una 
persona, lo entrega al estado donde delinquió para su juzgamiento o cumplimiento de la pena en 
su caso. Tiene carácter Jurídico y Administrativo, por lo tanto el derecho de concederla o negarla 
en última instancia corresponde al Presidente de la República, se considera como un acto de su 
propia soberanía. 
La extradición pasiva entraña cierta obligatoriedad derivada de tratados, leyes internas, costumbre 





Se presenta por escrito, vía diplomática o de gobierno a gobierno, una vez que se ha cumplido 
con los requisitos establecidos en el Tratado. Esta petición debe hacerse conocer al detenido con 
la respectiva documentación. 
a) Copia o transcripción auténtica de la sentencia o de la orden de prisión preventiva. 
b) Indicación exacta de los actos que determinaron la solicitud de extradición y del lugar y la 
fecha en fueron ejecutados. 
c) Los documentos que ayuden a determinar claramente la identidad de la persona reclamada en 
extradición. 
Los documentos deben ser expedidos de acuerdo al ordenamiento legal del país requirente y 
traducidos al castellano si es del caso. 
En la petición se deberá además, imputar la calidad de autor, cómplice o encubridor; 
Debe constar como delito tanto en el Estado requirente como en el Estado requerido;  
Referirse a delitos comunes y no políticos; y, 
No debe haber prescrito tanto la acción como la pena. 
Segundo. 
“Art. 9.- Cuando la solicitud se hubiera formulado por vía diplomática, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores examinará si se han acompañado a la misma, los documentos que 
establezca el respectivo tratado o, en su falta, los del artículo 7 de esta ley. Si el Ministro estimare 
que falta alguno de los requisitos de forma, devolverá la solicitud para que sean presentados, sin 
perjuicio de que el Ministerio de Relaciones Exteriores pueda considerar dicha solicitud 
incompleta como simple pedido de detención preventiva a cuyo efecto comunicará y enviará los 
antecedentes al Ministerio del Interior. El Ministro del Interior, atendidas las circunstancias de la 
solicitud y cuando el reclamado no estuviera ya detenido, previamente, podrá disponer que la 
Policía proceda a la detención de la persona reclamada y, en el plazo dispuesto en el artículo 
anterior, la ponga a disposición del Presidente de la Corte Nacional de Justicia, remitiendo a esta 
autoridad los antecedentes y la demanda de extradición. Puesto a disposición judicial el reclamado 
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y a la vista de la información recibida, el antes indicando Juez podrá ordenar la prisión preventiva 
del detenido.” (Ley de Extradición, 2000) 
Tercero. 
“Art. 10.- La autoridad gubernamental, remitirá el expediente al Presidente de la Corte Nacional 
de Justicia y si el reclamado no estuviere en prisión, el Ministro del Interior ordenará a la Policía 
para que se practique el arresto, y en el plazo de las veinticuatro horas siguientes pondrá al 
detenido, con los documentos, efectos o dinero que le hubieren sido aprehendidos, a disposición 
de la misma autoridad judicial.” (Ley de Extradición, 2000) 
Cuarto. 
Aquí tiene lugar una serie de actuaciones legales y de procedimiento del Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia. 
Ordenará la comparecencia del reclamado, acompañado de su abogado defensor y de un intérprete 
si es necesario. Si no los ha designado, el Presidente de la Corte lo hará nombrando un defensor 
de oficio. Siempre deberá contarse con el Fiscal General de la Nación. 
El detenido podrá aceptar la extradición o negar todas las imputaciones contra él. En este último 
caso el Juez resolverá dentro de veinticuatro horas de la comparecencia. Contra el auto dictado 
sólo procede apelar ante la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia que resolverá en siete 
días improrrogables. 
Cualquier incidente, demora o requerimiento no deberá pasar de los treinta días. 
Quinto. 
“Art. 12.- Dentro de los quince días siguientes al de la ejecutoria del auto de procesamiento, el 
Presidente de la Corte Nacional de Justicia señalará día y hora para la audiencia oral que tendrá 
lugar con intervención del  Fiscal General del Estado, del reclamado de extradición asistido del 
abogado defensor y, si fuera necesario, del intérprete. En la audiencia podrá intervenir, y a tal 
efecto será notificado, el representante del Estado requirente cuando así lo hubiere solicitado. Si 
lo quisiere, el reclamado prestará declaración sin juramento durante la audiencia, pero solamente 
se admitirá y practicará la prueba pertinente con las condiciones exigidas por el Tratado aplicable 
o por esta ley.”  (Ley de Extradición, 2000) 
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En el plazo improrrogable de tres días siguientes al de la audiencia, el Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia pronunciará sentencia, concediendo o negando la extradición y, al mismo 
tiempo, sobre la entrega al Estado requirente, de los valores, objetos o dinero que hubiesen sido 
ocupados por el reclamado. 
En caso de sentencia que acepte la pretensión de extradición, se hará constar el tiempo que la 
persona reclamada ha permanecido privada de libertad por razones de la extradición y que la 
entrega quedará condicionada al compromiso de que tal tiempo sea computado al de la condena. 
Con esta sentencia sólo cabe el recurso de apelación, que deberá ser resuelto por la Sala Penal de 
la Corte Nacional de Justicia, a la que corresponda por sorteo el conocimiento de la causa, si antes 
no se hubiera radicado ya la competencia, , en el plazo improrrogable de treinta días contados 
desde que se le remitió el proceso.  
 
El procedimiento de la extradición pasiva se reglamenta además desde los artículos 15 al 21 de la 
Ley de Extradición para hacerlo  más efectivo y oportuno. 
 En nuestro país se puede presentar el caso de que uno o más Estados soliciten la entrega de una 
misma persona, bien por el mismo hecho o por hechos diferentes. El Presidente de la República  
o el Ministro del Interior por delegación de aquel decidirá la entrega del reclamado, teniendo en 
cuenta todas las circunstancias concurrentes y, especialmente, la existencia o no de Tratado, la 
gravedad relativa y lugar de comisión del delito, fechas de las respectivas solicitudes, 
nacionalidad de la persona reclamada y posibilidad de una ulterior extradición a otro Estado. Si 
hubiera duda, la preferencia queda a discreción del Gobierno del Ecuador (Ley de Extradición, 
2000. Art.15) 
Art.16.- Ejecutoriada la sentencia que deniegue la extradición, el Presidente de la Corte Nacional 
de Justicia, sin dilación, ordenará que se notifique con la misma al Ministro del Interior y al 
Ministro de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación diplomática del país 
que formuló la demanda de extradición. Asimismo, el Presidente de la Corte Nacional de Justicia 
ordenará la inmediata libertad de la persona requerida de extradición.  (Ley de Extradición, 2000) 
Art. 17.- Si la sentencia declarare procedente la extradición, el Presidente de la Corte Nacional de 




El Ministro del Interior  por delegación del Presidente de la República, decidirá la entrega de la 
persona reclamada o denegará la extradición de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de 
esta ley. Resuelta la entrega de la persona requerida de extradición, el Ministro del Interior, 
comunicará de tal particular al de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación 
diplomática del país que formuló la demanda de extradición. Dicha resolución será comunicada 
asimismo a la persona requerida de extradición.  
Si el Ministro del Interior  por delegación del Presidente de la República denegare la extradición 
de conformidad con el artículo 14 de esta ley. Dicho funcionario lo comunicará al Presidente de 
la Corte Nacional de Justicia para que disponga la libertad de la persona reclamada, sin perjuicio 
de su deportación del Ecuador, de conformidad con la legislación de extranjería. Igualmente, lo 
comunicará al Ministro de Relaciones Exteriores para su notificación a la representación 
diplomática que formuló la solicitud de extradición.  
Art.18.- La entrega de la persona cuya extradición haya sido resuelta se realizará por agentes de 
la policía ecuatoriana previa notificación del lugar y fecha fijados. Con aquella se entregará a las 
autoridades o agentes del Estado requirente acreditados para tal fin; estos trámites deben ser 
comunicados a la Presidencia de la Corte Nacional de Justicia y si la persona reclamada se 
encontrara sometida a procedimiento o al cumplimiento de una condena por los jueces o tribunales 
ecuatorianos, la entrega podrá aplazarse hasta que deje extinguidas sus responsabilidades en el 
Ecuador o, efectuarse temporal o definitivamente en las condiciones que se fijen de acuerdo con 
el Estado requirente.  (Ley de Extradición, 2000) 
Si la persona reclamada no hubiera sido recibida en la fecha y lugar fijados podrá ser puesta en 
libertad transcurridos quince días  a contar de dicha fecha y necesariamente a los treinta días y 
con este antecedente se podrá denegar la extradición  por el mismo hecho si de nuevo lo solicitara. 
Por eso se hace necesaria la agilización de este proceso de extradición. 
Art.19.- El Gobierno del Ecuador, previa solicitud del Estado requirente, podrá autorizar el 
tránsito por su territorio de personas cuya extradición se tramite en otros estados; tránsito que se 
realizará a cargo del Estado interesado y bajo custodia de sus agentes oficiales.  (Ley de 
Extradición, 2000) 
Art.21 de la Ley de Extradición.- “Los gastos ocasionados por la extradición en territorio nacional 
serán, en régimen de reciprocidad, por cuenta del Gobierno ecuatoriano. Los causados por 
extradición en tránsito serán por cuenta del Estado requirente”  (Ley de Extradición, 2000) 
58 
 
El Gobierno Ecuatoriano en cuanto a la extradición ha buscado una mejor aplicación de la justicia, 
facilitando su administración para no dejar delitos impunes. 
Es importante señalar que la Corte Nacional de Justicia ha sintetizado estos principios 
fundamentales en reiterados fallos: 
 Que se trate de un hecho que revista carácter de delito, tanto en el territorio del país 
requerido como en el del requirente, llamado principio de la doble incriminación. 
 Que el delito por el cual se pide la extradición tenga asignada como pena mínima la de 
un año de privación de la libertad. 
 Que se trate de un delito actualmente perseguible, en términos de existir orden de 
aprehensión pendiente. 
 El delito debe cometerse en el territorio del Estado que solicita la extradición. 
 No debe tratarse de un delito político o conexo. 
 El delito debe ser taxativamente enumerado por la autoridad reclamante, en su figura 
jurídica precisa, a fin de evitar procesamientos por delitos distintos, lo que se conoce en 
doctrina como principio de especificación. 
El Estado requerido recibirá a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, la solicitud de 
extradición formulada por el Estado requirente. 
Efectuado el análisis de admisibilidad de la autoridad o del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
de acuerdo con el tratado, o con base a la legislación interna, el pedido será presentado ante las 
autoridades judiciales competentes para su decisión. 
De ser concedida la extradición el Estado requirente tendrá un plazo previsto en el tratado para el 
traslado de la persona reclamada, de no efectuarse, será puesta en libertad y el Estado requerido 
no estará obligado a detenerla nuevamente en razón del mismo pedido y con base en su legislación 
interna. El plazo se computa desde la fecha de notificación del Estado requirente. 
Si, después de la entrega, el extraditable se fugare del territorio del Estado requirente y regresare 
al territorio del estado que concedió la extradición, será detenido mediante simple requisición 
hecha por vía diplomática y entregada nuevamente sin otra formalidad, observando siempre lo 
acordado en el tratado y la legislación interna. 
Concedida la extradición, la entrega podrá diferirse si el extraditable estuviera sujeto a un proceso 
penal o se hallare cumpliendo una condena por un delito cometido en el territorio del Estado 
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requerido; sin perjuicio de lo anotado, el Estado requerido podrá entregar al extraditable al Estado 
requirente si su legislación interna lo permitiera. 
La denegación de un pedido de extradición y sus fundamentos deberán ser comunicados 
inmediatamente al Estado requirente. 
El Estado requerido será responsable por los gastos ocasionados en su territorio como 
consecuencia del pedido de extradición, hasta el momento de la entrega. 
Los gastos de traslado del extraditable, después de su entrega, correrán por cuenta del Estado 
requirente. 
La encargada de atender las solicitudes de extradición pasiva es la Presidencia de la Corte 
Nacional de Justicia. 
El procedimiento de extradición pasiva es, sin duda alguna con los trámites y las instancias 
propias de todo procedimiento, una forma de otorgar el máximo de garantías tanto al inculpado 
como al estado requirente, es por ello que un juicio de extradición debe reunir las siguientes 
características básicas: 
a. Debe existir una controversia o una contienda en la que se disputa el derecho de conceder o no 
una extradición del individuo inculpado o condenado, con el fin de que en ella ejerza el derecho 
de petición, materializado en la formulación del pedido de entrega, que emana de la acción penal 
que posee el Estado requirente en contra del imputado reclamado; 
b. El juicio debe reunir tres etapas: de investigación, de discusión y la sentencia; 
c. Debe existir un Tribunal ante el cual se suscita la contienda; 
d. Las partes que tiene lugar en la controversia; 
e. Las etapas del juicio en donde se precautelarán los derechos alegados por las partes. 
La Extradición Pasiva era tratada en el antiguo Reglamento a la Ley de Extranjería, que fue 
derogado dicho capítulo a partir del año 2000, en los siguientes artículos: 
Art.3.- El Gobierno del Ecuador podrá conceder la extradición de los extranjeros sujetos a proceso 
o condena por delitos comunes perpetrados en otro Estado, previa solicitud gubernamental 
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fundamentada que invoque el respectivo tratado vigente para los dos países o la reciprocidad 
internacional para la aplicación de las normas legales internas”. 
Art.30.- El Gobierno del Ecuador podrá conceder la extradición de los extranjeros sujetos a 
proceso o condena de otro Estado vigente para los dos países o por la reciprocidad internacional 
para la aplicación de las normas legales internas. 
 
2.7 Normativa Internacional 
El Ecuador forma parte de organismos internacionales suscribiendo varios convenios de 
extradición con el fin de evitar la inmunidad y la impunidad. 
Esta institución se regula mediante los tratados sobre la materia firmados entre estados, entre los 
que se destacan las siguientes características o reglas internacionales, entre otras: 
1) La no extradición de los nacionales, es decir, de las personas nacidas en el territorio al que se 
presenta la reclamación; 
2) La extradición de personas que se encuentran incursas en delitos comunes; 
3) La no extradición en los casos acusados por delitos políticos. 
(La extradición ha sido tomada en cuenta en la mayoría de las Constituciones del Ecuador, por 
ser norma fundamental del Estado). (Echeverría, 2006, págs. 13-16) 
Este mismo autor destaca como en la Constitución Política del Ecuador de 1946, en el numeral 
cinco  del Art.138 De Las Garantías Especiales para los ecuatorianos, se determina que “en ningún 
caso se concederá la extradición de un ecuatoriano”. 
La Constitución actual lo ratifica en su Art.79 que reza así: “En ningún caso se concederá la 
extradición de una ecuatoriana o ecuatoriano. Su juzgamiento se sujetará a las leyes del Ecuador”. 
(CRE, 2008) 
Ley de Extradición de la República del Ecuador. Registro Oficial 152 de 30 de Agosto del 2000: 
Art.2.- “Se podrá conceder la extradición, con los límites señalados en la Constitución de 
la República del Ecuador, por aquellos delitos para los que las leyes ecuatorianas y las 
del Estado requirente señalen una pena o medida de seguridad cuya duración no sea 
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inferior a un año de privación de libertad en su grado máximo o a una pena más grave; o 
cuando la reclamación tuviere por objeto el cumplimiento de condena a una pena o 
medida de seguridad no inferior a un año de privación de libertad por delitos también 
tipificados en la legislación ecuatoriana”. (Ley de Extradición, 2000) 
Sin embargo la concesión de extradición podrá incluir otros delitos referidos en la solicitud aun 
cuando tengan una penalidad inferior. 
En el ámbito internacional, lógicamente se aplican las normas establecidas en los convenios y 
tratados firmados entre los estados, que se guían fundamentalmente por los principios que 
consagra el Código Sánchez de Bustamante, suscrito y firmado por la mayoría de Estados de 
América, entre ellos nuestro país.  
Este Código en su Capítulo IV, Art.345 dice: “Los Estados contratantes no están obligados a 
entregar a sus nacionales. La nación que se niegue a entregar a uno de sus ciudadanos estará 
obligada a juzgarlo”. ( Código Sánchez de Bustamante, 1932) 
En la Ley de extradición se manifiesta que se concederá la extradición  atendiendo al principio de 
reciprocidad y por ende sin tomar en cuenta algunos aspectos de procedimiento. Esto, para no 
contradecir las relaciones internacionales entre los Estados que son materia de las notas 
diplomáticas, en las que como ya se dijo debe primar la “reciprocidad de los países” y, “la no 
intervención de los Estados”, que son materia de áreas específicas de la diplomacia y su 
observancia y vigencia depende mucho del conocimiento claro de los tratados internacionales 
firmados con el Ecuador y otros Estados, de la dinámica diplomática, la eficiencia y la 
experiencia, para evitar la improvisación, el apasionamiento y por ende una mala aplicación de 
esta Institución. 
 
2.7.1 Convenios Multilaterales celebrados en la ONU (Organización de las 
Naciones Unidas) 
2.7.1.1 Convención de la ONU contra el tráfico de estupefacientes y sustancias 
Sicotrópicas, Viena, 1988 
(Convención de la ONU contra el tráfico de estupefacientes y sustancias Sicotrópicas, 1988) 
El propósito de la Convención fue promover la cooperación entre las partes a fin de que puedan 
hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del tráfico ilícito de estupefacientes y 
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sustancias sicotrópicas que tengan una dimensión internacional, y de esta manera proteger bienes 
jurídicos como la salud, el bienestar de la humanidad, la estabilidad, seguridad y soberanía de los 
Estados. 
Los beneficios de esta actividad ilegal producen beneficios económicos invalorables y con ello 
pueden poner en riesgo la estabilidad económica de un país, sus instituciones, la actividad 
comercial y financieras legales. Se ha comprobado que en esta lucha contra el narcotráfico se 
afecta directamente a la economía de estas multinacionales del tráfico ilícito de estupefacientes y 
sustancias sicotrópicas, por ello es necesario el compromiso y la cooperación internacional para 
cumplir los fines de erradicación de esta ilegal actividad, por ello se habla incluso de el cambio 
de políticas para enfrentar este mal, por ende el compromiso de las autoridades de turno de los 
diferentes países suscriptores de esta Convención. 
En el cumplimiento de las obligaciones que hayan contraído en virtud de la presente Convención, 
las partes adoptarán las medidas necesarias tanto en el orden legislativo y administrativo, de 
conformidad con las disposiciones fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídicos 
internos. 
 Cada uno de los delitos a los que se refiere esta Convención se incluirán en los tratados de 
extradición vigente entre las partes. 
Si una Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe de otra Parte, con la 
que no la vincula ningún tratado de extradición, una solicitud de extradición, podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a que se refiere 
en esta Convención. 
La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación de la Parte requerida o 
por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que la Parte requerida 
puede denegar la extradición. 
Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena se deniega basándose 
en que la persona objeto de la solicitud es nacional de la Parte requerida, ésta, si su legislación lo 
permite y de conformidad con los requisitos de dicha legislación, previa solicitud de la parte 
requirente, considerará la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta conforme a la 
legislación de la parte requirente o el resto de la condena que deba purgarlas. 
Las Partes se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca en las investigaciones, procesos 
y actuaciones judiciales respetando siempre el derecho interno de la parte requerida. 
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Para una efectiva asistencia judicial las autoridades designadas por las Partes serán las encargadas 
de transmitir las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra comunicación 
pertinente, en caso de no existir un tratado preexistente, la presente disposición no afectará al 
derecho de cualquiera de las Partes a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean 
enviadas por vía diplomática y, en circunstancias urgentes, cuando las partes convengan en ello, 
por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible. 
La asistencia judicial recíproca solicitada podrá ser denegada, debiendo constar las respectivas 
motivaciones.  
Las partes pueden considerar la posibilidad de concretar acuerdos bilaterales o multilaterales, ya 
sean especiales o generales, sobre el traslado de personas condenadas a prisión u otra forma de 
privación de libertad por los delitos a los que se aplican los presentes artículos a fin de que puedan 
terminar de cumplir sus condenas en su país. 
 
2.7.1.2 Convención internacional para la represión de la financiación del  
terrorismo (2002). 
Aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución A/RES/54/109 de 9 de 
diciembre de 1999 y abierta a la firma el 10 de enero de 2000. 
Entrada en vigor: 10 de abril de 2002 de conformidad con el artículo 26 (1). 
Análisis de algunos artículos: 
Artículo 2.- 
1. Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por el medio que fuere, directa o 
indirectamente, ilícita y deliberadamente, provea o recolecte fondos con la intención de que se 
utilicen, o  a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer: 
a) Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno de los tratados enumerados 
en el anexo y tal como esté definido en ese tratado; por ejemplo: 
- Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que presten servicios 
a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión de actos ilícitos 
contra la seguridad de la aviación civil, firmada en Montreal el 24 de febrero de 1988. 
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- Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas 
emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988. 
- Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, 
aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997. 
b) Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o a 
cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en una situación de 
conflicto armado, cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea intimidar 
a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un acto o a 
abstenerse de hacerlo. 
2. a) Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al presente 
Convenio, un Estado que no sea parte en alguno de los tratados enumerados en el anexo podrá 
declarar que, en la aplicación del presente Convenio a ese Estado Parte, el tratado no se 
considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) del párrafo 1. La declaración 
quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en vigor para el Estado Parte, que notificará 
este hecho al depositario; 
b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de los tratados enumerados en el anexo, podrá 
efectuar una declaración respecto de ese tratado con arreglo a lo previsto en el presente artículo. 
3. Para que un acto constituya un delito enunciado en el párrafo 1, no será necesario que los fondos 
se hayan usado efectivamente para cometer un delito mencionado en los apartados a) o b) del 
párrafo 1. 
4. Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito enunciado en el párrafo 1 del 
presente artículo. 
5. Comete igualmente un delito quien: 
a) Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 o 4 del 
presente artículo; 
b) Organice la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 o 4 del presente artículo o dé 
órdenes a otros de cometerlo; 
65 
 
c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en los párrafos 1 o 4 del 
presente artículo por un grupo de personas que actúe con un propósito común. La contribución 
deberá ser intencionada y hacerse: 
i) Ya sea con el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines delictivos del grupo, cuando 
esa actividad o esos fines impliquen la comisión de un delito enunciado en el párrafo 1 del 
presente artículo; o 
ii) Ya sea con conocimiento de la intención del grupo de cometer un delito enunciado en el párrafo 
1 del presente artículo. 
Artículo 10.-  
1. En los casos en que sea aplicable el artículo 7, el Estado Parte en cuyo territorio se encuentre 
el presunto delincuente, si no procede a su extradición, estará obligado a someter sin demora 
indebida el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, según el 
procedimiento previsto en la legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con independencia 
de que el delito haya sido o no cometido en su territorio. Dichas autoridades tomarán su decisión 
en las mismas condiciones que las aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave de 
acuerdo con el derecho de tal Estado. 
2. Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la extradición de uno de sus 
nacionales o entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto a ese Estado para 
cumplir la condena que le sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento para el cual se pidió 
su extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita la extradición están de acuerdo con esa 
opción y las demás condiciones que consideren apropiadas, dicha extradición o entrega 
condicional será suficiente para cumplir la obligación enunciada en el párrafo 1. 
Artículo 11 
1. Los delitos enunciados en el artículo 2 se considerarán incluidos entre los que dan lugar a 
extradición en todo tratado de extradición concertado entre Estados Partes con anterioridad a la 
entrada en vigor del presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos 
como casos de extradición en todo tratado sobre la materia que concierten posteriormente entre 
sí. 
2. Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado reciba de 
otro Estado Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de extradición, podrá, 
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a su elección, considerar el presente Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición 
con respecto a los delitos previstos en el artículo 2. La extradición estará sujeta a las demás 
condiciones exigidas por la legislación al que se ha hecho la solicitud. 
3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos enunciados en el artículo 2 como casos de extradición entre ellos, con sujeción a las 
condiciones exigidas por la legislación del Estado al que se haga la solicitud. 
4. De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes se considerará que los delitos 
enunciados en el artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que se perpetraron sino también 
en el territorio de los Estados que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los 
párrafos 1 y 2 del artículo 7. 
5. Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre Estados Partes con 
respecto a los delitos enumerados en el artículo 2 se considerarán modificadas entre esos Estados 
Partes en la medida en que sean incompatibles con el presente Convenio. 
Artículo 12 
1. Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en relación con cualquier 
investigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los 
delitos enunciados en el artículo 2, incluso respecto de la obtención de todas las pruebas 
necesarias para el proceso que obren en su poder. 
2. Los Estados Partes no podrán rechazar una petición de asistencia judicial recíproca al amparo 
del secreto bancario. 
3. El Estado Parte requirente no utilizará ni comunicará la información o prueba que reciba del 
Estado Parte requerido para investigaciones, enjuiciamientos o causas distintos de los 
consignados en la petición, sin la previa autorización del Estado Parte requerido. 
4. Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de establecer mecanismos para compartir con 
otros Estados Partes la información o las pruebas necesarias a fin de establecer la responsabilidad 
penal, civil o administrativa en aplicación del artículo 5. 
5. Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud de los párrafos 1 y 
2 de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial recíproca que existan 
entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha 




Considerados también como delitos de lesa humanidad por lo tanto su persecución y juzgamiento 
son imprescriptibles. 
El desarrollo social, económico, tecnológico entre otros avances de nuestras sociedades ha traído 
consigo además el aparecimiento de nuevas formas de delinquir, esta vez sea contra la propiedad 
o la vida de los seres humanos. Por esta razón debemos propender a una organización adecuada 
tanto en el orden interno como externo de los Estados Parte para hacer frente a este mal. Será 
necesario adecuar el ordenamiento jurídico interno de cada país miembro para tipificar y 
sancionar con el máximo rigor de la Ley enmarcados siempre en el respeto de las garantías básicas 
de un debido proceso. Internacionalmente es necesario la cooperación y ayuda de los estados, sea 
a través de asesoramientos, infraestructura tecnológica y la reciprocidad el momento de enfrentar 
procesos legales internacionales como la extradición. 
La lucha contra el terrorismo será difícil si no adecuamos la normativa interna e internacional 
para afrontar este grave problema. Es necesario un sistema jurídico uniforme o al menos flexible 
para sancionar estos delitos y no dejarlos en la impunidad, la decisión política firme de 
colaboración en esta lucha y no dejar que quienes realizan estos actos quieran desviar la figura y 
ser beneficiados de las garantías y derechos que le asisten en sus naciones. 
 
2.7.1.3 Convención de la ONU contra la corrupción 
(Convención de la ONU contra la corrupcíon, 2003) 
Proclamó el 9 de Diciembre de 2003 como el día internacional contra la corrupción. Esta decisión 
se tomó con la finalidad de aumentar la sensibilización respecto de la corrupción, así como del 
papel que puede desempeñar las Naciones Unidas para combatirla y prevenirla. 
La Asamblea instó a todos los Estados y las organizaciones regionales de integración económicas 
competentes a que firmen y ratifiquen lo antes posible la Convención de las Naciones Unidas 
contra la corrupción a fin de lograr su rápida entrada en vigor. 
Artículo 44.- Extradición. 
1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención en 
el caso de que la persona que es objeto de la solicitud de extradición se encuentre en el territorio 
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del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la extradición sea punible 
con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los Estados Parte cuya 
legislación lo permita podrán conceder la extradición de una persona por cualquiera de los delitos 
comprendidos en la presente Convención que no sean punibles con arreglo a su propio derecho 
interno. 
3. Cuando la solicitud de extradición incluya varios delitos, de los cuales al menos uno dé lugar 
a extradición conforme a lo dispuesto en el presente artículo y algunos no den lugar a extradición 
debido al período de privación de libertad que conllevan pero guarden relación con los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido podrá aplicar el 
presente artículo también respecto de esos delitos. 
4. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los 
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados parte. 
Éstos se comprometen a incluir tales delitos como causa de extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre sí. Los Estados Parte cuya legislación lo permita en el caso de que 
la presente Convención sirva de base para la extradición, no considerarán de carácter político 
ninguno de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención. 
5. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud 
de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá 
considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos 
a los que se aplica el presente artículo. 
6. Todo Estado Parte que supedite la extradición a la existencia de un tratado deberá: 
a) En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas 
de que si considerará o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en 
materia de extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y, 
b) Si no considera la presente Convención como la base jurídica a de la cooperación en materia 
de extradición, procurar, cuando proceda, celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte 
en la presente Convención a fin de aplicar el presente artículo. 
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7. Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los 
delitos a los que se aplica el presente artículo como causa de extradición entre ellos. 
8. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 
requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras cosas, las relativas al 
requisito de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte 
requerido puede denegar la extradición. 
9. Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los 
procedimientos de extradición y  simplificar los requisitos probatorios correspondientes con 
respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo. 
10. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado 
Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen 
carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona 
presente en su territorio cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para 
garantizar la comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición. 
11. El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita 
respecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus 
nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter el 
caso sin demora injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. Dichas 
autoridades adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la misma manera 
en que lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con arreglo al derecho interno 
de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en particular en lo que 
respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la eficiencia de dichas 
actuaciones. 
12. Cuando el derecho interno de un Estado Parte sólo le  permita extraditar o entregar de algún 
modo a uno de sus nacionales a condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte para 
cumplir la condena impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se solicitó la 
extradición o la entrega y ese Estado Parte y el Estado Parte que solicita la extradición, acepten 
esa opción así como toda condición que estimen apropiada, tal extradición o entrega condicional 
será suficiente para que  quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 11 del presente 
artículo. 
13. Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el 
hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho interno 
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lo permite y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa solicitud del 
Estado Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente 
de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente. 
14. En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la 
que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica 
el presente artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho 
interno del Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona. 
15. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de 
una obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir 
que la solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona en razón de su 
sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento 
ocasionaría perjuicios a la posición  de esa persona por cualquiera de estas razones. 
 16. Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se 
considere que el delito también entraña cuestiones tributarias. 
17. Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al 
Estado Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de 
proporcionar información pertinente a su alegato. 
18. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para 
llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia. 
Comentario.- Por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la 
estabilidad y seguridad de los Estados y las sociedades al socavar las instituciones y los valores 
de la democracia, la ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de 
la ley la Convención de las Naciones Unidas decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor 
eficacia se vio en la necesidad de fortalecer la cooperación internacional para la recuperación de 
los principios fundamentales del debido proceso en los procesos penales de cada Estado teniendo 






2.7.1.4 Convención de la ONU sobre prevención del delito y justicia penal 
(Convención de la ONU sobre prevención del delito y justicia penal, 2010) 
Suscrito en Brasil del 12 al 19 de Abril de 2010. 
Informe del Secretario General sobre fortalecimiento y coordinación de las actividades de las 
Naciones Unidas orientadas a la promoción del estado de derecho: “Las Naciones Unidas siguen 
reforzando su labor de promoción del estado de derecho en los planos nacional e internacional. 
La atención se centra en cerrar la brecha existente entre los compromisos internacionales y el 
aprovechamiento de sus posibilidades de mejorar las vidas de todos. Esta es una tarea que requiere 
perseverancia. Por lo tanto, debemos constantemente recordar a los Estados Miembros sus 
obligaciones internacionales, promover la ratificación de los tratados internacionales y la 
aplicación de las normas y reglas internacionales, y mantener en este aspecto una acción 
multilateral eficaz basada en el estado de derecho”.  
La delincuencia organizada transnacional es una amenaza importante para la seguridad pública y 
constituye una barrera para el desarrollo social, económico y político de todas las sociedades en 
el mundo. 
La delincuencia organizada se ha influenciado por la globalización, que ha provocado profundos 
cambios en la vida de los pueblos, de las sociedades y de los estados. Como sabemos, las fronteras 
entre los países son más permeables y el tránsito de personas, bienes, servicios y recursos es cada 
vez más ágil. Este proceso, que facilita el comercio y la integración entre las personas, también 
implica cambios en la dinámica de la delincuencia y la violencia, pues las mismas tecnologías 
que permiten mejoras sustanciales en la vida de las personas también son utilizadas por aquellos 
que violan la ley, cometen delitos y desafían la justicia.  
Por lo tanto, crece la importancia de la cooperación internacional y del intercambio de 
experiencias en materia de justicia penal y prevención del delito. 
Buscando respuestas coherentes y eficaces a estos problemas, la Oficina de Naciones Unidas 
contra la Droga y el Delito (UNODC) ha estado trabajando estrechamente con gobiernos, 
organizaciones internacionales y la sociedad civil para fortalecer las estructuras institucionales y 
el imperio de la ley, para un control más efectivo la delincuencia organizada y del narcotráfico. 
El respeto a los derechos humanos requiere la construcción de un sistema de justicia penal justa 
y eficaz, capaz de controlar la delincuencia dentro de los límites planteados por el Estado de 
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Derecho. La UNODC apoya a los gobiernos en el desarrollo de estrategias para la reforma de 
todos los aspectos del sistema de justicia penal, con especial énfasis en ayudar a los grupos 
vulnerables, especialmente mujeres, jóvenes y niños.  
La UNODC también trabaja con proyectos sobre justicia de menores, reforma penal y apoyo a las 
víctimas y a testigos de delitos. 
El 12º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal fue 
patrocinado por el Gobierno de Brasil y tuvo lugar en Salvador de Bahía, del 12 al 19 de abril de 
2010. Los congresos de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito se han venido 
celebrando cada cinco años, desde 1955, en distintas partes del mundo y en torno a una amplia 
variedad de temas. Éstos han tenido una considerable repercusión en la esfera de la prevención 
del delito y la justicia penal a escala internacional y han influido en las políticas y prácticas 
profesionales de los países. Como plataforma mundial, los congresos posibilitan el intercambio 
de información y de mejores prácticas entre los Estados y profesionales que trabajan en este 
sector. Su objetivo global es el de promover políticas de prevención del delito y medidas de 
justicia penal más eficaces en todo el mundo. 
El tema del 12º Congreso fue «Estrategias amplias ante problemas globales: los sistemas de 
prevención del delito y justicia penal y su desarrollo en un mundo en evolución», según decisión 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
El 12º Congreso sobre Prevención del Delito ofreció una oportunidad singular para estimular el 
debate a fondo y propuestas de medidas a lo largo de tres vertientes principales, para lo cual fue 
necesario: 
- Establecer firmemente el sistema de justicia penal como pilar central del sistema del Estado de 
Derecho; 
-  Destacar el papel fundamental del sistema de justicia penal en el desarrollo; 
- Subrayar la necesidad de un enfoque holístico respecto de la reforma del sistema judicial penal 
con objeto de reforzar la capacidad de los sistemas de justicia penal en la lucha contra el delito; 
- Determinar nuevas formas de delincuencia que planteen una amenaza a las sociedades de todo 
el mundo y analizar los medios para prevenirlas y controlarlas. 
Hay ocho temas sustantivos en el programa que abarcan las cuestiones siguientes: 
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> los niños, los jóvenes y la delincuencia; 
> el terrorismo; 
> la prevención del delito; 
> el tráfico de emigrantes ilegales y la trata de personas; 
> el blanqueo de dinero; 
> el delito cibernético; 
> la cooperación internacional en la lucha contra la delincuencia; 
> y,  la violencia contra los emigrantes y sus familiares. 
Con estos antecedentes se hace necesaria una revisión del ordenamiento jurídico de cada país 
miembro para que se ajuste a esta lucha contra el crimen organizado transnacional  para que sea 
efectiva la lucha contra las amenazas En este sentido, la Oficina también ha apoyado la adopción 
de medidas destinadas a la asistencia judicial recíproca, con el fin de facilitar los procedimientos 
de extradición, cooperación policial, asistencia técnica entre países y la capacitación de 
funcionarios del sistema de justicia penal. 
 
2.7.2 Tratados Internacionales de Extradición a través de la OEA (Organización 
de Estados Americanos) 
2.7.2.1 Tratado interamericano contra la corrupción celebrada en la OEA 
Pocos instrumentos del sistema interamericano, si es que alguno, han concitado tanto interés 
inicial entre los Estados americanos y han recibido un apoyo político de sus Gobiernos, el que se 
ha traducido, entre otros muchos aspectos, en las exhortaciones de las Cumbres de Jefes de Estado 
y de Gobierno llamando a los Gobiernos que aún no lo han hecho a que ratifiquen o se adhieran 
a la mencionada Convención. 
La Convención Interamericana contra la Corrupción constituye el primer tratado internacional en 
la historia destinado a combatir la corrupción, habiendo también ejercido una decisiva influencia 
en la posterior adopción de otros instrumentos internacionales.  
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De ese modo, la Convención Interamericana contra la Corrupción es necesario considerarla dentro 
del contexto de los esfuerzos que a nivel internacional se están llevando a cabo en la actualidad 
para promover una mayor cooperación entre los Estados a fin de combatir la corrupción, esfuerzos 
que, a su vez, obedecen no sólo a indudables imperativos éticos, sino también se inscriben dentro 
de los procesos de modernización y reforma del Estado y de consolidación y fortalecimiento de 
la democracia en los que se encuentran empeñados nuestros Gobiernos. 
Para que su aplicación sea efectiva se necesita: 
La Cooperación internacional contra la corrupción.- 
El comportamiento de un Estado frente a la corrupción practicada en su interior tradicionalmente 
fue considerado como un asunto de la jurisdicción doméstica de ese Estado, y, por ende, regido 
exclusivamente por el correspondiente ordenamiento jurídico interno. 
La preocupación de la comunidad internacional para encarar el problema de la corrupción 
mediante normas o acciones internacionales, comienza tan sólo en la década de los años noventa; 
diversas razones motivaron ese cambio. En algunos casos, la fuga de corruptos hacia otro país 
con dineros o bienes que no le pertenecían y las dificultades que se presentaron para devolverlos 
o tomar acciones respecto de los bienes en su poder, significó una complicación en las relaciones 
internacionales de los Estados involucrados, acelerando de ese modo la conveniencia de revisar 
las normas internacionales vigentes a fin de afrontar esa situación. Otra razón muy importante 
también para este cambio fue el tratamiento al soborno transnacional. 
Un factor que ha contribuido a la reciente preocupación para combatir la corrupción a través de 
medidas de carácter internacional, lo constituyen las condiciones económicas surgidas en los 
últimos años. Por una parte, los procesos de desregularización y de modernización del Estado y, 
por otro, la multiplicación del comercio internacional y de las inversiones extranjeras, ha 
significado una mayor competencia, lo cual, a su vez, ha originado la necesidad de contar con 
niveles más exigentes de transparencia y de condiciones más objetivas y predecibles en las 
contrataciones, todo lo cual, si bien ha reducido las posibilidades de corrupción, al mismo tiempo, 
ha significado que, en ese nuevo contexto, su práctica adquiera una mayor gravedad. 
También un elemento importante en la lucha contra la corrupción, al menos en América Latina, 
ha sido el proceso de consolidación y fortalecimiento de la democracia en que se encuentran 
empeñados muchos gobiernos 
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El conjunto de las circunstancias y factores anotados ha llevado a que los Estados hayan decidido 
aunar sus esfuerzos para, mediante la cooperación internacional, puedan establecer medidas o 
convenir acuerdos multilaterales a fin de combatir la corrupción. 
Para la adopción de la Convención Interamericana contra la Corrupción, en Caracas se realizaron 
muchas negociaciones a través de grupos de trabajo de la OEA; los mismos que entre otras cosas 
se encargaron de la elaboración, negociación y adopción de la Convención Interamericana contra 
la Corrupción, en este caso fue el Grupo de Trabajo sobre Probidad y Ética Cívica.  
La Conferencia Especializada para adoptar la Convención Interamericana contra la Corrupción, 
se celebró en Caracas del 27 al 29 de marzo de 1996.  
Análisis de algunas disposiciones principales de esta Convención: 
Propósitos de la Convención. 
De acuerdo al artículo II de la Convención, ésta tiene dos propósitos fundamentales. El primero 
de ellos dice relación con las acciones internas que cada Estado puede adoptar para promover y 
fortalecer el desarrollo de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar 
la corrupción. Se trata de mecanismos eminentemente facultativos y que no están sujetos, en 
consecuencia, a un control o supervigilancia internacional. 
El segundo objetivo de la Convención es de naturaleza internacional y se refiere a las acciones 
tendientes a promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes a fin de asegurar 
la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de 
corrupción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente 
vinculados con tal ejercicio. 
….Considero necesario para el cumplimiento de los objetivos de todo tipo de convención el 
compromiso de cada nación en la revisión de su ordenamiento jurídico interno y la adopción de 
un sistema acorde al desarrollo de las relaciones internacionales y, en referencia a este mal social 
de la “corrupción”, el desarrollo de un sistema de cooperación efectivo para hacer frente a este 
mal, siempre respetando los principios esenciales como la reciprocidad, legitimidad y el debido 
proceso entre otros……. 
Medidas preventivas. 
En el artículo III, se refieren a que los Estados miembros pueden crear, mantener o fortalecer 
comprenden, las normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las 
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funciones públicas, las que deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y a asegurar 
la preservación y el uso adecuado, a los recursos asignados a los funcionarios públicos en el 
desempeño de sus funciones. Las instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren 
la adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que rigen sus 
responsabilidades; los sistemas para la declaración de ingresos por parte de las personas que 
desempeñan funciones públicas y para la contratación de los funcionarios públicos así como para 
la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equidad y 
eficiencia de tales sistemas; las leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona 
o sociedad que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra los Estados Partes; las 
medidas que impiden el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros; y los 
mecanismos para estimular la participación civil y de las organizaciones no gubernamentales en 
los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción. 
También dentro, de estas medidas se incluye el estudio de la relación entre la remuneración 
equitativa y la probidad en el servicio público. 
Actos de corrupción. 
El artículo VI trata del tema central de la Convención, cual es la tipificación de las conductas que 
constituyen delitos o actos de corrupción. Sin dudas, este artículo constituye la principal 
disposición de la Convención, lo que explica los prolongados y arduos esfuerzos que se realizaron 
durante la Reunión de Expertos del Grupo de Trabajo para dotarlo de la mayor precisión posible 
y conferirle un carácter obligatorio para todos los Estados Partes.  
Citaremos algunos casos: 
Soborno Transnacional.-  
La figura de soborno transnacional es contemplada en el artículo VII de la Convención, la que lo 
define como "el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa o 
indirectamente, por parte de sus nacionales, personas que tengan residencia habitual en su 
territorio y empresas domiciliadas en él, cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios 
como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u omita 
cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, relacionado con una transacción de 
naturaleza económica o comercial".  
De acuerdo a ese concepto de soborno transnacional, el elemento fundamental que establece la 
Convención para configurarlo es que el soborno sea hecho a un funcionario público extranjero. 
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Por lo tanto, lo que esta figura sanciona es al que ofrece el soborno, en la medida en que sea 
nacional del Estado, tenga su residencia habitual en el territorio de él o se trate de empresas con 
domicilio en el mismo. 
No todos los Estados Partes tienen incorporada en su legislación el soborno transnacional, frente 
a esta situación, la Convención ha dispuesto que con sujeción a su Constitución y a los principios 
fundamentales de su ordenamiento Jurídico, cada Estado Parte prohibirá y sancionará el soborno 
transnacional y que, con respecto a aquellos Estados que hayan tipificado ese delito, éste será 
considerado un acto de corrupción para los propósitos de la Convención; pero que, con respecto 
a los Estados que no hayan tipificado en sus ordenamientos jurídicos el soborno transnacional, 
esos Estados deberán brindar la asistencia y cooperación prevista en la Convención en relación 
con ese delito, en la medida en que sus leyes lo permitan 
(Argandoña, 1999) al respecto dice: “En años recientes hemos podido comprobar las 
nefastas consecuencias derivadas de la corrupción. El mejor conocimiento de los procesos 
internos de dirección en las empresas, la conciencia de las oportunidades creadas en un 
mundo globalizado y de los costes derivados de las barreras, las discriminaciones y las 
conductas injustas, y la divulgación de las acciones corruptas gracias a los modernos 
medios de comunicación, han servido para que todos seamos más conscientes, primero, 
de la extensión y profundidad del fenómeno de la corrupción, en todas las economías, 
tanto en vías de desarrollo como avanzadas; segundo, de las consecuencias nefastas que 
se derivan de ella, para las personas, las empresas y los países, y tercero, de la importancia 
de erradicar los comportamientos corruptos, como medio para ganar en justicia, 
eficiencia, solidaridad, libertad y democracia”.(p.2). 
El desarrollo de las relaciones internacionales y por ende las relaciones comerciales entre los 
países han sido factores para quienes quieren actuar alejados del camino correcto, el respeto de 
las leyes y tratados internacionales y utilizar este mecanismo ilegal en el desarrollo empresarial 
que a la postre genera graves consecuencias económicas, políticas, sociales, éticos y humanos. Es 
por ello que se deberán buscar políticas adecuadas para hacer frente a este tipo de corrupción. 
Enriquecimiento Ilícito 
El artículo IX de la Convención incorpora el delito del enriquecimiento ilícito, definiéndolo como 
"el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus 
ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no pueda ser razonablemente 
justificado por él". 
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Como puede apreciarse, tal concepto para que pueda tener aplicación supone dentro del Estado 
un mecanismo que permita el conocimiento de los bienes que tenía el funcionario público antes 
de asumir sus funciones, como podría ser la obligación que tenga dicho funcionario de presentar 
una declaración jurada de sus bienes al momento de asumir sus funciones o que anualmente tenga 
que efectuar esa declaración de bienes para efectos tributarios. Sin ese conocimiento previo, en la 
práctica, resultará muy difícil la prueba de que efectivamente ha habido, un enriquecimiento 
ilícito. 
(Narváez Carvajal, 2011). “Nuestro país en el año 1997 aprobó la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, el año 2005 lo hace de la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción instrumentos que coinciden en establecer, que sujetándose al marco constitucional, 
cada Estado trate de tipificar en sus legislaciones como delito al enriquecimiento ilícito. La 
legislación nacional guarda similitud con la Convención de la ONU, porque la norma establece, 
que el incremento patrimonial pueda producirse con ocasión (presente) o a consecuencia del 
desempeño de un cargo público (pasado).  
A fines del año 2010, en Ecuador se puso en boga el tema de extender el ámbito de esta figura 
delictiva hasta los particulares; objetivo logrado mediante consulta popular, con la aprobación del 
denominado enriquecimiento privado no injustificado, que sin embargo de haberse conseguido 
en forma democrática, para muchos se aleja de todo criterio técnico, jurídico y criminológico”.   
En cuanto a la extradición la Convención manifiesta: 
Sobre la base de tratados preexistentes -especialmente la Convención de Naciones Unidas sobre 
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas y la Convención Interamericana 
sobre Extradición- y siguiendo la práctica existente, el artículo XIII regula la importante materia 
de la extradición de los delitos que han sido tipificados por los Estados Partes de conformidad 
con la Convención.  
Mediante esta disposición, la Convención ha procurado regular todas las situaciones que pueden 
presentarse, a los efectos de la extradición, respecto de los actos de corrupción definidos en la 
Convención o tipificados en la legislación de los Estados Partes.  
En tal sentido, después de disponer en el párrafo 2 que los Estados Partes se comprometen a 
incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de extradición que concierten entre 
sí, el párrafo 3 señala que si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un 
tratado recibe una solicitud de extradición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula ningún 
tratado de extradición, podrá considerar la presente Convención como la base jurídica de la 
79 
 
extradición; y que los Estados Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado, 
reconocerán los delitos a los que se aplica este artículo como casos de extradición entre ellos 
(párrafo 4). 
En el párrafo 5 del artículo XIII, se recoge la regla general según la cual la extradición estará 
sujeta a las condiciones previstas por la legislación del Estado Parte requerido o por los tratados 
de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que se puede negar la extradición, 
añadiéndose en el párrafo siguiente que si la extradición se deniega en razón únicamente de la 
nacionalidad de la persona objeto de la solicitud, o porque el Estado requerido se considera 
competente, éste deberá presentar el caso ante sus autoridades competentes para su 
enjuiciamiento, a menos que se haya convenido, otra cosa con el Estado requirente, debiendo, en 
todo caso, informarle a éste de un resultado final. 
Por último, el párrafo final de este artículo autoriza al Estado requerido para que, sujeto a lo 
dispuesto en su derecho interno y en los tratados de extradición y tras cerciorarse de que las 
circunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, puedan proceder a la detención de la persona 
cuya extradición se solicita que se encuentre en su territorio, o bien para adoptar otras medidas 
adecuadas que permitan asegurar su comparecencia en los trámites de extradición. 
Evaluación de la Convención 
La Convención Interamericana contra la Corrupción constituye el primer tratado internacional 
destinado a combatir ese perverso fenómeno. Se trata de un instrumento jurídicamente útil y tan 
importante que demuestra la voluntad de los Estados de no tolerar la corrupción. 
La Convención, sin dudas, constituye un instrumento útil desde un punto de vista estrictamente 
jurídico. Ha definido con precisión aquellas conductas que deben ser consideradas como actos de 
corrupción a los efectos de promover y regular la cooperación internacional y fortalecer los 
mecanismos internos en cada uno de los Estados Partes para prevenir, detectar, sancionar y 
erradicar la corrupción, cuando ésta se realiza en el ejercicio de funciones públicas o por medio 
de actos vinculados a tal ejercicio. 
La Convención ha regulado también con acierto los mecanismos y procedimientos que faciliten 
la cooperación internacional. Estos mecanismos y procedimientos se contienen principalmente en 
disposiciones pragmáticas y flexibles en lo que respecta a la extradición; la asistencia y 
cooperación; y la identificación, rastreo, inmovilización, confiscación y decomiso de los bienes 
obtenidos de la corrupción. 
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Sin embargo, al propio tiempo, con el objeto de satisfacer las legítimas inquietudes de aquellos 
gobiernos que querían avanzar en la lucha contra la corrupción incorporando a la Convención 
figuras penales que ciertamente constituyen actos de corrupción -como es el caso del soborno 
transnacional, el enriquecimiento ilícito, el aprovechamiento ilícito de información reservada o el 
tráfico de influencias- pero que no han sido tipificadas como delitos en algunos Estados, se optó 
por una fórmula imaginativa que permitiera que esas conductas fuesen consideradas como actos 
de corrupción sólo con respecto a aquellos Estados que las han tipificado como delitos en sus 
legislaciones penales. 
Desde el comienzo de las negociaciones pareció evidente que la única forma de lograr un 
instrumento aceptable para la generalidad de los Estados, consistía en conciliar las instituciones 
y el derecho vigente con los propósitos de una Convención que pudiera significar un avance en la 
lucha contra la corrupción. En otras palabras, lo que se trató y se logró fue, partiendo del derecho 
existente tal como éste se encuentra reflejado en los tratados que vinculan las partes y en las 
legislaciones nacionales de éstos, adaptarse a los requerimientos de una. Convención que fuera lo 
más útil posible en el combate a la corrupción. 
 
2.8 Análisis de Casos Específicos. 
Extradición de Alejandro Peñafiel.- nuestro país logró la extradición de este “exbanquero”, 
luego de superar muchos inconvenientes jurídicos que interpuso la defensa. 
Antecedentes. 
La Superintendencia de Bancos pone en conocimiento del Ministerio Fiscal General que el 
Presidente Ejecutivo del Banco de Préstamos S.A, José Alejandro Peñafiel Salgado y sus 
empleados miembros del Directorio por sus acciones estarían inmersos en la comisión de actos 
fraudulentos relacionados con el manejo de los dineros de los depositantes, que condujeron a la 
liquidación forzosa del Banco y así no pagar sus obligaciones adquiridas en especial a los más de 
120.000 depositantes. 
Entre estas dolosas y malintencionadas acciones tenemos, por ejemplo: 
1. La concesión en exceso de créditos sobre los límites establecidos en la Ley, contemplados en 
el área penal como actos dolosos y graves; 
81 
 
2. Falta de respaldo a través de títulos valores de la cuantía de inversiones que constaban en el 
balance del Banco; 
3. La venta de activos de riesgo sin recursos  ocultando la situación financiera de la entidad; 
4. Préstamos vinculados tanto a accionistas como a empresas vinculadas, para ello el Banco 
obtuvo créditos con la garantía del dinero depositado por miles de clientes, de la tercera edad, ex 
trabajadores, niños, etc. Tuvieron la osadía de hacer los préstamos vinculados en el propio Banco, 
el Banco de Préstamos Cayman, domiciliado en Panamá así como otros bancos en el extranjero; 
5. El pago de sus obligaciones con dinero de sus clientes, ocultando además compras ilícitas de 
activos; 
6. Adulteración de los estados financieros, ocultando la realidad. 
Con la investigación realizada se llegó a la conclusión inequívoca de los graves indicios del 
cometimiento de un “peculado bancario”.  
La Constitución de la República del Ecuador prescribe en su artículo 233 que el delito de 
peculado, conjuntamente con otros tres de los delitos conocidos como de corrupción, como son: 
el cohecho, la concusión y el enriquecimiento ilícito, son imprescriptibles y los juicios se 
realizarán incluso en ausencia de los procesados. Este mandato constitucional refleja el interés 
que la sociedad ecuatoriana le ha dado a este delito, pues es la corrupción un mal endémico que 
afecta a la sociedad y particularmente a la Administración Pública. (Abg. Pablo Encalada 
Hidalgo). 
“Lo esencial en el delito de peculado no radica en la sustracción, distracción, malversación o 
cambio de vínculo de los bienes públicos, sino ante todo y sobre todo, en faltar a la fidelidad que 
todo servidor público tiene para con los bienes que están a su cargo y responsabilidad. Quien 
maneja fondos o bienes públicos tiene el deber ineludible de cuidarlos, protegerlos, darles el uso 
normal para el que están destinados y administrarlos con esmero, cuidado y responsabilidad; por 
lo tanto, si actúa en sentido contrario, debe responder administrativa, civil o penalmente”. (Luis 
Cueva Carrión op cit, pág. 81.). 
Con estos antecedentes el Juez Primero de lo Penal de Pichincha, Dr. Jorge German Ramírez 
considerando que estos hechos pueden constituir infracción punible y pesquisable de oficio, dictó 
el auto cabeza de proceso a efectos de establecer las responsabilidades penales respectivas, previa 
notificación al Agente Fiscal Primero de lo Penal, Defensor de Oficio y de autores, cómplices y 
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encubridores de la infracción, sindicando a José Alejandro Peñafiel Salgado y a todos los 
miembros del Directorio, para lo cual ordenó su prisión preventiva en uno de los centros de 
rehabilitación para lo cual emitió las respectivas boletas de encarcelamiento. 
El Juez ordenó entre otras acciones la inmovilización de sus cuentas y acciones bancarias de los 
sindicados, además y para efectos del análisis objeto de la investigación se remitió oficio al 
Director General de Migración, haciéndole conocer el auto cabeza de proceso y la orden de prisión 
preventiva en su contra. 
Aquí empieza la actuación de Peñafiel y todos quienes de una u otra manera ayudaron a que 
empiece a evadir la justicia puesto que una vez conocida la orden de prisión en contra de éste, se 
mantenía prófugo hasta lograr huir a Líbano, país al que se solicitó la extradición.  
Líbano aceptó el pedido de extradición y, en el viaje que lo traía hacia Ecuador hace escala en 
Francia, país que por cierta norma de la comunidad europea  entrega a Peñafiel a España. 
Ya en este país solicita asilo político, indicando además que en Ecuador su vida corría peligro. 
Las autoridades españolas luego de un exhaustivo análisis concluyeron que la argumentación de 
éste prófugo de la justicia no tenía razón de ser peor aún considerar un atentado a su integridad 
física y por lo tanto en Marzo del 2001 fue extraditado al Ecuador. 
Procedimiento. 
Este proceso de extradición es un ejemplo práctico de la extradición activa, que en nuestra Ley se 
regula en un capítulo único, de los artículos 22 al 31, con referencia a otras disposiciones legales 
contenidas en la Ley. 
1. Se inicia con el auto cabeza de proceso, en el cual se ordena la prisión preventiva, dictada por 
el Juez Primero de lo Penal de Pichincha, el 10 de Septiembre de 1998, por existir claros y graves 
indicios de la comisión del delito de peculado bancario cometido por José Alejandro Peñafiel 
Salgado y demás miembros del Directorio del Banco de Préstamos S.A. 
En el mismo auto se ordena la localización y captura de Peñafiel a las autoridades competentes, 
en este caso la Policía Nacional, la misma que a través de la Interpol hace pública la detención 
del prófugo de la justicia en la ciudad de Beirut-Líbano por parte de la policía de ese país el 3 de 
Agosto del año 2000. 
Estos antecedentes son puestos a órdenes del Presidente de la Corte Suprema de Justicia tal como 
lo dispone el artículo 23 de la  Ley de Extradición, esto es, demostrando que existe la orden de 
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prisión preventiva y la detención del requerido por la justicia. Una vez revisada la documentación, 
el Presidente de la Corte Suprema de Justicia declara procedente solicitar la extradición de 
Peñafiel y dispone la tramitación correspondiente vía diplomática ante las autoridades del Líbano 
amparándose en el principio de reciprocidad internacional por no existir convenio bilateral entre 
Ecuador y Líbano. Siguiendo la tramitación se solicita al Canciller de la República para que a 
través del Ministerio de Relaciones Exteriores proceda con el respectivo trámite requiriendo el 
urgente envío de la documentación. 
La defensa de Peñafiel interviene para dilatar el proceso aduciendo que existía nulidad de 
procedimiento por existir violaciones de derechos constitucionales, esto fue negado por 
improcedente y fuera de lugar. Otra de las acciones fraudulentas de la defensa fue el argumentar 
que no existía sentencia condenatoria, lo cual fue refutado por nuestra representación diplomática 
al demostrar que de conformidad a la Ley ecuatoriana y diversos tratados internacionales, es 
suficiente el auto de prisión preventiva en firme o una resolución análoga que sí existía y aún más 
se acompañó otro auto cabeza de proceso dictado por el Juez Décimo Tercero de lo Penal del 
Guayas, que ordenaba la prisión preventiva contra Peñafiel y otros, por el delito de peculado 
bancario. 
El gobierno libanés concedió originariamente la extradición a Ecuador pero en el regreso a nuestro 
país por una escala en la ciudad de París-Francia se presenta otra acción dilatoria y mal 
intencionada de la defensa de Peñafiel y que por una disposición de la Ley Comunitaria europea 
pidió su traslado a España en donde había solicitado el asilo político, sin embargo el gobierno 
español, el 5 de Febrero del 2001 acordó por órgano regular entregarlo a la República del Ecuador 
y así el 8 de Marzo del 2001, la Interpol de Madrid efectúa y suscribe el acta de entrega de Peñafiel 
con la policía ecuatoriana emitiéndose el correspondiente salvoconducto de parte del Cónsul 
General del Ecuador en Madrid, llegando detenido y en extradición el 9 de Marzo, cumpliéndose 
así este tortuoso, complicado proceso de extradición ordenado por la Corte Suprema de Justicia 
quien puso a las órdenes del Juez de la causa la prosecución del juicio respectivo. 
Comentario Personal 
Algunas disposiciones legales parte de nuestro ordenamiento jurídico aplicadas a este proceso las 
resumo así: 
En primer lugar, el proceso penal fue el que nos regía hasta antes de Julio del 2000, en donde era 
suficiente una excitativa fiscal para poner en conocimiento de la autoridad competente, en este 
caso el respectivo Juez Penal, el cometimiento de ciertos delitos; quien, de encontrar el mérito o 
indicios suficientes dictaba el correspondiente auto cabeza de proceso iniciando así formalmente 
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el juicio penal con sus respectivas etapas, del Sumario en donde de encontrar pruebas suficientes 
se dictaba el Auto de Apertura del Plenario. Luego pasaba a los Tribunales Penales que dictaban 
la sentencia. 
En este sistema caben los recursos legales pertinentes para ante la Corte Suprema de Justicia, 
como el de Casación, de Hecho o de Nulidad. 
El procedimiento utilizado es el referente a la   extradición activa, contemplado en nuestra Ley de 
Extradición. En este caso específico se aplicó entre otros: 
-  Artículo 7, referente a la extradición hecha vía diplomática; 
- Artículo 27, que determina la obligatoriedad de una previa sentencia ejecutoriada condenatoria 
o auto de prisión preventiva para solicitar la extradición; 
- Artículo 2, que dispone que el delito merecía una pena privativa de libertad de más de un año. 
Además se observó que la tramitación pasó a las autoridades correspondientes, tales como la Corte 
Suprema de Justicia, Ministerio de Relaciones Exteriores y demás instituciones y órganos 
auxiliares involucrados dentro de este proceso, en definitiva se cumplió con la aplicación de la 
garantía del debido proceso. 
Este caso nos debe servir de ejemplo didáctico de un proceso de extradición mas no de una 
verdadera justicia, pues dejó mucho que desear la actuación de ciertos jueces quienes con evidente 
ánimo de favorecer a éste delincuente pisotearon la justicia, presionados seguramente por la 
influencia económica que ejercía el exbanquero y ante lo cual debía aplicarse una justicia más 
transparente, objetiva ante este delito que perjudicó a miles de depositarios de buena fe, causando 
un grave problema social, económico y político que vivimos hasta la presente fecha. 
Prohibido olvidar miles de familias perjudicadas, desintegrado el núcleo familiar por efectos de 
la migración, empleados y trabajadores que perdieron  ahorros de toda su vida de trabajo, 
presentándose casos de muertes y a los que la justicia aplicó una sanción leve a pesar de la grave 
conmoción que causó; sin embargo de esto, el exbanquero goza de lujos en otros países, nos queda 
la esperanza de recordar aquel adagio de que “la justicia tarda pero llega…aunque demasiado 
tarde”. 
Se hace necesario un llamado a las autoridades a revisar la capacidad, honestidad y compromiso 
que deben tener los órganos administrativos para una aplicación de una justicia más ágil, objetiva, 
sancionando a funcionarios corruptos, realizar una auditoría a las instituciones que manejaron los 
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fondos de las instituciones financieras cerradas producto de esta crisis bancaria que en este caso 
y sin lugar a dudas fueron hechas con conciencia y voluntad por Peñafiel y sus empleados en el 
Directorio del extinto Banco de Préstamos. Vemos que nada efectivo se ha hecho mucho menos 
a favor de los verdaderos perjudicados como los depositantes y más bien la creación de entes 
burocráticos de donde han salido nuevos ricos con las acreencias de un pueblo sacrificado y 
perjudicado por la mala aplicación de la justicia. 
Extradición de Nicolás Landes.-  
A Nicolás Landes, expresidente Ejecutivo del Banco Popular se le siguió juicio por peculado en 
el caso del Popular-West Merchant Bank en el Juzgado Décimo Cuarto de lo Penal de Pichincha. 
En el año 2000, la Fiscalía y Corte Suprema de Justicia formalizaron a los Estados Unidos de 
América el pedido de extradición de Landes por encontrarse prófugo en la ciudad de Miami. La 
solicitud de extradición estuvo a punto de ser rechazada tanto por las acciones dilatorias de la 
defensa como por la falta de agilidad y diligencia por parte de las autoridades ecuatorianas.  
Al mismo en nuestro país se le seguía otro juicio por estafa en el caso de los Fondos Visión, 
proceso que prescribió. 
En Mayo del 2001, la Fiscalía de Colombia inicia una investigación contra Landes, por el manejo 
del Banco Andino de ese país. El exbanquero huye a Panamá en Enero del 2005 en donde  fue 
detenido por una orden internacional de arresto emitida desde Ecuador. Este recupera su libertad 
por tener la nacionalidad panameña, por lo tanto no se aceptó la extradición pero quedó prohibido 
de ausentarse del país. 
En Junio del 2005, Nicolás Landes fue detenido en Costa Rica cuando intentaba cruzar esa nación 
en una avioneta privada, con documentos falsificados, tuvo el descaro, sangre fría de utilizar la 
identidad de un hombre muerto, con el fin de llegar al paraíso fiscal de las Islas Caimán en el 
Caribe. 
En Mayo del 2006, la Corte Suprema de Costa Rica confirmó la extradición de Landes a pesar de 
una serie de recursos que interpuso para que no se efectivice su entrega. Ese mismo año fue 
absuelto en dos juicios, el de los Fondos Visión y lo del Banco Andino. 
El 16 de Diciembre del 2006 fue extraditado hacia Ecuador, fue sentenciado a 8 años de cárcel el 
5 de Diciembre del 2007, cumpliendo su pena en el ex Penal García Moreno de Quito. 
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En Julio del 2009 Landes interpuso el recurso de amparo de libertad ante la Corte Provincial de 
Pichincha, que resolvió ordenando su inmediata libertad por buena conducta; y, por la Ley de 
Rebajas de Penas por méritos aprobada por la Asamblea Constituyente del 2008. Esta Ley estipula 
que cuando una persona ha cumplido el 50%de su condena, tiene derecho a solicitar su libertad, 
siempre y cuando sea merecedor de una rebaja de penas, en virtud de su comportamiento durante 




 CAPÍTULO III. MARCO METODOLÓGICO 
3.1 Tipos de Investigación 
3.1.1 Investigación bibliográfica 
En un sentido restringido, entendemos a la investigación documental como un proceso de 
búsqueda que se realiza en fuentes impresas (documentos escritos). Es decir, se realiza una 
investigación bibliográfica especializada para producir nuevos asientos bibliográficos sobre el 
particular. 
 
3.1.2 Investigación de campo 
La investigación de campo corresponde a un tipo de diseño de investigación, que se basa en 
informaciones obtenidas directamente de la realidad, permitiéndole al investigador cerciorarse de 
las condiciones reales en que se han conseguido los datos. En el caso particular de las 
investigaciones de campo, el investigador (que es el estudiante) extrae los datos de la realidad 
mediante técnicas de recolección de datos (cuestionarios, entrevistas, observación científica) a fin 
de alcanzar los objetivos planteados en su investigación. 
 
3.1.3 Investigación histórica 
Con esta investigación se busca la solución y explicación de diversos temas importantes en el 
acontecer humano. Se recurrirá a la misma historia, que de una manera breve y sencilla nos 
expresará la evolución de esta dinámica investigativa. 
 Por otra parte, se analizará los pasos primordiales para la validez  de los criterios básicos de la 






3.1.4 Investigación descriptiva 
En las investigaciones de tipo descriptiva, llamadas también investigaciones diagnósticas, buena 
parte de lo que se escribe y estudia sobre lo social no va mucho más allá de este nivel. Consiste, 
fundamentalmente, en caracterizar un fenómeno o situación concreta indicando sus rasgos más 
peculiares o diferenciadores. 
 
3.2 Población o Muestra 
La población sobre la que tratará mi investigación tendrá como base algunos de los casos 
expuestos por el estado ecuatoriano y por quienes participan en este proceso que servirán como 
elementos de referencia y poder realizar las respectivas observaciones y conclusiones respectivas.  
El tipo de muestra que se utilizará es la probalística pues la población considerada en la muestra 
tiende a formar parte del grupo estadístico de este proyecto. 
 
3.2.1 Tamaño de la Muestra 
Determine qué tamaño de muestra necesita para obtener una representación precisa de la 
población total de su objetivo de grupo con nuestra calculadora de tamaño de muestra. 
Terminología de tamaño de muestra 
• Nivel de confianza 
El nivel de confianza le dice cuán "seguro" puede estar que su población seleccione cierta 
respuesta.  
• Intervalo de confianza 
El intervalo de confianza es el rango +/- que se suma a la respuesta que usted recibe de su muestra 






Cuanto mayor sea la muestra en comparación con la población total, tanto más precisas serán las 
respuestas. Sin embargo, si la población es muy grande o se desconoce, puede dejar este dato en 
blanco, ya que en términos matemáticos las diferencias son estadísticamente mínimas.  
Por ejemplo, si usted realiza una muestra de 1.000 personas con un nivel de confianza del 95% y 
un intervalo de confianza de 3, y el 70% elige la Marca A, usted puede tener un 95% de certeza 
de que entre el 67% y el 73% (70% +/- 3) elegiría la Marca A.  
Terminología de nivel de confianza  
• Tamaño de muestra 
El tamaño de muestra es el fragmento de personas más grande dentro de una población que usted 
ha elegido para la encuesta. Cuanto mayor sea la muestra en comparación con la población total, 
tanto más precisas serán las respuestas.  
• Porcentaje 
Es el porcentaje de su muestra que respondió de una forma específica. Si el 90% de su muestra 
elige la Marca A, puede estar bastante seguro de que la población elegiría la Marca A, mientras 
que si el 51% de su muestra elige la Marca A, es mayor la probabilidad de que esto sea incorrecto. 
Fundamentalmente puede tener más confianza en las respuestas extremas que en las respuestas 
intermedias. Manténgalo en el 50% para obtener el intervalo de confianza más útil.  
Calculadora de tamaño de muestra 
Determine qué tamaño de muestra necesita para obtener una representación precisa de la 
población total de su objetivo de grupo con nuestra calculadora de tamaño de muestra.  
Calculadora de tamaño de muestra 
 Nivel de confianza:         95%       99% 
 Intervalo de confianza:     10  
 Población:                          6400  
(Deje en blanco si el número es demasiado alto o si lo desconoce) 
Tamaño de muestra necesario:    95 
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Terminología de tamaño de muestra 
http://es.gmi-mr.com/resources/sample-size-calculator.php#terms 
Muestra estratificada 
Implica el uso deliberado de submuestras para cada estrato o categoría que sea importante en la 
población. 
Nota: por facilidad de cálculo se ha tomado una muestra de 100 individuos, que es por supuesto 
mayor que el mínimo requerido de 95.  
Tabla 1. Variable Independiente 
VARIABLE 
INDEPENDIENTE 




para la revisión y 
actualización del 
procedimiento de extradición 
  
Jueces Corte Nacional 
  Encuesta-Cuestionario 
    Fiscales    Entrevista: Guión o Guión 
  Constitucional Abogados 5 Observación 
    Policía Nacional     
   Cancillería     
          
         
    Jueces Corte Nacional   Encuesta-Cuestionario 
    Fiscales     
  Legal-Penal Abogados 5 Entrevista: Guión o Guía 
    Policía Nacional   Observación 





ÁMBITOS INDICADORES ÍTEMS 
TÉCNICA O 
INSTRUMENTO 
          
    Jueces Corte Nacional     





5 Entrevista: Guión-Guía 
    Policía Nacional   Observación 
    Cancillería     
          
Elaborado por: Romo Estrada Xavier Alejandro 
 
Tabla 2. Variables Dependientes 
VARIABLES 
DEPENDIENTES 
















  Fiscales    
Entrevista: Guión o 
Guía 
  Constitucional Abogados 5 Observación 
    Policía Nacional     
   Cancillería     





ÁMBITOS INDICADORES ÍTEM 
TÉCNICA O 
INSTRUMENTO 














Entrevista: Guión o 
Guía 
    Policía Nacional   Observación 
    Cancillería     
          
    
Jueces Corte 
Nacional     














ecuatoriana   
Policía Nacional 
  Observación 
    Cancillería     




3.3.1 Método científico 
Tenemos tres definiciones básicas que nos explican el concepto de lo que es el método científico 
y son:  
1) El método científico es el conjunto de procedimientos lógicos que sigue la investigación para 
descubrir las relaciones internas y externas de los procesos de la realidad natural y social.  
2) Llamamos método científico a la serie ordenada de procedimientos de que se hace uso en la 
investigación científica para obtener la extensión de nuestros conocimientos.  
3) Se entiende por método científico al conjunto de procesos que el hombre debe emplear en la 
investigación y demostración de la verdad.  
Características del método científico: No podemos concebir el método científico como  un 
procedimiento o instrumento rígido, pero aun así, por ser sistemático, debe mantener 
características específicas que lo identifique de otros instrumentos de investigación, por lo tanto 
se puede decir que el método científico es:  
1. Es fáctico: Es de carácter empírico, se basa fundamentalmente en hechos.  
2. Transcendental: Aunque realmente parte de ellos, va más allá de los mismos hechos.  
3. Verificación empírica: Revisa sus afirmaciones con la realidad.  
4. Autocorrectivo y progresivo: En caso de ser necesario, corrige o ajusta sus conclusiones y es 
progresivo ya que al no tomar sus conclusiones como infalibles y finales, está abierto a nuevos 
aportes y a la utilización de nuevos procedimientos y de nuevas técnicas."  
5. Formulaciones generales: Aunque no pasa por alto aspectos individuales, se interesa en hechos 
generales comprobados como ley.  
Objetivo: Busca o persigue hallar la verdad fáctica, sin importar lo que piense sobre tal hecho el 
investigador. Es decir que aunque sus ideales o principios sean distintos, acepta como realidad un 
hecho comprobado.  
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Aplicación del método científico: Puede decirse que el método científico es aplicable en especial 
en las ciencias puras, entre ellas la Biología, la Química, la Física y otras. Actualmente se aplica 
en casi toda ciencia que tenga como insumo la investigación, encontrándose entre ellas las 
ciencias sociales como, la Sociología, la Administración, etcétera. De por sí, no se concibe una 
investigación científica si no se aplica en esta una serie de pasos metódicos que guíen la misma, 
he aquí donde entra en juego el método científico. Durante años, el método científico no se 
consideraba, por muchos, aplicable para las ciencias sociales, hoy es una herramienta elemental 
para la investigación social. 
 
3.3.2 Método Deductivo 
La deducción va de lo general a lo particular. El método deductivo es aquél que parte los datos 
generales aceptados como valederos, para deducir por medio del razonamiento lógico, varias 
suposiciones, es decir; parte de verdades previamente establecidas como principios generales, 
para luego aplicarlo a casos individuales y comprobar así su validez.  
Se puede decir también que el aplicar el resultado de la inducción a casos nuevos es deducción. 
 
3.3.3 Método Inductivo 
La inducción va de lo particular a lo general. Empleamos el método inductivo cuando de la 
observación de los hechos particulares obtenemos proposiciones generales, o sea, es aquél que 
establece un principio general una vez realizado el estudio y análisis de hechos y fenómenos en 
particular.  
La inducción es un proceso mental que consiste en inferir de algunos casos particulares 
observados la ley general que los rige y que vale para todos los de la misma especie. 
 
3.3.4 Método Analítico 
Es aquél que distingue las partes de un todo y procede a la revisión ordenada de cada uno de sus 
elementos por separado.  
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Analizar significa: Observar y penetrar en cada una de las partes de un objeto que se considera 
como unidad.  
En la Investigación documental es aplicable desde el principio en el momento en que se revisan, 
uno por uno los diversos documentos o libros que nos proporcionarán los datos buscados.  
El Análisis es provechoso en cuanto que proporciona nuevos elementos de juicio. 
 
3.3.5 Método Sintético 
Consiste en reunir los diversos elementos que se habían analizado anteriormente. En general la 
Síntesis y Análisis son dos fases complementarias.  
La síntesis es indispensable en cuanto reúne esos elementos y produce nuevos juicios, criterios, 
tesis y argumentación 
 
3.3.6 Método Sociológico 
Es una herramienta fundamental para que el sociólogo pueda estudiar la cambiante realidad social 
con la rigurosidad científica que su objeto exige. En este espacio vas a conocer por qué toda 
ciencia debe tener su propio objeto y método y en qué consisten los pasos del llamado método 
sociológico. 
 
3.3.7 Método Jurídico 
Es la suma de procedimientos lógicos para la investigación de las causas y de los fines del 
Derecho, para el conocimiento e interpretación de sus fuentes, para la estructura de sus textos 





3.3.8 Método Histórico 
Es el método que está vinculado al conocimiento de las distintas etapas de los objetos en su 
sucesión cronológica, para conocer la evolución y desarrollo del objeto o fenómeno de 
investigación se hace necesario revelar su historia, las etapas principales de su desenvolvimiento 
y las conexiones históricas fundamentales. Mediante el método histórico se analiza la trayectoria 
concreta de la teoría, su condicionamiento a los diferentes períodos de la historia. 
 
3.4 Técnicas e instrumentos de la investigación  
Toda investigación o aplicación de carácter científico en Ciencias Sociales, como en las ciencias 
en general, debe implicar la utilización de procedimientos operativos rigurosos, bien definidos, 
transmisibles, susceptibles de ser aplicados de nuevo en las mismas condiciones, adaptados al 
fenómeno a discutir. Esas son las técnicas; la elección de éstas depende del objetivo perseguido, 
el cual está ligado al método de trabajo. Todo medio (método, técnica o instrumento) siempre 
debe estar subordinado al objetivo que se busca. Por lo tanto, el problema de la elección de un 
medio, es un problema de adecuación "medio - objetivo". (Mendizábal, Rodrigo: Métodos y 
Técnicas de la Investigación Social). 
Los métodos antes indicados requieren de técnicas de investigación a través de las cuales se 
pueden recopilar toda información, por lo que las técnicas que se utilizarán son: 
 
3.4.1 Técnica de Observación 
Es el método por el cual se establece una relación concreta e intensiva entre el investigador y el 
hecho social o los actores sociales, de los que se obtienen datos que luego se sintetizan para 
desarrollar la investigación. 
Este método es una "lectura lógica de las formas" y supone el ejercicio y "metodología de la 
mirada" (de construcción y producción de nueva realidad). 
 La observación es un proceso cuya función primera e inmediata es recoger información sobre el 
objeto que se toma en consideración. Esta recogida implica una actividad de codificación: la 
información bruta seleccionada se traduce mediante un código para ser transmitida a alguien (uno 
mismo u otros). Los numerosos sistemas de codificación que existen, podrían agruparse en dos 
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categorías: los sistemas de selección, en los que la información se codifica de un modo 
sistematizado mediante unas cuadrículas o parrillas preestablecidas, y los sistemas de producción, 
en los que el observador confecciona él mismo su sistema de codificación. Postic, De Ketele: Ob 
Cit, 1988: 18. 
Desde este punto de vista de las técnicas de investigación social, la observación es un 
procedimiento de recolección de datos e información que consiste en utilizar los sentidos para 
observar hechos y realidades sociales presentes y a la gente donde desarrolla normalmente sus 
actividades. 
 
3.4.2 Técnica de Gabinete 
El trabajo de gabinete se refiere a la investigación realizada a partir de fuentes secundarias, y que 
se lleva a cabo en tu oficina, despacho, en la biblioteca, etc. Actualmente, Internet es la principal 
fuente para encontrar información o publicaciones interesantes.  
Para realizar el trabajo de gabinete tienes que saber qué es lo que estás buscando y ser capaz de 
valorar la calidad del material que encuentras: disponer de buena información es esencial. Es fácil 
encontrar documentación en internet, lo difícil es seleccionar la verdaderamente interesante de 
entre todo lo que encuentras. 
Durante el trabajo de gabinete fíjate siempre donde miras y qué miras, así como en seleccionar 
información necesaria y de calidad. Es fácil que durante una investigación de este tipo te desvíes 
hacia elementos que no son importantes, por eso es fundamental tratar de estar centrado durante 
todo el proceso en lo que realmente nos interesa. 
 
3.4.3 Técnica de Campo 
Las técnicas de investigación de campo son aquellas que le sirven al investigador para 
relacionarse con el objeto y construir por sí mismo la realidad estudiada. Tienen el propósito de 
recopilar información empírica sobre la realidad del fenómeno a estudiar (Rodríguez, 1982:60) y 
son útiles para estudiar a fondo un fenómeno en un ambiente determinado. 
Seleccionar una técnica dependerá principalmente del problema de investigación y del enfoque 
con el que se pretenda investigar. 
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3.4.3.1 Técnica de Entrevista 
Si necesito recabar información especializada o de expertos sobre un tema determinado, lo mejor 
será la entrevista estructurada. 
Es una técnica para obtener datos que consisten en un diálogo entre dos personas: El entrevistador 
"investigador" y el entrevistado; se realiza con el fin de obtener información de parte de este, que 
es, por lo general, una persona entendida en la materia de la investigación. 
La entrevista es una técnica antigua, pues ha sido utilizada desde hace mucho en psicología y, 
desde su notable desarrollo, en sociología y en educación. De hecho, en estas ciencias, la 
entrevista constituye una técnica indispensable porque permite obtener datos que de otro modo 
serían muy difíciles conseguir. 
Empleo De La Entrevista: 
 Cuando se considera necesario que exista interacción y diálogo entre el 
investigador y la persona. 
 Cuando la población o universo es pequeño y manejable. 
 Condiciones que debe reunir el Entrevistador: 
 Debe demostrar seguridad en sí mismo. 
 Debe ponerse a nivel del entrevistado; esto puede esto puede conseguirse con una 
buena preparación previa del entrevistado en el tema que va a tratar con el 
entrevistado. 
 Debe ser sensible para captar los problemas que pudieren suscitarse. 
 Comprender los intereses del entrevistado. 
 Debe despojarse de prejuicios y, en los posible de cualquier influencia empática. 
 
3.4.3.2 Técnica de Encuesta 
La encuesta es una técnica destinada a obtener datos de varias personas cuyas opiniones 
impersonales interesan al investigador. Para ello, a diferencia de la entrevista, se utiliza un listado 
de preguntas escritas que se entregan a los sujetos, a fin de que las contesten igualmente por 
escrito. Ese listado se denomina cuestionario. 
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Es impersonal porque el cuestionario no lleva el nombre ni otra identificación de la persona que 
lo responde, ya que no interesan esos datos. 
Es una técnica que se puede aplicar a sectores más amplios del universo, de manera mucho más 
económica que mediante entrevistas. 
Varios autores llaman cuestionario a la técnica misma. Los mismos u otros, unen en un mismo 
concepto a la entrevista y al cuestionario, denominándolo encuesta, debido a que en los dos casos 
se trata de obtener datos de personas que tienen alguna relación con el problema que es materia 
de investigación. 
Riesgos que conlleva la aplicación de cuestionarios: 
La falta de sinceridad en las respuestas (deseo de causar una buena impresión o de disfrazar la 
realidad). 
La tendencia a decir "si" a todo. 
La sospecha de que la información puede revertirse en contra del encuestado, de alguna manera. 
La falta de comprensión de las preguntas o de algunas palabras. 
La influencia de la simpatía o la antipatía tanto con respecto al investigador como con respecto al 
asunto que se investiga. 
Tipos de preguntas que pueden plantearse 
El investigador debe seleccionar las preguntas más convenientes, de acuerdo con la naturaleza de 
la investigación y, sobre todo, considerando el nivel de educación de las personas que se van a 
responder el cuestionario. 
 
3.4.3.3 Técnica de Estadísticas 
La Estadística es una ciencia que estudia la recolección, análisis e interpretación de datos, ya sea 
para ayudar en la resolución de la toma de decisiones o para explicar condiciones regulares o 
irregulares de algún fenómeno o estudio aplicado, de ocurrencia en forma aleatoria o condicional. 
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Sin embargo estadística es más que eso, en otras palabras es el vehículo que permite llevar a cabo 
el proceso relacionado con la investigación científica. 
Según Kruskal, los métodos estadísticos cumplen las siguientes funciones generales:  
a) Resumen de los datos y extracción de información relevante de los mismos, esto es, de  
b) las mediciones observadas, sean éstas numéricas, clasificatorias, ordinales o de otro tipo;  
c) Búsqueda y evaluación de los modelos y pautas que ofrecen los datos, pero que se 
encuentran ocultos por la inherente variabilidad aleatoria de los mismos;  
d) Contribuir al diseño de experimentos y encuestas;  
e) Facilitar la comunicación entre los científicos, ya que siempre será más fácil comprender 




 CAPÍTULO IV. ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE 
RESULTADOS 
4.1 Formulario No. 1. Entrevista realizada al Abogado Marco Estrella, Asesor 
Jurídico en Extradición, del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 
Humana.  
Considerando a la entrevista como una técnica indispensable que permite obtener datos que de 
otro modo serían muy difíciles conseguir, he acudido al profesional con el fin de obtener 
información de parte de este, que es, por lo general, una persona entendida en la materia de la 
investigación y para ello elaboré el siguiente cuestionario aceptado y respondido por el 
funcionario señalado. 
CUESTIONARIO 
1.- Cuál es la función del Ministerio de Relaciones Exteriores dentro del proceso de extradición? 
R: La función del Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana dentro de los 
procesos de extradición es ser el canal diplomático entre la Autoridad Central ecuatoriana (Corte 
Nacional de Justicia) y las autoridades extranjeras competentes en materia de extradiciones, por 
medio de la Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales en coordinación con las Embajadas y 
Consulados del Ecuador acreditados en el extranjero. 
2.- Existe cooperación internacional para facilitar el proceso de extradición. Sí o no y por qué? 
R: La cooperación internacional hoy en día ha mejorado notablemente para ejecutar los procesos 
de extradición de ciudadanos requeridos a nivel internacional, ya que las estadísticas del número 
de entregas en extradición han subido en comparación a años anteriores y de igual manera la 
coordinación entre autoridades de Estado se refleja en cada resultado del mismo; sin embargo, es 
importante tomar en cuenta que existen ciertos países que no prestan muchas facilidades en razón 
de que en sus legislaciones internas el procedimiento de extradición puede durar meses hasta 





3.- Considera necesario establecer un procedimiento unificado sobre extradición? 
R: Realmente sería excelente crear un procedimiento unificado entre los Estados para que el 
proceso de extradición sea más simplificado, pero es un tema complicado de manejar a ese nivel 
es decir de manera regional y multilateral, ya que cada Estado tiene su procedimiento interno 
normado para los procesos de extradición, a fin de precautelar los derechos del debido proceso y 
una defensa apropiada del requerido en extradición conforme a la legislación de cada país; por lo 
que, manifestar este procedimiento puede ser interpretado como injerencia en la soberanía de cada 
país. 
4.- Se cumple o no con el Principio de Reciprocidad que sobre extradición se habla en el Derecho 
Internacional? 
R: Hasta el momento sí se ha cumplido el Principio de Reciprocidad Internacional en materia de 
extradiciones, la misma que se acompaña también fundamentada muchas veces en Convenios en 
cooperación penal internacional; asimismo, los principales países con los que la República del 
Ecuador, aplica procedimientos de extradición con fundamento en principio de reciprocidad 
internacional es con Rusia, Rumania e Italia. 
5.- Existe un exceso de tramitación burocrática que torna lento este proceso? 
R: Muchas veces yo diría que sí existe esta lentitud procesal como en todo, por lo que en revisión 
de la ley de Extradición creo que es pertinente una reforma del citado cuerpo legal, pues es 
necesario establecer parámetros de plazo para resolver cada proceso de extradición ya que no es 
posible que un proceso de estos tenga que durar más de un año o dos si es que se tiene toda la 
documentación de respaldo por parte de la Autoridad judicial del Estado requirente. Digo esto en 
razón de los casos que se presentan muchas veces son de carácter de seguridad nacional e incluso 
de carácter confidencial. 
6.- Cree usted conveniente que una sola institución u organismo debería manejar este proceso de 
extradición? 
R: Bueno yo siento que la forma en que se lleva el proceso de extradición hoy en día está bien, es 
decir coordinación entre la Corte Nacional de Justicia como Autoridad Central, el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana como un canal diplomático e Interpol-Quito, como 
ejecutores de la entrega del ciudadano en extradición a las autoridades requirentes; es importante 
mantener esta coordinación pues cada entidad actúa dentro de cada una de sus competencias y 
por ende de una manera más eficaz y eficiente al ser su especialidad. 
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7.- Cuál es la mayor dificultad que se presenta en este proceso de extradición? 
R: La mayor dificultad que se presenta en las extradiciones activas en el momento que la 
Autoridad requerida dilata de alguna manera el proceso de extradición de un requerido por el 
Estado ecuatoriano por normas internas al requerir la entrega de documentación  que fundamente 
la solicitud de extradición haciendo caso omiso a un Convenio en materia de extradiciones en 
caso de que lo hubiera entre ambos Estados. 
En cambio dentro del proceso de extradición pasiva, la dificultad está en que no existe celeridad 
procesal ya que muchas veces las resoluciones o sentencias que determinan la extradición de un 
ciudadano no son notificadas inmediatamente o de igual manera dentro de las audiencias de 
extradición existen ciertos abogados defensores de los ciudadanos requeridos en extradición que 
se van en contra de la ética profesional, dilatando los procesos de la forma más vil; ante esto yo 
creo que las Autoridades judiciales, en este caso los Jueces de la Corte Nacional de Justicia deben 
denunciar ese incorrecto proceder de estos abogados y que se apliquen las amonestaciones 
respectivas manifestadas en el Código Orgánico de la Función Judicial. 
8.- En casos de extradición activa, esto es, solicitados por nuestro país en el último semestre; 
cuántos han sido resueltos y cuántos pendientes? 
R: Al momento no se dispone del dato exacto pues es importante mencionar que los procesos 
iniciados en este mismo año todavía están por resolverse, pero en este semestre si se han ejecutado 
extradiciones de años anteriores. 
9.- Me podría citar algunos ejemplos? 
Los últimos que recuerdo en este momento son dos extradiciones que se hicieron de Colombia al 
Ecuador de los ciudadanos GLORIA YOMAIRA CHAVES Y DE GILBERTO PIÑEIROS 
GONZÁLEZ; claro que si hay otros casos que se dieron en extradición tanto activas como pasivas. 
10.- Existen conflictos de intereses en ciertos casos de extradición? 
R: En mi criterio personal y hasta el momento en el tiempo que he manejado estos procesos no 
he visto injerencia de ninguna índole para la resolución de cada proceso de extradición; y 





11,- Se debería actualizar la capacitación del personal involucrado en el proceso de extradición? 
R: Yo pienso que si es necesario no solo dentro de esta materia sino a nivel general, mantener o 
incentivar las capacitaciones a los funcionarios públicos encargados d estos y muchos trámites, 
en razón de que esto permitiría un mayor desempeño en sus funciones y en el accionar diario 
dentro de sus funciones, brindando de esta manera un mejor servicio. De igual manera en materia 
de extradiciones es necesario que los funcionarios que llevan dichos procesos se encuentren 
preparados pues son procesos delicados en los cuales, al existir la mínima falla dicho proceso 
podría caerse, y hay que tomar en cuenta que son solicitudes de carácter internacional por lo que 
el accionar del Estado queda en duda. 
12.- Existe algún organismo internacional que garantice y haga cumplir la extradición por parte 
de os Estados? 
R: En realidad no existe ningún organismo que garantice el cumplimiento de un proceso de 
extradición o de la aplicación un convenio suscrito por algún país en materia de extradiciones, en 
realidad el proceso de extradición entre dos Estados se cumple en base a dos principios de carácter 
internacional RECIPROCIDAD Y PACTA SUM SERVANDA;  es importante también 
mencionar que existen personas requeridas por delitos considerados como transnacionales, ante 
lo cual, hay ciertos países que fundamentan su solicitud en base a Convenciones Multilaterales 
suscritas por dichos Estados en los cuales el objetivo principal es la lucha y erradicación de estos 
delitos. 
13.- De ser negativa su respuesta podría sugerir  algún tipo de organización para este fin? 
R: Realmente considerar qué organismo se encargue de hacer cumplir un proceso de extradición 
a un país determinado es complicado porque dicha decisión es soberana de cada Estado, siempre 
y cuando esa decisión  cumpla con una motivación válida de respaldo;  sugerir un organismo es 
muy difícil por las competencias de cada uno de ellos, además que existen Estados que estando a 
supervisión de varios organismos internacionales, no cumplen con las disposiciones establecidas 
y convenios suscritos por ellos mismos. 
14.- Existen solicitudes de extradición por delitos graves y que han causado grave conmoción 
social, sin embargo no se ha podido extraditar a los involucrados. Cuáles considera son las causas 
para ello? 
R: Las causas de ello recae en la inactividad del proceso llevado en el Estado requerido o incluso 
existen razones que recaen en el mismo ámbito político. 
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15.- Desearía agregar algún comentario adicional? 
R: Los procesos de extradición a mi perspectiva son procesos muy delicados e importantes, que 
en su mayoría pueden causar conmoción social por lo que yo creo que el proceso de extradición 
en todas sus etapas no debe ir más allá de 6 meses a fin de resolver si se concede o no la 































Análisis.- En este cuadro se representa las profesiones que han sido tomadas en cuenta para la 









































































Análisis.-  El 79.5% de los encuestados si conoce con que países el Ecuador ha suscrito tratados 































Análisis. – El 29.7%considera que los tratados si deben tener supremacía sobre la Constitución, 
el 20.3% piensa que la Constitución de la República está por encima de cualquier tratado. 





DEBERÍAN LOS TRATADOS INTERNACIONALES TENER SUPREMACÍA




























Análisis. -  El 50% está de acuerdo con la no extradición de los nacionales, el 25% no lo está, 




ESTA USTED A FAVOR DE LA NO EXTRADICION DE LOS NACIONALES





























Análisis. Sí prevalece lo político sobre lo jurídico en el tema de extradición tanto pasiva como 


























TRÁFICO DE DROGA 30 








Análisis.-  Los delitos  considerados  más comunes según los encuestados son los siguientes: 









TRAFICO DE DROGAS 30




















Considera que nuestro país tiene un sistema judicial que genera confianza a nivel nacional e 











Análisis:-  Ecuador tiene un  sistema jurídico que genera confianza Si: 15%, No genera 






CONSIDERA QUE NUESTRO PAÍS TIENE UN SISTEMA JUDICIAL QUE GENERA CONFIANZA A

























Análisis.- Las áreas más vulnerables y las fallas en los trámites de extradición:  


























4.2.1 Análisis. Resultados obtenidos sobre la Investigación. 
De la información recolectada a través de la  entrevista y encuestas podemos observar algunos 
puntos de vista diferentes de los funcionarios de las diversas instituciones del Estado sobre 
extradición. Existe cierta restricción para acceder a una información real sobre ciertos  casos 
específicos que se encuentran en trámite de extradición, hasta cierto punto comprensible por el 
carácter reservado que se da al procedimiento y por lo delicado que sea el motivo del pedido de 
extradición pero como ciudadanos tenemos el derecho constitucional de ser informados sobre este 
y otros temas de interés nacional. 
Este análisis no pretende ser un estudio profundo sobre la temática de la extradición sino más bien 
poder darnos cuenta del conocimiento que tienen las personas involucradas hasta cierto punto en 
esta problemática, de donde claramente se ve un conocimiento muy general mas no específico 
sobre esta institución jurídica.   
 
















20 10 30 13 17 
Fuente: Corte Nacional de Justicia  








   
 















12 38 50 29 21 
Fuente: Corte Nacional de Justicia  





 La Institución de la Extradición es la vía más adecuada para no dejar en la 
impunidad ciertos delitos y a sus actores que al migrar de un país a otro quieren 
evadir la acción de la justicia; 
 Los convenios y tratados internacionales que sobre extradición ha suscrito y 
ratificado el Estado ecuatoriano, forman parte de la normativa del Derecho 
Internacional Público; 
 El Principio de Reciprocidad es determinante en los procesos de extradición 
cuando no existe un previo tratado de extradición; 
 La extradición como institución de ejecución de justicia tiene que seguir 
evolucionando para garantizar el ordenamiento jurídico tanto nacional como 
internacional; 
 La gran mayoría de la población desconoce este proceso, e incluso algunos de los 
involucrados o ligados al mismo como por ejemplo Abogados, Policía Nacional, 




 Elaboración de Convenios y Tratados Internacionales que establezcan 
mecanismos más eficaces para la aplicación de las normas y procedimientos de 
la extradición;  
 Una oportuna ratificación de los Tratados y Convenios Internacionales y así 
poder hacerlos aplicables cuando la justicia así lo requiera; 
 Es necesario establecer un procedimiento unificado sobre extradición, 
observando siempre las garantías del debido proceso y el respeto a la soberanía 
estatal; 
 Mayor capacitación del personal involucrado en el proceso de extradición, de 
esta manera se puede reducir el exceso de tramitación burocrática; 
 En los casos de extradición se debe actuar al margen de intereses creados sean 
políticos o particulares, en donde prevalezcan principios del Derecho 
Internacional como el de Reciprocidad, Debido Proceso Legal entre otros; y, 














 CAPÍTULO V.  PROPUESTA 
De las investigaciones  realizadas se puede determinar los problemas que encierran al 
procedimiento de la extradición tanto en el orden interno como en el ámbito del Derecho 
Internacional, de tal manera que sirva de guía para buscar nuevas políticas para tratar a la 
extradición como un acto de cooperación internacional y como tal deberán observarse los 
procedimientos necesarios para una rápida, objetiva y sobretodo soberana aplicación de los 
mecanismos para un efectiva cumplimiento de este procedimiento para combatir la delincuencia 
a nivel internacional.  
Por eso mi propuesta está orientada a buscar un nuevo ordenamiento jurídico unificado que rija 
los principios fundamentales en cuanto a la tramitación y aplicación de este recurso y de esta 
manera recuperar la seguridad jurídica que servirá de base para enfrentar el aumento de delitos 
producto de esta globalización que trae consigo la necesidad de un  orden jurídico internacional 
unificado respecto a la extradición y con ello la paz y seguridad internacional. 
Es necesario una evaluación permanente de las normas de cooperación jurídica internacional y si 
es necesario rediseñarlas en vista de ser un proceso muy dinámico. 
Debemos aprovechar al máximo las nuevas tecnologías y establecer mecanismos de información, 
bases de datos y redes internas informáticas que agilicen y ayuden a estos procesos, para lo cual 
se necesitará una capacitación especial del personal involucrado en este proceso así como también 
de los operadores de justicia. 
 
5.1 Impactos 
El tema de la extradición es de gran importancia dentro del Derecho Internacional, ya que a lo 
largo de la investigación se ha demostrado que la aplicación de los principios de la institución de 
la extradición, tienen características de normas del jus cogens, es decir universales, obligatorios 
y aplicables para todos los países que han suscrito y ratificado Tratados, Acuerdos, Convenciones 
sobre extradición. 
La extradición no es un proceso sencillo ya que conlleva una serie de trámites que deben ser 
cumplidos a la perfección a fin de lograr los objetivos deseados. 
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Muchos delitos tienen el carácter de imprescriptibles, como en nuestra legislación así lo 
determina; Art.80 de la Constitucional de la República. 
En esta dirección, justo es reconocer que la lucha contra la droga, contra su tráfico ilícito y la 
dimensión universal de este problema, en el que en líneas generales los puntos en común pesan 
más que las diferencias, ha provocado cambios positivos muy importantes en la concepción, 
evolución y desarrollo de los mecanismos de cooperación jurídica internacional. La 
internacionalización del fenómeno del tráfico ilícito de drogas y su expansión por todos los países 
del mundo al margen de las fronteras territoriales, ha generado la necesidad de potenciar la 
cooperación internacional como piedra angular de la respuesta legal frente a esta delincuencia. 
Las mismas circunstancias y convicciones han permitido que en los últimos años el planteamiento 
sea el mismo para otros fenómenos criminales igualmente graves y peligrosos (terrorismo, tráfico 
de armas, corrupción, tráfico de seres humanos, etc.). Sólo así es posible combatirla eficazmente 
y reducir sus niveles de impunidad. Y en esta constante lucha ha adquirido un papel preponderante 
y extraordinariamente relevante en los últimos tiempos la investigación y represión de las 
estructuras económicas de estas organizaciones criminales. 
La sociedad internacional ha aceptado que la cooperación internacional en todos sus aspectos 
ocupa en la actualidad un papel central en las relaciones internacionales y en especial en los 
aspectos de seguridad y preservación del orden jurídico y el combate a la delincuencia. Para una 
coexistencia armónica y pacífica es menester no sólo reconocer el imperio del derecho y aceptar 
las normales diferencias entre Sistemas y Estados, sino aprender a vivir con la idea de que la 
cooperación internacional es indispensable y que el mejor instrumento para encausarla es el 
derecho internacional mismo, que en atención a sus evidentes limitaciones, debe someterse a 
revisión para perfeccionar y aclarar su contenido y sobre todo procurar que los organismos 
internacionales respondan cada vez más a los intereses generales y menos a las fuerzas reales de 
poder que contribuyeron a su creación. 
Es de cultura general que la Carta de la Organización de las Naciones Unidas prohíbe cualquier 
forma de violencia como instrumento de la política, así como que la realidad internacional una y 
otra vez nos señala cuán lejos estamos aún de ese paradigma, por lo cual, dentro de nuestras 
prioridades debe encontrarse invariablemente establecer las estructuras que aseguren el desarrollo 
de relaciones amistosas y ello sólo será posible si cada una de las partes siente garantizados sus 
derechos y que la actuación de los demás es congruente con las obligaciones asumidas. La 
cooperación entre naciones en asuntos penales, materializadas con los suplicatorios 
internacionales de asistencia judicial, constituye un avance para la lucha de la delincuencia 
transnacional como para la persecución de actividades ilícitas con resultados favorables. 
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Ahora bien, no podemos perder de vista que existe un constante y veloz perfeccionamiento en los 
delitos transfronterizos que nos obliga a estar a la vanguardia en el combate de dichos actos; lo 
que subsecuentemente, nos insta a mejorar y adecuar nuestros mecanismos de colaboración, para 
que éstos respondan a las realidades actuales de la delincuencia con ribete internacional. Se hace 
necesario un firme compromiso de los países, de los organismos internacionales y de todos los 
operadores jurídicos y gubernamentales para lograr ese objetivo. 
Será necesario una revisión de los procedimientos y requisitos para conceder la extradición 
haciéndolos más ágiles, objetivos y que alcancen un eficaz resultado después de cumplirse con 
todo el proceso donde debe imperar el respeto al debido proceso y la protección de los derechos 
humanos. 
 
5.2 Evaluación  
Es necesario que el Estado ecuatoriano revise los Tratados internacionales sobre extradición para 
de esta manera hacerlos aplicables, respetando la soberanía nacional, la autodeterminación con el 
fin de lograr combatir de manera positiva los delitos que merecen la extradición. 
Establecer los mecanismos más idóneos para procurar un sistema procesal unificado para tratar a 
la extradición, disminuir la tramitación burocrática en el orden interno, controlar el cumplimiento 
de los principios fundamentales que guían al debido proceso  y el respeto a la constitución y 
Tratados Internacionales que regulan  la extradición. 
El flujo de asistencia jurisdiccional va aumentando notablemente en los últimos años. Es 
completamente necesario garantizar una mejor Cooperación Jurídica Internacional, es por ello 
que debe haber un firme compromiso de los países, de los organismos internacionales y de todos 
los operadores jurídicos y gubernamentales para lograr ese objetivo. 
Es imperativo: 
 Facilitar la Cooperación Jurídica Internacional, eliminando obstáculos 
innecesarios, armonizando procedimientos y legislaciones. 
 Lograr una mayor coordinación y optimización de recursos en las Autoridades 




 Capacitar y especializar a los jueces, y también poner un fuerte énfasis en la 
capacitación del personal administrativo. 
 Evaluar constantemente las normas de Cooperación Jurídica Internacional y si es 
necesario, repensarlas y rediseñarlas. No debemos olvidar que es un proceso muy 
dinámico. Es fundamental la participación de los encargados de la aplicación de 
la Cooperación Jurídica Internacional en estos procesos. 
 Aprovechar al máximo las nuevas tecnologías y diseñar mecanismos de 
información, bases de datos y redes internas informáticas que agilicen y ayuden 
a estos procesos. En este punto hay que ser muy cuidadosos y respetuosos de un 
derecho fundamental como lo es el derecho a la intimidad. 
La necesaria adecuación del derecho internacional, de los organismos internacionales y la 
creación de nuevos entes, debe generar una nueva época de cooperación internacional en la que 
las relaciones amistosas, la armonía y la buena voluntad sean la guía y en la que los acuerdos y 
no la presión sean el método de solución de las controversias. 
 
5.3 Contrastación de Hipótesis 
De la hipótesis planteada al iniciar este trabajo, llegamos a la conclusión de que tanto en formas 
como en contenido la cooperación supranacional ha experimentado una notable mejoría: es 
mucho más eficaz, más completa y más intensa que en otras épocas. En particular, en aquellos 
ámbitos territoriales supranacionales -como es el caso de la Unión Europea- más evolucionados 
y definidos por una identidad de intereses políticos, económicos y jurídicos. Sólo desde el respeto 
a los derechos y libertades fundamentales en el marco del Estado democrático es posible 
configurar espacios jurídicos comunes y profundizar en su construcción. 
Los elementos esenciales que deben configurar el concepto de extradición son la cooperación 
entre los Estados mediante Tratados y la Protección de los derechos fundamentales del individuo 
reclamado, por la imprescindible defensa y protección del orden interno, y evitar la impunidad de 
aquellos que traspasan sus fronteras evadiendo su responsabilidad penal. 
La constitucionalización de la extradición permite que esta no sólo sea un mecanismo interestatal 
con la finalidad de evitar la impunidad de los delitos, sino también un auténtico procedimiento 




Las formas de manifestación de la extradición no constituye un mecanismo para imponer 
determinado sistema para la solicitud o entrega del individuo, sus límites se encaminan a defender 
las mínimas garantías del individuo reclamado. 
El flujo de asistencia jurisdiccional va aumentando notablemente en los últimos años. Es 
completamente necesario garantizar una mejor cooperación jurídica internacional y por ello debe 
haber un firme compromiso de los países, de los organismos internacionales y de todos los 
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